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Presentación

Cuando vió la luz el primer número de la Revista Jurídica “Ensayos Penales”, de 
la Sala Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito de la Corte Nacional de Justicia, 

la mayoría de sus integrantes abrigaban la clara intención de convertirla en un instrumento de 
análisis y debate de temas jurídicos penales, teniendo en consideración que el nuevo marco 
constitucional, reconfigura el carácter del Estado (constitucional de derechos y justicia), gene-
rando inevitablemente un impacto en la  tradicional concepción de la justicia, cuyo origen se lo 
encuentra en el cuestionado Estado de derecho, y como soporte la ideología liberal - burguesa, 
y usada como instrumento de dominación y de concentración de poder. La nueva realidad 
jurídica constitucional, como es de esperar, remecería los anquilosados esquemas de adminis-
tración de justicia, largamente deslegitimados por la sociedad.

Esa era la comprensión que motivaba a muchos jueces y juezas de la Sala, contar con un es-
pacio que permita compartir, no sólo con determinados operadores de justicia, sino también, 
como no podía ser de otra manera, con la academia y la ciudadanía, las reflexiones jurídicas que 
esta nueva realidad nos impone, para el diseño y construcción de un sistema de administración 
de justicia que responda a los requerimientos del momento actual.

Esos propósitos iniciales han sido largamente superados, pues la Revista Jurídica “Ensa-
yos Penales”, se ha constituido en el “documento de identidad” de la Sala Penal, pues los te-
mas tratados no sólo han concitado especial atención de juristas, académicos y usuarios de la 
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ón administración de justicia, sino que se han constituido, también, en “confesionario público” en 
el que jueces y juezas ponemos de manifiesto nuestra visión jurídica, los cuestionamientos y 
preocupaciones que la dinámica del ejercicio jurisdiccional nos va imponiendo, en el entendido 
que la praxis nos permitirá enriquecer y fructificar nuestra actividad diaria, que compagine con 
una justicia cada vez de mejor y mayor calidad.

Hay que destacar la madurez y humildad intelectual con que se ha asumido cada uno de los 
temas desarrollados, pues no ha existido temor de exponerse a las criticas que cada opinión 
pueda producir, y parte de esa madurez ha sido no sentirse jamás dueños de la verdad,  pues 
resulta muy claro que “nunca se equivoca, quien nada ha hecho”.

La confianza expresada por mis colegas, miembros de la Sala, al haberme consignado la 
responsabilidad de presidir la Sala Penal, no hacen mas que comprometerme a dar continuidad 
al notorio esfuerzo desplegado por el Dr. Jorge Blum Carcelén, de posicionar, en un lugar es-
telar del espacio académico, esta actividad intelectual, que camina a la par de nuestro quehacer 
jurisdiccional.

En esta ocasión, con la experiencia obtenida, hemos decidido optimizar nuestra actividad 
estableciendo responsabilidades mediante coordinaciones en las siguientes áreas: capacitación, 
políticas de género, pluralismo jurídico, publicaciones y eventos.

En la presente edición ponemos a vuestra consideración un conjunto de temas relacionados 
con el contenido del Código Orgánico Integral Penal, en vigencia desde el 10 de febrero de 
2014, y que, inclusive, ha servido de material bibliográfico de la Escuela de la Función Judicial, 
con quien los jueces y juezas de la Sala Penal viene desarrollando el curso de capacitación, bajo 
la responsabilidad del Consejo de la Judicatura.

Dr. Johnny Ayluardo Salcedo
Presidente

Sala Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito 
Corte Nacional de Justicia
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El Derecho de las Víctimas en la 
Constitución y en el Nuevo Sistema Penal 

Integral Vigente

Dr. Johnny Ayluardo Salcedo
Presidente de la Sala Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito

“...tres bienes eminentes de toda sociedad fundamentada sobre las bases de un orden justo y la 
pacífica convivencia son: la verdad, la justicia y la reparación. Entre estos bienes hay profundas re-
laciones de conexidad e interdependencia. No es posible lograr justicia sin la verdad. No es posible 
llegar a la reparación sin la justicia”.

Michael Frühling1

La víctima desde el Derecho Penal y 
la Victimología

Según el Derecho penal, victima es la 
persona natural o jurídica que sufre, 

como resultado del cometimiento de un 
delito, la afectación o daño, físico o moral, 
material o psicológico.

También se puede ser víctima de delitos 
que no hayan producido un daño corporal o 
físico como un robo o una estafa, siendo en 
este caso el daño únicamente patrimonial. 
Usualmente, al daño material que produce 
el delito va ligado el daño moral.

La persona condenada por un delito 

debe resarcir los daños causados a la vícti-
ma, y cuando no es posible revertir el daño, 
debe ser compensada con una indemniza-
ción de carácter pecuniario.

En la particular situación de la víctima 
femenina, se presenta, entre las distintas 
formas de victimización, el vínculo ante-
rior entre el agresor y la víctima conocida 
como fenómeno de simbiosis, el ejemplo 
más claro se evidencia en el delito de femi-
cidio. Este fenómeno ha sido abordado des-
de variadas posturas y concepciones de gé-
nero que cuestionan los comportamientos 
sociales sexistas, y la cavernaria conciencia 
de supuesta superioridad del hombre, ínti-
mamente ligada a conductas agresivas.

1 Director de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Huma-
nos, durante el seminario internacional “La Corte Penal Internacional: instrumento de paz para Colombia” 
Tomado de La Reparación Integral un Derecho de las Victimas: Voces de memoria y Dignidad.
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dia científicamente a la víctima y su papel 
en el hecho delictivo. Estudia, en forma 
inter y multidisciplinaria, las causas por las 
que determinadas personas son víctimas de 
un delito y de cómo la existencia de deter-
minados factores acrecientan o no las posi-
bilidades de serlo. Esta ciencia se respalda 
en otras ciencias o disciplinas, tales como: 
la sociología, la psicología, el derecho pe-
nal, la criminología, la estadística, etc.

El ámbito del estudio de la Victimología 
no sólo comprende a las víctimas directas 
de un delito, sino también abarca a las de-
rivadas como consecuencia de accidentes 
de tránsito, desastres naturales, crímenes 
de guerra, abuso de poder, desplazamientos 
forzados, etc.

El estudio de las víctimas puede realizár-
selo desde las distintas circunstancias his-
tóricas, psicológicas y sociológicas por las 
que determinado grupos sociales son más 
vulnerables a convertirse en víctimas y no 
únicamente desde la perspectiva de una víc-
tima en particular.

Existen varios factores o variables que cons-
tituyen objeto de estudio de la Victimología:

a) El factor del individuo, que determina 
que la Victimología objetive su estudio 
alrededor de la personalidad y caracte-
rísticas de la víctima. 

b) La variable conductual, que comprende 
como objeto de estudio la propia con-
ducta particular de la víctima en rela-
ción a la conducta criminal. 

c) El factor general, que somete como ob-
jeto de su estudio el fenómeno victimal 
como suma de víctimas y victimizaciones.

A quiénes se considera Víctimas: 

La dogmática victimológica y las legisla-
ciones modernas identifican por lo menos 
cuatro grupos de víctimas:

1. Al ofendido directamente por el hecho 
punible.

2. Al cónyuge, conviviente de hecho, hijo 
o padre biológico o adoptivo, parientes 
dentro de tercer grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad, a los herederos, en 
los hechos punibles cuyo resultado sea la 
muerte del directamente ofendido;

3. A los socios, asociados o miembros, res-
pecto de los hechos punibles que afectan a 
una persona  jurídica, cometidos por quie-
nes la dirigen, administran o controlan.

4. También puede ser víctima el Estado, en 
aquellos delitos que atentan contra un 
bien jurídico cuyo titular sea el Estado, 
por ejemplo: la salud pública; la fe pú-
blica. En estos casos puede existir con-
currencia de víctimas, entre el Estado 
y las personas naturales o jurídicas que 
también sufrieron daños derivados de la 
comisión de un acto punible.

Derechos de la víctima en la 
resolución 60/147 de la Asamblea 
General de la Organización 
Naciones Unidas

El orden jerárquico de aplicación de 
las normas, según el articulo 425 de la 
Constitución vigente, es el siguiente: la 
Constitución y los tratados y convenios 
internacionales; las leyes orgánicas; las le-
yes ordinarias; las normas regionales y las 
ordenanzas distritales; los decretos y regla-
mentos; las ordenanzas; los acuerdos y las 
resoluciones; y los demás actos y decisiones 
de los poderes públicos.
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te En caso de conflicto entre normas de 
distinta jerarquía, la Corte Constitucional, 
las juezas y jueces, autoridades administra-
tivas y servidoras y servidores públicos, lo 
resolverán mediante la aplicación de la nor-
ma jerárquica superior.

Todas las personas, autoridades e ins-
tituciones están sujetas a la Constitución, 
señala el artículo 426, de la Carta constitu-
cional de 2008. La referida norma establece 
también que las juezas y jueces, autoridades 
administrativas y servidoras y servidores 
públicos, aplicarán directamente las nor-
mas constitucionales y las previstas en los 
instrumentos internacionales de derechos 
humanos siempre que sean más favorables a 
las establecidas en la Constitución, aunque 
las partes no las invoquen expresamente.

Para poder contextualizar la aplicación 
de los Principios y directrices básicos apro-
bados por la Asamblea General de la Orga-
nización de las Naciones Unidas, hay que 
tener presente que los derechos consagra-
dos en la Constitución y los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, en el 
Ecuador, serán de inmediato cumplimien-
to y aplicación. No podrá alegarse falta de 
ley o desconocimiento de las normas para 
justificar la vulneración de los derechos y 
garantías establecidos en la Constitución, 
para desechar la acción interpuesta en su 
defensa, ni para negar el reconocimiento de 
tales derechos.

Luego de la necesaria precisión respecto 
al carácter de los instrumentos internacio-
nales dentro de nuestro ordenamiento ju-
rídico, hay que mencionar que la Resolu-
ción 60/147 fue aprobada por la Asamblea 
General el 16 de diciembre de 2005, y en 
ella se aprobó los Principios y directrices 

básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas inter-
nacionales de derechos humanos y de viola-
ciones graves del derecho internacional hu-
manitario a interponer recursos y obtener 
reparaciones, que figuran en el anexo de la 
mencionada resolución.

Esta Resolución recomienda que los Es-
tados tengan en cuenta los Principios y di-
rectrices básicos, promuevan el respeto de 
los mismos y los señalen a la atención de 
los miembros de los órganos ejecutivos de 
gobierno, en particular los funcionarios en-
cargados de hacer cumplir la ley y las fuer-
zas militares y de seguridad, los órganos 
legislativos, el poder judicial, las víctimas 
y sus representantes, los defensores y abo-
gados de derechos humanos, los medios de 
comunicación y el público en general.

En lo fundamental los Principios y di-
rectrices básicos aprobados consisten en lo 
siguiente:

I. Obligación de respetar, asegurar 
que se respeten y aplicar las normas 
internacionales de derechos 
humanos y el derecho internacional 
humanitario

1. La obligación de respetar, asegurar 
que se respeten y aplicar las normas inter-
nacionales de derechos humanos y el de-
recho internacional humanitario según lo 
previsto en los respectivos ordenamientos 
jurídicos dimana de:

a) Los tratados en los que un Estado sea parte;

b) El derecho internacional consuetudinario;

c) El derecho interno de cada Estado.
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asegurarán, según requiere el derecho in-
ternacional, de que su derecho interno sea 
compatible con sus obligaciones jurídicas 
internacionales del modo siguiente:

a) Incorporando las normas internaciona-
les de derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario a su derecho 
interno o aplicándolas de otro modo en 
su ordenamiento jurídico interno;

b) Adoptando procedimientos legislativos y 
administrativos apropiados y eficaces y 
otras medidas apropiadas que den un acce-
so equitativo, efectivo y rápido a la justicia;

c) Disponiendo para las víctimas los recur-
sos suficientes, eficaces, rápidos y apro-
piados que se definen más abajo, incluida 
la reparación;

d) Asegurando que su derecho interno pro-
porcione como mínimo el mismo grado 
de protección a las víctimas que el que 
imponen sus obligaciones internacionales.

II. Alcance de la obligación

3. La obligación de respetar, asegurar 
que se respeten y aplicar las normas interna-
cionales de derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario según lo previsto 
en los respectivos ordenamientos jurídicos 
comprende, entre otros, el deber de:

a) Adoptar disposiciones legislativas y ad-
ministrativas y otras medidas apropiadas 
para impedir las violaciones;

b) Investigar las violaciones de forma efi-
caz, rápida, completa e imparcial y, en 
su caso, adoptar medidas contra los pre-
suntos responsables de conformidad con 
el derecho interno e internacional;

c) Dar a quienes afirman ser víctimas de 
una violación de sus derechos humanos 
o del derecho humanitario un acceso 
equitativo y efectivo a la justicia, como 
se describe más adelante, con indepen-
dencia de quién resulte ser en definitiva 
el responsable de la violación; y

d) Proporcionar a las víctimas recursos efi-
caces, incluso reparación, como se des-
cribe más adelante.

III. Violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos 
humanos y violaciones graves del 
derecho internacional humanitario 
que constituyen crímenes en virtud 
del derecho internacional

4. En los casos de violaciones manifies-
tas de las normas internacionales de dere-
chos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario que 
constituyen crímenes en virtud del derecho 
internacional, los Estados tienen la obliga-
ción de investigar y, si hay pruebas suficien-
tes, enjuiciar a las personas presuntamente 
responsables de las violaciones y, si se las 
declara culpables, la obligación de casti-
garlas. Además, en estos casos los Estados 
deberán, en conformidad con el derecho 
internacional, cooperar mutuamente y ayu-
dar a los órganos judiciales internacionales 
competentes a investigar tales violaciones y 
enjuiciar a los responsables.

5. Con tal fin, cuando así lo disponga un 
tratado aplicable o lo exija otra obligación 
jurídica internacional, los Estados incorpo-
rarán o aplicarán de otro modo dentro de 
su derecho interno las disposiciones apro-
piadas relativas a la jurisdicción universal. 
Además, cuando así lo disponga un tratado 
aplicable o lo exija otra obligación jurídica 
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la extradición o entrega de los culpables 
a otros Estados y a los órganos judicia-
les internacionales competentes y prestar 
asistencia judicial y otras formas de coo-
peración para la administración de la jus-
ticia internacional, en particular asistencia 
y protección a las víctimas y a los testigos, 
conforme a las normas jurídicas internacio-
nales de derechos humanos y sin perjuicio 
de disposiciones jurídicas internacionales 
tales como las relativas a la prohibición de 
la tortura y otros tratos o penas crueles, in-
humanos o degradantes.

IV. Prescripción

6. Cuando así se disponga en un tratado 
aplicable o forme parte de otras obligacio-
nes jurídicas internacionales, no prescribi-
rán las violaciones manifiestas de las normas 
internacionales de derechos humanos ni las 
violaciones graves del derecho internacio-
nal humanitario que constituyan crímenes 
en virtud del derecho internacional.

7. Las disposiciones nacionales sobre la 
prescripción de otros tipos de violaciones 
que no constituyan crímenes en virtud del 
derecho internacional, incluida la prescrip-
ción de las acciones civiles y otros proce-
dimientos, no deberían ser excesivamente 
restrictivas.

V. Víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas 
internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves 
del derecho internacional 
humanitario

8. A los efectos del presente documen-
to, se entenderá por víctima a toda per-

sona que haya sufrido daños, individual o 
colectivamente, incluidas lesiones físicas o 
mentales, sufrimiento emocional, pérdidas 
económicas o menoscabo sustancial de sus 
derechos fundamentales, como consecuen-
cia de acciones u omisiones que constituyan 
una violación manifiesta de las normas in-
ternacionales de derechos humanos o una 
violación grave del derecho internacional 
humanitario. Cuando corresponda, y en 
conformidad con el derecho interno, el 
término “víctima” también comprenderá a 
la familia inmediata o las personas a cargo 
de la víctima directa y a las personas que 
hayan sufrido daños al intervenir para pres-
tar asistencia a víctimas en peligro o para 
impedir la victimización.

9. Una persona será considerada vícti-
ma con independencia de si el autor de la 
violación ha sido identificado, aprehendi-
do, juzgado o condenado y de la relación 
familiar que pueda existir entre el autor y 
la víctima.

VI. Tratamiento de las víctimas

10. Las víctimas deben ser tratadas con 
humanidad y respeto de su dignidad y sus 
derechos humanos, y han de adoptarse las 
medidas apropiadas para garantizar su segu-
ridad, su bienestar físico y psicológico y su 
intimidad, así como los de sus familias. El 
Estado debe velar por que, en la medida de 
lo posible, su derecho interno disponga que 
las víctimas de violencia o traumas gocen 
de una consideración y atención especiales 
para que los procedimientos jurídicos y ad-
ministrativos destinados a hacer justicia y 
conceder una reparación no den lugar a un 
nuevo trauma.
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disponer de recursos

11. Entre los recursos contra las viola-
ciones manifiestas de las normas interna-
cionales de derechos humanos y las vio-
laciones graves del derecho internacional 
humanitario figuran los siguientes derechos 
de la víctima, conforme a lo previsto en el 
derecho internacional:

a) Acceso igual y efectivo a la justicia;

b) Reparación adecuada, efectiva y rápida 
del daño sufrido;

c) Acceso a información pertinente sobre 
las violaciones y los mecanismos de re-
paración.

VIII. Acceso a la justicia

12. La víctima de una violación mani-
fiesta de las normas internacionales de de-
rechos humanos o de una violación grave 
del derecho internacional humanitario ten-
drá un acceso igual a un recurso judicial 
efectivo, conforme a lo previsto en el de-
recho internacional. Otros recursos de que 
dispone la víctima son el acceso a órganos 
administrativos y de otra índole, así como 
a mecanismos, modalidades y procedimien-
tos utilizados conforme al derecho interno. 
Las obligaciones resultantes del derecho in-
ternacional para asegurar el derecho al ac-
ceso a la justicia y a un procedimiento justo 
e imparcial deberán reflejarse en el derecho 
interno. A tal efecto, los Estados deben:

a) Dar a conocer, por conducto de meca-
nismos públicos y privados, información 
sobre todos los recursos disponibles 
contra las violaciones manifiestas de las 
normas internacionales de derechos hu-
manos y las violaciones graves del dere-
cho internacional humanitario;

b) Adoptar medidas para minimizar los in-
convenientes a las víctimas y sus repre-
sentantes, proteger su intimidad contra 
injerencias ilegítimas, según proceda, 
y protegerlas de actos de intimidación 
y represalia, así como a sus familiares 
y testigos, antes, durante y después del 
procedimiento judicial, administrativo o 
de otro tipo que afecte a los intereses de 
las víctimas;

c) Facilitar asistencia apropiada a las vícti-
mas que tratan de acceder a la justicia;

d) Utilizar todos los medios jurídicos, di-
plomáticos y consulares apropiados para 
que las víctimas puedan ejercer su de-
recho a interponer recursos por viola-
ciones manifiestas de las normas inter-
nacionales de derechos humanos o por 
violaciones graves del derecho interna-
cional humanitario.

13. Además del acceso individual a la jus-
ticia, los Estados han de procurar establecer 
procedimientos para que grupos de víctimas 
puedan presentar demandas de reparación y 
obtener reparación, según proceda.

14. Los recursos adecuados, efectivos y 
rápidos contra las violaciones manifiestas 
de las normas internacionales de derechos 
humanos o las violaciones graves del dere-
cho internacional humanitario han de com-
prender todos los procedimientos interna-
cionales disponibles y apropiados a los que 
tenga derecho una persona y no deberían 
redundar en detrimento de ningún otro re-
curso interno.

IX. Reparación de los daños sufridos

15. Una reparación adecuada, efectiva 
y rápida tiene por finalidad promover la 
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te justicia, remediando las violaciones ma-
nifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos o las violaciones graves 
del derecho internacional humanitario. La 
reparación ha de ser proporcional a la gra-
vedad de las violaciones y al daño sufrido. 
Conforme a su derecho interno y a sus obli-
gaciones jurídicas internacionales, los Esta-
dos concederán reparación a las víctimas 
por las acciones u omisiones que puedan 
atribuirse al Estado y constituyan violacio-
nes manifiestas de las normas internacio-
nales de derechos humanos o violaciones 
graves del derecho internacional humanita-
rio. Cuando se determine que una persona 
física o jurídica u otra entidad está obliga-
da a dar reparación a una víctima, la parte 
responsable deberá conceder reparación a 
la víctima o indemnizar al Estado si éste hu-
biera ya dado reparación a la víctima.

16. Los Estados han de procurar estable-
cer programas nacionales de reparación y 
otra asistencia a las víctimas cuando el res-
ponsable de los daños sufridos no pueda o 
no quiera cumplir sus obligaciones.

17. Los Estados ejecutarán, con respec-
to a las reclamaciones de las víctimas, las 
sentencias de sus tribunales que impongan 
reparaciones a las personas o entidades res-
ponsables de los daños sufridos, y procura-
rán ejecutar las sentencias extranjeras váli-
das que impongan reparaciones con arreglo 
al derecho interno y a las obligaciones jurí-
dicas internacionales. Con ese fin, los Esta-
dos deben establecer en su derecho interno 
mecanismos eficaces para la ejecución de 
las sentencias que obliguen a reparar daños. 

18. Conforme al derecho interno y al 
derecho internacional, y teniendo en cuen-
ta las circunstancias de cada caso, se debería 

dar a las víctimas de violaciones manifiestas 
de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del dere-
cho internacional humanitario, de forma 
apropiada y proporcional a la gravedad de 
la violación y a las circunstancias de cada 
caso, una reparación plena y efectiva, según 
se indica en los principios 19 a 23, en las 
formas siguientes: restitución, indemniza-
ción, rehabilitación, satisfacción y garantías 
de no repetición.

19. La restitución, siempre que sea posi-
ble, ha de devolver a la víctima a la situación 
anterior a la violación manifiesta de las nor-
mas internacionales de derechos humanos o 
la violación grave del derecho internacional 
humanitario. La restitución comprende, se-
gún corresponda, el restablecimiento de la 
libertad, el disfrute de los derechos huma-
nos, la identidad, la vida familiar y la ciuda-
danía, el regreso a su lugar de residencia, la 
reintegración en su empleo y la devolución 
de sus bienes.

20. La indemnización ha de conceder-
se, de forma apropiada y proporcional a 
la gravedad de la violación y a las circuns-
tancias de cada caso, por todos los perjui-
cios económicamente evaluables que sean 
consecuencia de violaciones manifiestas de 
las normas internacionales de derechos hu-
manos o de violaciones graves del derecho 
internacional humanitario, tales como los 
siguientes:

a) El daño físico o mental;

b) La pérdida de oportunidades, en parti-
cular las de empleo, educación y presta-
ciones sociales;

c) Los daños materiales y la pérdida de in-
gresos, incluido el lucro cesante;
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e) Los gastos de asistencia jurídica o de ex-
pertos, medicamentos y servicios médi-
cos y servicios psicológicos y sociales.

21. La rehabilitación ha de incluir la 
atención médica y psicológica, así como 
servicios jurídicos y sociales.

22. La satisfacción ha de incluir, cuando 
sea pertinente y procedente, la totalidad o 
parte de las medidas siguientes:

a) Medidas eficaces para conseguir que no 
continúen las violaciones;

b) La verificación de los hechos y la revela-
ción pública y completa de la verdad, en la 
medida en que esa revelación no provoque 
más daños o amenace la seguridad y los in-
tereses de la víctima, de sus familiares, de 
los testigos o de personas que han inter-
venido para ayudar a la víctima o impedir 
que se produzcan nuevas violaciones;

c) La búsqueda de las personas desapa-
recidas, de las identidades de los ni-
ños secuestrados y de los cadáveres de 
las personas asesinadas, y la ayuda para 
recuperarlos, identificarlos y volver a 
inhumarlos según el deseo explícito o 
presunto de la víctima o las prácticas 
culturales de su familia y comunidad;

d) Una declaración oficial o decisión judicial 
que restablezca la dignidad, la reputación 
y los derechos de la víctima y de las per-
sonas estrechamente vinculadas a ella;

e) Una disculpa pública que incluya el re-
conocimiento de los hechos y la acepta-
ción de responsabilidades;

f) La aplicación de sanciones judiciales o 
administrativas a los responsables de las 
violaciones;

g) Conmemoraciones y homenajes a las 
víctimas;

h) La inclusión de una exposición precisa 
de las violaciones ocurridas en la ense-
ñanza de las normas internacionales de 
derechos humanos y del derecho inter-
nacional humanitario, así como en el 
material didáctico a todos los niveles.

23. Las garantías de no repetición han de 
incluir, según proceda, la totalidad o parte 
de las medidas siguientes, que también con-
tribuirán a la prevención:

a) El ejercicio de un control efectivo por 
las autoridades civiles sobre las fuerzas 
armadas y de seguridad;

b) La garantía de que todos los procedi-
mientos civiles y militares se ajustan a 
las normas internacionales relativas a las 
garantías procesales, la equidad y la im-
parcialidad;

c) El fortalecimiento de la independencia 
del poder judicial;

d) La protección de los profesionales del 
derecho, la salud y la asistencia sanitaria, 
la información y otros sectores conexos, 
así como de los defensores de los dere-
chos humanos;

e) La educación, de modo prioritario y 
permanente, de todos los sectores de 
la sociedad respecto de los derechos 
humanos y del derecho internacional 
humanitario y la capacitación en esta 
materia de los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley, así como de las 
fuerzas armadas y de seguridad;

f) La promoción de la observancia de los có-
digos de conducta y de las normas éticas, 
en particular las normas internacionales, 
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el personal de las fuerzas de seguridad, 
los establecimientos penitenciarios, los 
medios de información, el personal de 
servicios médicos, psicológicos, sociales 
y de las fuerzas armadas, además del per-
sonal de empresas comerciales;

g) La promoción de mecanismos destina-
dos a prevenir, vigilar y resolver los con-
flictos sociales;

h) La revisión y reforma de las leyes que 
contribuyan a las violaciones manifiestas 
de las normas internacionales de dere-
chos humanos y a las violaciones graves 
del derecho humanitario o las permitan.

X. Acceso a información pertinente 
sobre violaciones y mecanismos 
de reparación

24. Los Estados han de arbitrar medios 
de informar al público en general, y en par-
ticular a las víctimas de violaciones mani-
fiestas de las normas internacionales de de-
rechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario, de los 
derechos y recursos que se tratan en los pre-
sentes Principios y directrices básicos y de 
todos los servicios jurídicos, médicos, psi-
cológicos, sociales, administrativos y de otra 
índole a los que pueden tener derecho las 
víctimas. Además, las víctimas y sus repre-
sentantes han de tener derecho a solicitar y 
obtener información sobre las causas de su 
victimización y sobre las causas y condicio-
nes de las violaciones manifiestas de las nor-
mas internacionales de derechos humanos y 
de las violaciones graves del derecho inter-
nacional humanitario, así como a conocer la 
verdad acerca de esas violaciones.

XI. No discriminación

25. La aplicación e interpretación de los 
presentes Principios y directrices básicos se 
ajustará sin excepción a las normas interna-
cionales de derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario, sin discrimina-
ción de ninguna clase ni por ningún motivo.

XII. Efecto no derogatorio

26. Nada de lo dispuesto en los presen-
tes Principios y directrices básicos se in-
terpretará en el sentido de que restringe o 
deroga cualquiera de los derechos u obli-
gaciones dimanantes del derecho interno y 
del derecho internacional. En particular, se 
entiende que los presentes Principios y di-
rectrices básicos se aplicarán sin perjuicio 
del derecho de las víctimas de violaciones 
manifiestas de las normas internacionales 
de derechos humanos y de violaciones gra-
ves del derecho internacional humanitario 
a interponer recursos y obtener reparacio-
nes. Se entiende además que los presentes 
Principios y directrices básicos se aplicarán 
sin perjuicio de las normas especiales del 
derecho internacional.

Este es el marco del derecho internacio-
nal que impacta y genera efectos en las ga-
rantías básicas contenidas en Constitución 
de 2008 y que, finalmente, influye en la 
creación de las normas infra constituciona-
les. Hay que tener en cuenta, también, el 
carácter que posee el derecho internacio-
nal, según la Convención de Viena sobre 
el Derecho de los Tratados, uno de cuyos 
principios  establece que “el derecho inter-
nacional tiene supremacía sobre el derecho 
interno”; razón por la que ningún Estado 
Parte puede utilizar como excusa el ar-
gumento de que determinadas normas al 
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tas a la norma internacional.

Dimensión del  derecho de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la 
reparación integral

Constituye derecho de las victimasen el 
caso de haber sufrido un daño injusto, des-
agravio, resarcimiento y satisfacción que 
compensen de alguna manera la afectación, 
mediante adecuadas  medidas que tiendan 
a restablecer la situación anterior a los he-
chos dañosos.

Los principios emanados de los conve-
nios internacionales y la jurisprudencia 
de los organismos de protección de los 
derechos humanos establece el derecho a la 
reparación integral a toda persona que haya 
sido afectado por un daño, de manera pro-
porcional a la gravedad de las violaciones y 
del perjuicio sufrido, y comprenderá:

➢ La restitución: la restitutio in integrum: 
consiste en el restablecimiento de la si-
tuación anterior a la violación.

➢ La compensación: La indemnización 
por el daño en el patrimonio de las vícti-
mas, que implica la reparación en dinero 
equivalente al daño. La indemnización 
por daño material, comprende el lucro 
cesante (pérdida de ingresos), el daño 
emergente (gastos), y todos aquellos 
desembolsos presentes o futuros que 

tengan una relación de causalidad con la 
violación a los derechos humanos.).

➢ La rehabilitación: recuperación de la 
memoria de las víctimas, el restableci-
miento de su dignidad, la publicación de 
la sentencia de fondo, hasta la sanción de 
los responsables.

➢	La satisfacción: medidas de carácter 
no pecuniario que está obligado a to-
mar el Estado infractor, encaminadas a 
reparar el daño inmaterial causado a las 
víctimas. Estas medidas van, desde las 
disculpas del Estado infractor, actos u 
obras de alcance o incidencia pública de 
recuperación de la memoria de las vícti-
mas, el restablecimiento de su dignidad, 
la publicación de la sentencia de fondo, 
hasta la sanción de los responsables.).

➢	Las garantías de no repetición: to-
das aquellas medidas de índole política, 
legislativa, administrativa, encaminadas 
a establecer condiciones para que viola-
ciones como las que se presentaron no 
se repetirán.2

Por otro lado la Corte IDH, en su ju-
risprudencia constante, ha señalado que: 
“Las reparaciones, como el término lo in-
dica, consisten en las medidas que tienden 
a hacer desaparecer los efectos de las viola-
ciones cometidas. Su naturaleza y su monto 
dependen del daño ocasionado en los pla-
nos tanto material como inmaterial”.

2 Véase La Reparación Integral un Derecho de las Víctimas: Voces de memoria y Dignidad Primera edi-
ción, Abril 2006, Grupo de Trabajo pro Reparación integral, Con el apoyo de la Agencia Diakonia Acción 
Ecuménica Sueca. Autoras: Soraya Gutiérrez Agüello, Lucía Pacheco García. Corporación Colectivo de 
Abogados José Alvear Restrepo. Instituto Latinoamericanos de Servicios Legales Alternativos (ILSA). Elena 
Rey Maquieira Palmer. Apoyos Temáticos Corporación Regional para la Defensa de los Derechos Humanos 
(CREDHOS).
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Constitución actual

La Victimología en estos últimos tiem-
pos ha comenzado a tener un desarrollo 
particular e independiente del Derecho 
Penal y la Criminología, y ha desarrollado 
su propia dogmática, sin que aquello signi-
fique su completo distanciamiento, pero su 
importancia y trascendencia es considera-
da, incorporada y desarrollada dentro del 
estudio del Derecho Constitucional.

El Ecuador se adscribe abiertamente a 
esta corriente internacional de protección 
y tutelaje constitucional de los derechos de 
las víctimas, no sólo desde una perspectiva 
individual, sino que se preocupa también de 
las causas y consecuencias de victimización 
de grupos, comunidades y colectivos, en un 
afán estatal de protección.

La Constitución de Montecristi incorpo-
ra, en el capítulo referente a los “Derechos 
de Protección”, como derecho de toda per-
sona el acceso gratuito a la justicia y a la 
tutela efectiva, imparcial y expedita de sus 
derechos e intereses. 

En este mismo capítulo, en su artículo 
78, extiende su protección a las víctimas 
de infracciones penales, -hace énfasis en 
que no es cualquier protección, sino que las 
víctimas gozarán de “protección especial”, 
seguramente desarrollada esta protección 
especial en el novísimo Código Orgánico 
Integral Penal (COIP). 

La Constitución vigente garantiza tam-
bién la no re victimización, particularmen-
te en la obtención y valoración de las prue-
bas, y se las protegerá de cualquier amenaza 
u otras formas de intimidación.  

Se señala, igualmente, en la Constitu-
ción que se adoptarán mecanismos para 
una reparación integral que incluirá, sin di-
laciones, el conocimiento de la verdad de 
los hechos y la restitución, indemnización, 
rehabilitación, garantía de no repetición y 
satisfacción del derecho violado. 

Por último, plantea que se establecerá 
un sistema de protección y asistencia a víc-
timas, testigos y participantes procesales. 

El derecho de la víctima en el 
Código Orgánico Integral Penal

El Código Orgánico Integral Penal, en 
su artículo 11 reconoce a las víctimas de las 
infracciones, en todo proceso penal, el goce 
de los siguientes derechos: 

i) A decidir a participar en el 
proceso:

A proponer acusación particular, a no 
participar en el proceso o a dejar de hacer-
lo en cualquier momento de conformidad 
con las normas del COIP. En ningún caso se 
obliga a la víctima a comparecer. 

A no ser revictimizada, particularmente 
en la obtención y valoración de las pruebas, 
incluida su versión. Se la protege de cual-
quier amenaza u otras formas de intimi-
dación y, para el efecto, se pueden utilizar 
medios tecnológicos. 

En el caso de necesidad de Intercepta-
ción de las comunicaciones o datos informá-
ticos, el artículo 476.9 del COIP establece 
que: “Quedan prohibidas la interceptación, 
grabación y transcripción de comunica-
ciones que vulneren los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes, especialmente 
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zación en infracciones de violencia contra 
la mujer o miembros del núcleo familiar, 
sexual, física, psicológica y otros.”

ii) Como titular de derechos 
materiales e inmateriales: 

A la adopción de mecanismos para la re-
paración integral de los daños sufridos que 
incluye, sin dilaciones, el conocimiento de 
la verdad de los hechos, el restablecimiento 
del derecho lesionado, la indemnización, la 
garantía de no repetición de la infracción, la 
satisfacción del derecho violado y cualquier 
otra forma de reparación adicional que se 
justifique en cada caso. 

iii) Como víctima del Estado: 

A la reparación por las infracciones que se 
cometan por agentes del Estado o por quie-
nes, sin serlo, cuenten con su autorización.

iv) Como sujeto de derechos 
fundamentales:

iv.a) A la dignidad, honor e intimi-
dad: A la protección especial, resguardando 
su intimidad y seguridad, así como la de sus 
familiares y sus testigos.

Respecto a los exámenes médicos o cor-
porales de la víctima en caso de necesidad 
para constatar circunstancias relevantes 
para la investigación, el artículo 465.4.2 
del COIP que  si se trata de exámenes cor-
porales, la mujer a quien deba practicárse-
los podrá exigir la atención de personal de 
su mismo sexo. Y,  cuando el examen deba 
realizarse en víctimas de infracción contra 
la integridad sexual o en una niña, niño o 
adolescente, se tomarán las medidas nece-

sarias en función de su edad y género para 
precautelar su dignidad e integridad física y 
psicológica.

Los exámenes se practicarán con estric-
tas condiciones de confidencialidad y respe-
to a la intimidad. Salvo que sea imprescin-
dible, se prohibirá someterle a la persona 
nuevamente a un mismo examen o recono-
cimiento médico legal.

iv.b) Al principio de igualdad y 
discriminación positiva: A ser tratada 
en condiciones de igualdad y cuando ameri-
te, aplicar medidas de acción afirmativa que 
garanticen una investigación, proceso y re-
paración, en relación a su dignidad humana.

iv.c) A las garantías del debido 
proceso: A ser asistida antes y durante la 
investigación, las etapas del proceso y la 
reparación integral por una o un defensor 
público o privado.

Ser asistida gratuitamente por una o un 
traductor o intérprete, si no comprende o 
no habla el idioma en el que se sustancia el 
procedimiento, así como recibir asistencia 
especializada.

A ingresar al Sistema nacional de pro-
tección y asistencia de víctimas, testigos y 
otros participantes del proceso penal, de 
acuerdo con las disposiciones del COIP y 
leyes especiales.

A recibir asistencia integral de profesio-
nales adecuados a sus necesidades durante 
el proceso penal.

A ser informada por la Fiscalía del esta-
do de la investigación preprocesal y de la 
instrucción.
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proceso, en su domicilio, si se conoce, aun 
cuando no haya intervenido en él.

Si la víctima es de nacionalidad distinta 
a la ecuatoriana, se permite su estadía tem-
poral o permanente dentro del territorio 
nacional, por razones humanitarias y per-
sonales, de acuerdo con las condiciones del 
Sistema nacional de protección y asistencia 
de víctimas, testigos y otros participantes 
del proceso penal.

En cuanto a la inviolabilidad del domici-
lio, articulo 480.4, del COIP, establece una 
excepción cuando se trate de socorrer a las 
víctimas de un accidente del que pueda co-
rrer peligro la vida de las personas.

La víctima como sujeto procesal en 
el COIP

El artículo 439 del COIP al señalar quie-
nes son los sujetos procesales, reconoce a: 

1. La persona procesada 
2. La víctima 
3. La Fiscalía 
4. La Defensa 

En el caso de la víctima, el asambleísta le 
ha conferido un capitulo dentro del COIP, 
y en su artículo 441, para los efectos del 
proceso penal considera víctimas, a las si-
guientes personas: 

1. Las personas naturales o jurídicas y demás 
sujetos de derechos que individual o co-
lectivamente han sufrido algún daño a un 
bien jurídico de manera directa o indirec-
ta como consecuencia de la infracción.

2. Quien ha sufrido agresión física, psicoló-
gica, sexual o cualquier tipo de daño o 
perjuicio de sus derechos por el cometi-
miento de una infracción penal. 

3. La o el cónyuge o pareja en unión libre, 
incluso en parejas del mismo sexo; as-
cendientes o descendientes dentro del 
segundo grado de consanguinidad o pri-
mero de afinidad de las personas señala-
das en el numeral anterior.  

4. Quienes compartan el hogar de la per-
sona agresora o agredida, en casos de 
delitos contra la integridad sexual y 
reproductiva, integridad personal o de 
violencia contra la mujer o miembros 
del núcleo familiar. 

5. La o el socio o accionista de una compa-
ñía legalmente constituida que haya sido 
afectada por infracciones cometidas por 
sus administradoras o administradores. 

6. El Estado y las personas jurídicas del 
sector público o privado que resulten 
afectadas por una infracción. 

7. Cualquier persona que tenga interés di-
recto en caso de aquellas infracciones que 
afecten intereses colectivos o difusos.

8. Las comunidades, pueblos, nacionalida-
des y comunas indígenas en aquellas in-
fracciones que afecten colectivamente a 
los miembros del grupo. 

La condición de víctima es independien-
te a que se identifique, aprehenda, enjuicie, 
sancione o condone al responsable de la in-
fracción o a que exista un vínculo familiar 
con este.
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Atribuciones de Fiscalía como Sujeto 
Procesal en el Código Orgánico Integral 

Penal COIP

Dra. Lucy Elena Blacio Pereira
Jueza de la Corte Nacional de Justicia

Código Orgánico Integral Penal

Titulo III: Sujetos Procesales

Escribir sobre los sujetos procesales, a 
la luz del Código Orgánico Integral 

Penal COIP, es referirnos a una temática 
trascendental del proceso penal y la cual 
define al sistema procesal penal en el Ecua-
dor. La razón es simple, son ellos la esencia 
misma del sistema procesal penal, pues sin 
sujetos procesales no hay proceso. Ahí radi-
ca precisamente la importancia que tiene el 
tratamiento de este tema.

En el Ecuador contamos con el sistema 
acusatorio oral, considerándose a este como 
la base de nuestro procedimiento penal 
que permite que los sujetos procesales ac-
túen conforme a lo que determine la ley en 
cuanto a sus funciones correspondientes y 
garantizando el principio de igualdad duran-
te el proceso para todos. Pues, se habla de 
“el desdoblamiento, de las funciones de per-
seguir y de juzgar en dos órganos estatales 
diferentes. El principio acusatorio no sería 
suficiente para separar los roles persecuto-

rios y decisorios, sino se asegura una efecti-
va separación entre el Ministerio Público y 
Poder Judicial, así se mantiene el principio 
de oficialidad, pero juez y acusador no son 
la misma persona.” 1 Esto asegura una dis-
tinción y división absoluta de roles de los 
sujetos procesales, pues ya no pasa como en 
el sistema inquisitivo por ejemplo, que la 
misma persona es quien investiga, persigue 
el delito y además decide sobre los hechos, 
pues, conforme a las reglas del sistema acu-
satorio se garantiza los derechos de todos 
los sujetos procesales.

En base a lo señalado, es preciso indicar 
que el artículo 169 de la Constitución de la 
República del Ecuador dice: “El sistema pro-
cesal es un medio para la realización de la jus-
ticia. Las normas procesales consagrarán los 
principios de simplificación, uniformidad, 
eficacia, inmediación, celeridad y economía 
procesal, y harán efectivas las garantías del de-
bido proceso. No se sacrificará la justicia por 
la sola omisión de formalidades.”  Por tanto, 
la práctica de los preceptos constitucionales 
y legales en torno al sistema penal permite 
el reconocimiento de las pretensiones más 

1 Bovino Alberto, Principios Políticos del Procedimiento Penal, editorial Del Puerto, Buenos Aires 2005, p. 37
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sales. Sobre esto, la exposición de motivos 
para la promulgación del Código Orgánico 
Integral Penal COIP indica: “El sistema penal 
tiene que llegar al término medio para evi-
tar que en la sociedad se toleren injusticias y 
procurar que exista algo parecido a la paz so-
cial en el combate a la delincuencia.” 2 Es de-
cir, que se cumpla con el deber de perseguir 
el delito y combatir la impunidad de diversos 
actos ilícitos pero contemplando siempre las 
garantías constitucionales del debido proce-
so y los derechos humanos reconocidos en 
los Tratados Internacionales.

Binder indica que “dotar de coherencia 
a este sistema podrá ser útil y hasta loable, 
pero no tiene el mismo valor frente a la 
exclusiva tarea limitadora”.3 En el mismo 
sentido, para Rusconi “No es posible pensar 
en un dimensionamiento del derecho penal 
que, justamente dañe las relaciones sociales 
y, lejos de pacificar, aumente los niveles de 
violencia comunitaria. Es por ello, adicio-
nalmente, que el sistema de reglas del dere-
cho penal también debe ser entendido como 
una limitación del ejercicio del poder estatal 
al servicio del individuo infractor o imputa-
do de haber cometido la lesión de la norma. 
El objetivo limitador del poder está, y debe 
estar presente en la totalidad del sistema”.4

Para esto y conforme se ha analizado en 
párrafos anteriores, la Asamblea Nacional 
considera: “Que el derecho penal adjetivo 
debe garantizar la existencia de un siste-
ma adversarial, que cuente con fiscales que 
promuevan el ejercicio de la acción penal 
dentro de los principios y fundamentos del 
sistema acusatorio, con defensoras y defen-

sores públicos que patrocinen técnicamente 
a las personas acusadas de cometer una in-
fracción y a las personas que, por su esta-
do de indefensión o condición económica, 
social o cultural, no puedan contratar los 
servicios de defensa legal para la protección 
de sus derechos, y con juezas y jueces que 
dirijan el proceso y sean garantes de los de-
rechos de los participantes procesales...” 5 
Por tanto, con la formulación de reglas y 
delimitación de las funciones de cada sujeto 
procesal se propende a la eficacia del siste-
ma penal. En forma concordante el artículo 
439 del Código Orgánico Integral Penal es-
tablece: “Son sujetos del proceso penal: 1. 
La persona procesada. 2. La víctima. 3. La 
Fiscalía. 4. La Defensa”

La Fiscalía como Sujeto Procesal

En virtud de éste último artículo citado, 
me enfocaré al sujeto procesal de la Fisca-
lía, entendiendo que de acuerdo al artículo 
194 de la Constitución de la República “La 
Fiscalía General del Estado es un órgano 
autónomo de la Función Judicial, único e 
indivisible, funcionará de forma desconcen-
trada y tendrá autonomía administrativa, 
económica y financiera. La Fiscal o el Fiscal 
General es su máxima autoridad y repre-
sentante legal y actuará con sujeción a los 
principios constitucionales, derecho y ga-
rantías del debido proceso.” En concordan-
cia con el Código Orgánico de la Función 
Judicial, que indica en el artículo 281: “La 
Fiscalía General del Estado es un organis-
mo autónomo de la Función Judicial, con 
autonomía económica, financiera y admi-
nistrativa. Tiene su sede en la capital de la 
República.”

2 Exposición de motivos, p. 4
3 Binder Alberto, Introducción al derecho penal, Editorial Ad. Hoc, Buenos Aires 2005, p.71.
4 Rusconi Maximiliano, Derecho Penal. Parte General, Editorial Ad Hoc, 2da Edición, Buenos Aires, 2009, p. 47.
5 Considerandos. p.5
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Fiscalía General del Estado mantiene su 
estructura orgánica y jerarquía de fiscales 
que ha seguido en la práctica a las reglas 
de competencia de los juzgadores, pues al 
Fiscal o a la Fiscal General del Estado, le 
compete conocer los delitos de acción pú-
blica en los que pudieren estar involucrados 
funcionarios que gozan de fuero de Corte 
Nacional de Justicia, a los o a las Fiscales 
Provinciales les compete conocer los deli-
tos de acción pública en los que pudieren 
estar involucrados funcionarios con fuero 
de Corte Provincial de Justicia, y a las y a 
los Fiscales les compete conocer los casos 
de delitos de acción pública que tienen fue-
ro común y que el Código Orgánico de la 
Función Judicial establece en concordancia 
con los artículos 402, 403 y 404 del Código 
Orgánico Integral Penal.

La Constitución de la República del 
Ecuador en el artículo 195 refiere que:

“La Fiscalía dirigirá, de oficio o a peti-
ción de parte, la investigación preprocesal y 
procesal penal; durante el proceso ejercerá 
la acción pública con sujeción a los princi-
pios de oportunidad y mínima intervención 
penal, con especial atención al interés públi-
co y a los derechos de las víctimas. De hallar 
mérito acusará a los presuntos infractores 
ante el juez competente, e impulsará la acu-
sación en la sustanciación del juicio penal. 
Para cumplir sus funciones, la Fiscalía or-
ganizará y dirigirá un sistema especializado 
integral de investigación, de medicina legal 
y ciencias forenses, que incluirá un personal 
de investigación civil y policial; dirigirá el 
sistema de protección y asistencia a vícti-
mas, testigos y participantes en el proceso 
penal; y cumplirá con las demás atribucio-
nes establecidas en la ley.”

En países como el nuestro, en el que la 
misma Constitución de la República indi-

ca que somos un Estado Constitucional de 
derechos y de justicia, el carácter imperio-
so para aplicar el principio acusatorio con 
el objeto de garantizar la plena vigencia 
del debido proceso persiste. La mayoría 
de analistas del derecho procesal penal y 
actores involucrados en el sistema judicial 
penal coinciden en indicar que la modifica-
ción más importante introducida en nues-
tro ordenamiento procesal penal desde el 
año 2000 es la de haber puesto en manos 
de la Fiscalía General del Estado la etapa de 
instrucción del proceso penal, ya que exis-
te la necesidad de separar las funciones de 
investigación y las de juzgamiento, pues de 
lo contrario es incompatible con el sistema 
acusatorio garantista por el cual ha optado 
nuestro ordenamiento jurídico.

El Sistema Penal Acusatorio, en la fase 
pre procesal, busca obtener elementos de 
convicción suficientes, obtenidos científica-
mente, para llevar a cabo la acusación y fa-
ciliten en la etapa de juicio, sancionar y re-
primir debido a la afectación de los bienes 
jurídicos. Durante todas las fases investiga-
tivas se requiere de procesos coordinados 
entre quienes dirigen y quienes ejecutan los 
mismos. Las y los investigadores de campo 
y laboratorio, deben tener conocimientos 
amplios sobre el desarrollo de una investi-
gación, conocer la aplicación según el tipo 
de conducta punible que se investiga, sien-
do importante también la coordinación con 
la o el fiscal a cargo del caso en procura de 
obtener resultados que aporten a la resolu-
ción de lo investigado.

El Código Orgánico Integral Penal 
COIP establece dentro del Título IV de la 
prueba la finalidad, los principios y las dife-
rentes actuaciones y técnicas especiales de 
investigación, para las cuales es necesario 
cumplirlas con absoluta diligencia.
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vestigación criminal también va de acuerdo 
al grado de colaboración que las y los ciuda-
danos presten a las instituciones responsa-
bles de conducirlas, este aporte surge en un 
primer caso de la víctima cuando acude a la 
Fiscalía a denunciar el hecho criminal, o de 
las y los testigos quienes presentan su testi-
monio para probar la responsabilidad penal 
de las y los procesados. El grado de cola-
boración que las y los ciudadanos presten a 
las y los policías, fiscales, y juezas  y jueces, 
está asociado al nivel de legitimidad y credi-
bilidad del proceso penal en concreto.

Atribuciones de la Fiscalia:

Para indicar las atribuciones de la Fis-
calía, y una vez que se ha mencionado los 
preceptos constitucionales, me remitiré a 
los artículos del Código Orgánico Integral 
Penal COIP, pues así el artículo 442 men-
ciona: “La Fiscalía dirige la investigación 
preprocesal y procesal penal e interviene 
hasta la finalización del proceso. La víctima 
deberá ser instruida por parte de la o el fis-
cal sobre sus derechos y en especial, sobre 
su intervención en la causa”.

Para esto hay que tomar en cuenta el 
artículo 410 que menciona: “El ejercicio 
de la acción penal es público y privado. El 
ejercicio público de la acción corresponde 
a la Fiscalía, sin necesidad de denuncia pre-
via. El ejercicio privado de la acción penal 
corresponde únicamente a la víctima, me-
diante querella” y el artículo 411 que men-
ciona sobre la titularidad de la acción pe-
nal pública: “La Fiscalía, ejercerá la acción 
penal pública cuando tenga los elementos 
de convicción suficientes sobre la existen-
cia de la infracción y de la responsabilidad 
de la persona procesada. La o el fiscal po-
drá abstenerse de ejercer la acción penal, 
cuando: 1. Se pueda aplicar el principio de 

oportunidad. 2. Se presente una causal de 
prejudicialidad, procedibilidad o cuestiones 
previas”.

En cuanto a la denuncia, el artículo 421 
indica: “La persona que llegue a conocer 
que se ha cometido un delito de ejercicio 
público de la acción, podrá presentar su  de-
nuncia ante la Fiscalía, al personal del Siste-
ma especializado integral de investigación, 
medicina legal o ciencias forenses o ante el 
organismo competente en materia de trán-
sito. La denuncia será pública, sin perjuicio 
de que los datos de identificación personal 
del denunciante, procesado o de la víctima, 
se guarden en reserva para su protección”.

Con estos antecedentes y en virtud de 
estas disposiciones legales, también el artí-
culo 443 del mismo cuerpo legal señala las 
atribuciones de la Fiscalía:

“La Fiscalía ejerce las siguientes atribu-
ciones: 1. Organizar y dirigir el Sistema 
especializado integral de investigación, de 
medicina legal y ciencias forenses. 2. Diri-
gir el sistema de protección y asistencia de 
víctimas, testigos y otros participantes en el 
proceso. 3. Expedir en coordinación con las 
entidades que apoyan al Sistema especializa-
do integral de investigación, medicina legal 
y ciencias forenses o con el organismo com-
petente en materia de tránsito, los manuales 
de procedimiento y normas técnicas para el 
desempeño de las funciones investigativas. 
4. Garantizar la intervención de fiscales es-
pecializados en delitos contra la integridad 
sexual y reproductiva, violencia contra la 
mujer o miembros del núcleo familiar, crí-
menes de odio y los que se cometan contra 
niñas, niños, adolescentes, jóvenes, perso-
nas con discapacidad, adultas y adultos ma-
yores y, en las materias pertinentes que, por 
sus particularidades, requieren una mayor 
protección”.
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marcan en el nuevo rol de la Fiscalía como 
sujeto procesal responsable de la investiga-
ción judicial sustentada en la prueba técnico 
científica. La investigación de cualquier he-
cho criminal amerita que la metodología a 
emplear se ajuste a unas determinadas pau-
tas de actuación que facilitarán, en un es-
cenario de coordinación interinstitucional, 
la obtención de resultados científicamente 
irrefutables, que permitan la demostración 
del delito y a sus responsables.

La investigación criminal implica la in-
tervención de diferentes profesionales que 
actúan desde los momentos iniciales del he-
cho y en el transcurso de la investigación. 
Quien tiene la dirección de la investigación 
es el o la Fiscal, sus actuaciones se rigen 
dentro del marco constitucional y legal. Así, 
como ejemplo: el médico forense, que tiene 
como función específica el estudio del ca-
dáver in situ y en la recuperación de los in-
dicios en el lugar de los hechos. A la policía 
técnica judicial le corresponde la tarea del 
procesamiento de la escena, en ocasiones de 
manera conjunta con el médico forense.

Así, también es importante señalar el 
artículo 78 de la Constitución de la Repú-
blica que establece que: “Las víctimas de 
infracciones penales gozarán de protección 
especial, se les garantizará su no revictimi-
zación, particularmente en la obtención y 
valoración de las pruebas, y se las protegerá 
de cualquier amenaza u otras formas de in-
timidación. Se adoptarán mecanismos para 
una reparación integral que incluirá, sin di-
laciones, el conocimiento de la verdad de 
los hechos y la restitución, indemnización, 
rehabilitación, garantía de no repetición y 
satisfacción del derecho violado. Se estable-
cerá un sistema de protección y asistencia 
a víctimas, testigos y participantes proce-
sales.” En éste sentido, la Fiscalía en aten-

ción a lo que prescribe la carta magna debe 
cumplir con la protección de las víctimas 
en atención a sus derechos, es decir con-
cretar líneas de acción que estén dirigidas 
a procurar evitar, o en su caso morigerar, 
esa victimización secundaria. Junto a ellas 
también la protección de las y los testigos 
en lo que respecta a la investigación del he-
cho delictual, en su rol muchas veces como 
principal testigo, siendo obligación de la 
Fiscalía  precautelar su seguridad e integri-
dad personales.

Para su cumplimiento, la Disposición 
Transitoria Octava del Código Orgánico 
Integral Penal COIP establece: “La Fiscalía 
General del Estado, en coordinación con 
las instituciones involucradas en el sistema, 
dictará y aprobará los reglamentos para la 
regulación, implementación y dirección del 
sistema nacional de protección y asistencia 
de víctimas, testigos y otros participantes en 
el proceso penal y del Sistema especializado 
integral de investigación de medicina legal 
y ciencias forenses, en el plazo máximo de 
sesenta días, contados desde la publicación 
de este Código en el Registro Oficial.”

La gestión de la Fiscalía General del 
Estado ha permitido crear Fiscalías o Uni-
dades Especializadas en la persecución de 
determinados delitos que pueden tener una 
relevancia mayor en la defensa de los inte-
reses generales de la sociedad. Por ejemplo, 
aquellos que atentan al patrimonio ciuda-
dano, la administración pública, contra la 
humanidad, los vinculados a la delincuen-
cia organizada, adolescentes infractores; 
por mencionar algunos. Ello requiere que 
se mantenga la especialidad en las fiscalías 
para la persecución de los delitos incluyen-
do ahora también a los grupos de personas 
en situación de vulnerabilidad por cuanto 
requieren mayor protección, así como tam-
bién para que el accionar de la Fiscalía sea 
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va demandando de modo constante y so-
bretodo con el fin de garantizar, en condi-
ciones de igualdad material, el goce efecti-
vo del derecho fundamental de acceso a la 
justicia.

El Código Orgánico de la Función Judi-
cial en el artículo 282 guarda concordancia 
con lo referido ya que indica las funciones 
de la Fiscalía General del Estado:

“A la Fiscalía General del Estado le co-
rresponde: 1. Dirigir y promover, de oficio 
o a petición de parte, la investigación pre 
procesal y procesal penal, de acuerdo con 
el Código de Procedimiento Penal y demás 
leyes, en casos de acción penal pública; de 
hallar mérito acusar a los presuntos infrac-
tores ante el Juez competente e impulsar la 
acusación en la sustanciación del juicio pe-
nal; 2. Dirigir y coordinar las actuaciones de 
la Policía Judicial en las indagaciones previas 
en las etapas del proceso penal; 3. Garanti-
zar la intervención de la defensa de los im-
putados o procesados, en las indagaciones 
previas y las investigaciones procesales por 
delitos de acción pública, quienes deberán 
ser citados y notificados para los efectos de 
intervenir en las diligencias probatorias y 
aportar pruebas de descargo, cualquier ac-
tuación que viole esta disposición carecerá 
de eficacia probatoria; 4. Dirigir, coordinar 
y supervisar las funciones de intercambio de 
la información y pruebas sobre nacionales 
o extranjeros implicados en delitos come-
tidos en el exterior, cuando así lo prevean 
los acuerdos y tratados internacionales; 5. 
Dirigir y coordinar el Sistema Nacional de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses que 
contará con la ayuda de organismos guber-
namentales y no gubernamentales con el fin 
de establecer, de manera técnica y científi-
ca, procedimientos estandarizados para la 
práctica de la pericia médico legal; 6. Con-
ceder y revocar las correspondientes habili-
taciones o acreditaciones, al personal de la 

Policía Judicial; 7. Expedir en coordinación 
con la Policía Nacional los manuales de pro-
cedimiento y normas técnicas para el des-
empeño de las funciones de la Policía Judi-
cial; 8. Apoyar técnicamente a las personas 
que hacen sus prácticas pre profesionales en 
la Fiscalía General del Estado; 9. Organizar 
y dirigir el sistema de protección de vícti-
mas, testigos y otros participantes del pro-
ceso penal; y, 10. Las demás determinadas 
en la Constitución y la ley”.

Facultades de la o el Fiscal

Las facultades de la o el fiscal se en-
cuentran establecidas en el artículo 444 del 
Código Orgánico Integral Penal que inde-
pendientemente de la estructura orgánica o 
jerarquía de fiscales, menciona:

“Son atribuciones de la o el fiscal, las 
siguientes: 1. Recibir denuncias escritas o 
verbales en los delitos en los que procede 
el ejercicio público de la acción. 2. Reco-
nocer los lugares, huellas, señales, armas, 
objetos e instrumentos con la intervención 
del personal del Sistema especializado in-
tegral de investigación, medicina legal y 
ciencias forenses o personal competente en 
materia de tránsito, conforme con lo dis-
puesto en este Código. 3. Formular cargos, 
impulsar y sustentar la acusación de haber 
mérito o abstenerse del ejercicio público de 
la acción. 4. Disponer al personal del Siste-
ma especializado integral de investigación, 
medicina legal y ciencias forenses o al per-
sonal competente en materia de tránsito, 
la práctica de diligencias tendientes al es-
clarecimiento del hecho, salvo la recepción 
de la versión del sospechoso. 5. Supervisar 
las disposiciones impartidas al personal del 
Sistema especializado integral de investi-
gación, medicina legal y ciencias forenses 
o a la autoridad competente en materia 
de tránsito. 6. Recibir las versiones de la 
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los hechos o de aquellas a quienes les conste 
algún dato sobre el hecho o sus autores. 7. 
Solicitar a la o al juzgador, en los casos y con 
las solemnidades y formalidades previstas 
en este Código, la recepción de los testimo-
nios anticipados aplicando los principios de 
inmediación y contradicción, así como de 
las víctimas de delitos contra la integridad 
sexual y reproductiva, trata de personas y 
violencia contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar. 8. Impedir, por un tiempo 
no mayor de ocho horas, que las personas 
cuya información sea necesaria, se ausenten 
del lugar, en la forma establecida en este 
Código. 9. Disponer que la persona apre-
hendida en delito flagrante sea puesta a ór-
denes del órgano judicial correspondiente, 
a fin de que resuelva su situación jurídica 
dentro de las veinticuatro horas desde que 
ocurrió la aprehensión. 10. Disponer al 
personal del Sistema especializado integral 
de investigación, medicina legal y ciencias 
forenses o autoridad competente en ma-
teria de tránsito, la identificación del sos-
pechoso o de la persona procesada cuando 
la víctima o los declarantes no conozcan 
su nombre y apellido pero aseguren que Ia 
identificarían si vuelven a verla, de acuerdo 
con las disposiciones previstas en este Códi-
go. 11. Solicitar a la o el juzgador que dicte 
las medidas cautelares y de protección que 
considere oportunas para la defensa de las 
víctimas y el restablecimiento del derecho. 
Igualmente podrá pedir la revocatoria o 
cesación de dichas medidas cuando estime 
que la investigación practicada ha permitido 
desvanecer los indicios que las motivaron. 
12. Ordenar el peritaje integral de todos 
los indicios que hayan sido levantados en la 
escena del hecho, garantizando la preserva-
ción y correcto manejo de las evidencias. 

13. Aplicar el principio de oportunidad. 14. 
Disponer la práctica de las demás diligen-
cias investigativas que considere necesarias. 
Siempre que se limiten los derechos de al-
guna persona se requerirá autorización de 
la o el juzgador. La o el denunciante o cual-
quier persona que, a criterio de la o el fis-
cal, deba cooperar para el esclarecimiento 
de la verdad, tendrá que comparecer ante 
la Fiscalía para la práctica del acto procesal 
respectivo. En caso de incumplimiento la 
o el fiscal podrá solicitar la comparecencia 
con el uso de la fuerza pública”.

Entonces, es preciso decir que todas y 
cada una de las atribuciones de la o el fiscal 
guardan exigencias del debido proceso, las 
mismas que se extienden temporalmente 
incluso desde la fase preprocesal hasta el fin 
del proceso, que incluye por supuesto todas 
las actuaciones investigativas dispuestas al 
personal del Sistema especializado integral 
de investigación, medicina legal y ciencias 
forenses o personal competente en materia 
de tránsito y que no se limitan a las acciones 
mismas ante el juez o jueza  sino en todas y 
cada una de las tareas que en la investiga-
ción se realicen.

El inicio de la investigación criminal se 
produce con la recepción de la noticia cri-
minis6 que, según lo dispuesto en el Código 
Orgánico Integral Penal, puede llegar al o a 
la fiscal, en forma directa o por remisión de 
la Policía Nacional, del Sistema especializa-
do integral de investigación, medicina legal 
o ciencias forenses o del organismo compe-
tente en materia de tránsito, mediante:

- Denuncia, que puede ser verbal o por escrito.
- Informes de supervisión de los órganos 

de control

6 Primera información del hecho delictuoso 
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sentencias emitidos por las o los jueces o 
tribunales.

También se considera como una forma 
de denuncia los escritos anónimos que su-
ministren evidencias o datos concretos.

La recepción de esta noticia criminis de-
termina como obligación para el o la fiscal 
que la conoce, de abrir la fase de investiga-
ción previa, con el objetivo de reunir los 
elementos de convicción, de cargo o de des-
cargo, que permitan a la o al fiscal decidir si 
formula o no la imputación. En esta fase de 
investigación previa el o la Fiscal practicará 
con la cooperación del personal del Sistema 
especializado integral de investigación, de 
medicina legal y ciencias forenses o del per-
sonal competente en materia de tránsito, las 
diligencias investigativas necesarias para de-
terminar si la conducta investigada es delic-
tuosa, las circunstancias o móviles de la per-
petración, la identidad del autor o participe 
y de la víctima, la existencia del daño cau-
sado, o a su vez, desestimar estos aspectos.7

La investigación previa constituye la fase 
de mayor trascendencia en el proceso pe-
nal porque precisamente de ella depende si 
puede decidirse o no el inicio de la acción 
penal, y supone la oportunidad también para 
que se investiguen no solo las circunstancias 
de tiempo, modo y lugar en que se produje-
ron los hechos materia de la investigación, 
la identificación de los responsables y de la 

víctima, sino también la determinación de 
los daños que le fueron causados a la vícti-
ma y la protección que requiere le sea pro-
porcionada, de igual manera a los familiares 
y testigos. Durante la investigación previa, 
por tanto, se debe contar estrictamente con 
una conciliación entre las garantías básicas 
del debido proceso, la necesidad de confi-
dencialidad y la eficacia de la investigación 
fiscal. Esto posibilita que la Fiscalía, como 
titular de la acción penal, ejerza de mane-
ra legítima y eficaz su facultad acusatoria y 
consecuentemente los tribunales de justicia 
puedan llevar a cabo el proceso penal.

Agotada la investigación previa8 o con-
cluida la misma por decisión de el o la fiscal 
cuando considera que el hecho investigado 
constituye delito y cuenta con los elemen-
tos de convicción suficientes para formular 
cargos y deducir una imputación, se da ini-
ció a la primera etapa del procedimiento 
ordinario que es la Instrucción, la misma 
que tiene como finalidad determinar ele-
mentos de convicción, de cargo y descargo, 
que permita formular o no una acusación 
fiscal en contra de la persona procesada.

En el marco de la investigación previa e 
instrucción fiscal, el o la fiscal planteará las 
líneas de investigación que puede seguirse 
de acuerdo con la modalidad del delito y 
su grado de complejidad. El o la fiscal es 
el titular de la investigación, quien la dirige 
y por tanto el responsable de articular efi-
cientemente la labor de las y los integrantes 

7 Código Orgánico Integral Penal COIP, artículo 580. 
8 Código Orgánico Integral Penal COIP, artículo 585 “Duración de la investigación.- La investigación previa 

no podrá superar los siguientes plazos, contados desde la fecha de su inicio: 1. En los delitos sancionados 
con pena privativa de libertad de hasta cinco años durará hasta un año. 2. En los delitos sancionados con 
pena privativa de libertad de más de cinco años durará hasta dos años. 3. En los casos de desaparición de 
personas, no se podrá concluir la investigación hasta que la persona aparezca o se cuente con los elementos 
necesarios para formular una imputación por el delito correspondiente, fecha desde la cual empezarán los 
plazos de prescripción...”.
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tigación, medicina legal y ciencias forenses, 
o a la autoridad competente en materia de 
tránsito. Entre sus funciones se encuen-
tran la de controlar todos los pasos de la 
investigación, realizar una aproximación 
a la escena del crimen, esto es, reconocer 
los lugares, huellas, señales, armas, objetos 
e instrumentos, tomando las medidas de 
seguridad en el procesamiento respectivo. 
Disponer al personal del Sistema especia-
lizado integral de investigación, medicina 
legal y ciencias forenses, o a la autoridad 
competente en materia de tránsito la prác-
tica de diligencias tendientes al esclareci-
miento del hecho, tales como la recepción 
de versiones, la identificación del sospecho-
so o de la persona procesada. Ordenar la 
práctica de pericias con enfoque integral de 
todos los indicios que hayan sido levantados 
en la escena del hecho; y, la coordinación 
con los diferentes actores del sistema ju-
dicial penal de las actuaciones que se van 
a acometer y que por mandato legal están 
sujetas al control de la o el juez competente 
quien ejerce la dirección judicial del pro-
ceso, por ejemplo en el caso de la recep-
ción de testimonios anticipados, la solicitud 

de medidas cautelares y de protección que 
considere oportunas para la defensa de las 
víctimas, la formulación de cargos, la apli-
cación del principio de oportunidad.9

Atribuciones y Competencias del 
Sistema Especializado Integral de 
Investigación, de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses

Por mandato constitucional y del Có-
digo Orgánico Integral Penal COIP le co-
rresponde a la Fiscalía General del Estado 
organizar y dirigir el Sistema especializado 
integral de investigación, de medicina legal 
y ciencias forenses, que prestará servicios 
especializados de apoyo técnico y cientifico 
a la administración de justicia.

Según lo dispuesto en el Código Orgáni-
co Integral Penal COIP10, se prevé que para 
el funcionamiento del Sistema Especializa-
do Integral de Investigación, de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses, es necesario la 
presencia de por lo menos tres grandes pre-
supuestos:

1. La organización y dirección estará a car-
go de la Fiscalía General del Estado,

9 En el Código Orgánico Integral Penal COIP se regula para los delitos de escasa significación social, que no 
afectan gravemente al interés público y que tengan mínimo daño a la víctima. Art. 412 “La o el fiscal podrá 
abstenerse de iniciar la investigación penal o desistir de la ya iniciada, en los siguientes casos: 1. Cuando se 
trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad de hasta cinco años, con excepción de las 
infracciones que comprometen gravemente el interés público y no vulneren a los intereses del Estado. 2. En 
aquellas infracciones culposas en las que el investigado o procesado sufre un daño físico grave que le imposi-
bilite llevar una vida normal. La o el fiscal no podrá abstenerse de iniciar la investigación penal en los casos de 
delitos por graves violaciones a los derechos humanos y delitos contra el derecho internacional humanitario, 
delitos contra la integridad sexual y reproductiva, delincuencia organizada, violencia contra la mujer o miem-
bros del núcleo familiar, trata de personas, tráfico de migrantes, delitos de odio, de sustancias catalogadas 
sujetas a fiscalización y delitos contra la estructura del Estado constitucional de derechos y justicia.”

10 Art. 448 “En materia pre procesal y procesal penal, la Fiscalía organizará y dirigirá el Sistema especializado 
integral de investigación, de medicina legal y ciencias forenses que prestará servicios especializados de 
apoyo técnico y científico a la administración de justicia. El Sistema contará con el apoyo del organismo 
especializado de la Policía Nacional y personal civil de investigación, quienes llevarán a cabo las diligencias 
necesarias para cumplir los fines previstos en este Código, ejecutarán sus tareas bajo la dirección de la Fis-
calía y dependerán administrativamente del ministerio del ramo.”
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tigación previa e instrucción fiscal ten-
drán un enfoque integral que estará bajo 
la dirección y control de la Fiscalía.

3. Tendrá una conformación mixta: perso-
nal especializado de la Policia Nacional y 
personal civil de investigación.

Presupuestos que son necesarios para el 
correcto funcionamiento del Sistema, pues 
“La eficacia de la investigación depende, de ma-
nera directa, de la prueba técnica producida por 
los peritos y especialistas en medicina forense, 
criminalística, ciencias sociales y del comporta-
miento, entre otros. Por ello, la coordinación entre 
el fiscal, los investigadores judiciales, los peritos, 
los institutos de medicina legal o ciencias forenses 
u otras instituciones auxiliares de la justicia con 
capacidad para producir prueba técnico-científi-
ca, es vital para garantizar el buen desarrollo del 
programa metodológico de investigación”.11

La coordinación de el o la fiscal  con las 
y los investigadores y especialistas del Siste-
ma Especializado Integral de Investigación 
y Ciencias Forenses, es fundamental para 
asegurar la idoneidad y rigurosidad de la 
investigación. 

 
El COIP, en su artículo 449, señala que 

son  atribuciones del personal del Sistema 
especializado integral de investigación, me-
dicina legal y ciencias forenses, las siguientes:

1. Dar aviso a la o el fiscal en forma inmediata, 
de cualquier noticia que tenga sobre el come-
timiento de un delito de ejercicio público de 
la acción penal.

El Sistema Especializado Integral de In-
vestigación, Medicina Legal y Ciencias Fo-
renses, tiene la obligación de dar aviso in-

mediato a la fiscal o el fiscal de la noticia 
que posea del cometimiento de un delito de 
ejercicio público de la acción, esto en el sen-
tido de que no existe excusa alguna frente a 
que la fiscal o el fiscal no tuvo conocimiento 
del delito para dar inicio a la investigación.

2. Recibir denuncias en delitos de ejercicio pú-
blico  de la acción penal y remitirlas de forma 
inmediata a la Fiscalía para su tramitación.

Es decir, parte del Sistema Especializado 
Integral de Investigación, Medicina Legal y 
Ciencias Forenses actúa como receptor de 
la noticia criminis, la cual tienen el deber de 
poner en conocimiento de esta, de manera 
inmediata, a la fiscal o el fiscal.

3. Realizar las primeras diligencias investigati-
vas, tales como: entrevistas, vigilancias, mane-
jo de fuentes y otros, las que serán registradas 
mediante grabación magnetofónica o de video.

El personal del Sistema Especializado In-
tegral de Investigación, de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses al ser los encargados de la 
práctica de las primeras diligencias pre pro-
cesales y procesales adquieren un rol pro-
tagónico, ya que, se convierten en aquellas 
personas que momentos luego de haberse 
cometido el delito receptan las primeras 
entrevistas tanto de las víctimas y testigos. 
Son quienes realizan vigilancias, el manejo 
de fuentes primarias, en muchas ocasiones 
vitales para una investigación que dé frutos.

4. Aprehender a las personas sorprendidas en de-
lito flagrante, a quienes les comunicará sus de-
rechos, elaborara el parte correspondiente y la 
persona aprehendida, quedara inmediatamen-
te, a órdenes del órgano judicial competente.

11 Oficina del Alto Comisionado de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y otros, Modelo de Protocolo lati-
noamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/feminicidio)
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raEsta atribución revela también la compo-
sición mixta que tiene el sistema, es decir, 
componerse de personal policial y civil, ya 
que no solamente se habla de las facultades 
de unos y otros, sino de las facultades del 
sistema, de las cuales se desprende aquellas 
propias de los agentes policiales. Esta facul-
tad, en específico, determina la obligación 
que tiene el personal del Sistema de apre-
hender a las personas encontradas en delito 
flagrante, a quienes deberán hacer conocer 
sus derechos, elaborar el respectivo parte e 
inmediatamente ponerla a órdenes del ór-
gano judicial competente.

5. Tomar las medidas adecuadas y oportunas para 
impedir el cometimiento o consumación de una 
infracción que llegue a su conocimiento.

6. Vigilar, resguardar, proteger y preservar el lu-
gar donde presuntamente se comete la infrac-
ción y recoger los resultados, huellas, señales, 
armas, objetos, instrumentos y demás vestigios.

7. Proceder al levantamiento e identificación del 
cadáver.

Estas atribuciones denotan que el Sistema 
especializado integral de investigación, de 
medicina legal y ciencias forenses, estará a 
cargo de las tareas de prevención de la comi-
sión de una infracción, su actuación debe re-
girse por la oportunidad y celeridad. Son es-
tos los profesionales que acceden en primer 
lugar a la escena del crímen, por lo que se 
vuelven responsables de su protección y ade-
cuado procesamiento. Las actuaciones que se 
lleven a a cabo durante el contacto inicial con 
el lugar de los hechos van a ser de enorme 
relevancia para el resto de la investigación.

7. Cumplir, de acuerdo con los plazos seña-
lados, las disposiciones para la práctica de 
diligencias investigativas de la o el fiscal.

8. Cumplir las órdenes que les imparta la o 
el fiscal o la o el juzgador.

12. Solicitar a la o el fiscal la autorización 
judicial para la práctica de diligencias 
investigativas

Dichas funciones explican que la auto-
ridad responsable de dirigir y coordinar la 
investigación, es la fiscal o el fiscal, que en 
su calidad de titular de la investigación, es 
el que dirige y coordina la labor investiga-
tiva del personal del Sistema especializado 
integral de investigación, medicina legal y 
ciencias forenses. Absolutamente todas las 
tareas investigativas que realice el perso-
nal del Sistema Especializado Integral de 
Investigación, Medicina Legal y Ciencias 
Forenses deben ser coordinadas por la o 
el responsable de la investigación, que en 
el caso del Ecuador es la fiscal o el fiscal. 
La aplicación de protocolos de actuación 
facilita la tarea conjunta y coordinada del 
personal policial y civil de investigación, así 
como de los profesionales médicos forenses 
y otros inmersos en las distintas fases de la 
investigación de acuerdo a la complejidad 
del caso.

9. Identificar a los sospechosos.

Esta es, por otro lado, una atribución 
conjunta y coordinada del personal del Sis-
tema especializado integral de investiga-
ción, esto en el sentido de que sin el apoyo 
tanto de la investigación técnico científica, 
como del trabajo de inteligencia de las y los 
investigadores, la identificación de los sos-
pechosos resulta infructuosa.

10. Mantener actualizadas las bases de datos de 
información y llevar un sistema estadístico 
de investigación del delito.

Esta atribución se sustenta en la necesi-
dad de que la información que se vaya ob-
teniendo se sistematice y de esta manera 
se evite la disparidad y pluralidad de las ci-
fras. La información clara, veraz, oportuna, 
desagregada por género y otros categorías, 
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vestigación, para obtener una mejor calidad 
en la integración de la investigación. Permi-
te el diseño y elaboración de metodologías 
de seguimiento que apuntan a optimizar los 
resultados de las acciones emprendidas para 
prevenir la delincuencia y proteger los de-
rechos de las víctimas.

El artículo 449, segundo inciso del Có-
digo Orgánico Integral Penal, establece que 
“sobre las diligencias investigativas y sus resul-
tados, se presentará un informe a la o el fiscal, 
dentro de los plazos señalados”. Pese a que el 
en COIP no se determina un plazo espe-
cífico para la presentación de este informe 
se entienden que será determinada por la o 
el fiscal que lleve el caso, en función de las 
necesidades de obtener los resultados de las 
pericias o diligencias investigativas, además 
de tomar en cuenta el nivel de dificultad.

Menciona además, en su inciso tercero 
que “...en aquellos lugares, donde no exista per-
sonal del Sistema Especializado Integral de In-
vestigación, Medicina Legal y Ciencias Forenses, 
en el ámbito de la justicia penal, los servidores 
o servidoras de la Policía Nacional tendrán las 
atribuciones señaladas en este artículo”. Esta 
disposición es congruente con una norma-
tiva que esta por implementarse, por lo que 
constituye una medida de transición, es de-
cir, que se determina una solución transito-
ria a una situación que va a ser enmendada 
sea por política pública o la misma norma. 
En este caso, que sea la Policía Nacional la 
que suple la falta de personal del Sistema 
especializado integral de investigación, con 
las mismas atribuciones, mientras este sis-
tema se implemente en todo el país.

El artículo 450 del este cuerpo legal, es-
tablece otra norma de transición mientras se 
realiza la implementación del Sistema espe-
cializado integral de investigación, medicina 
legal y ciencias forenses, mencionando que:

En el caso de localidades donde no se 
dispone de personal del Sistema especializa-
do integral de la investigación, de medicina 
legal y ciencias forenses, con el fin de ase-
gurar los vestigios, objetos e instrumentos, 
podrá intervenir, a solicitud de la o el fiscal, 
profesionales de centros de salud, clínicas u 
hospitales públicos acreditados por el Con-
sejo de la Judicatura. En caso de no existir 
unidades de salud pública se podrá recurrir 
al sector privado acreditado por el Consejo 
de la Judicatura.

Norma que es adecuada en función de 
cumplir con la rigurosidad técnico cienti-
fica de la investigación que requiere de la 
intervención de profesionales de la salud, 
previendo la validación de los distintos ves-
tigios como elementos probatorios de la 
comisión de un delito.

Conclusiones:

Como conclusiones es necesario men-
cionar que:

- El sistema penal acusatorio el cual surge 
de los sujetos procesales se enfrenta ante 
una jueza o juez  imparcial en igualdad de 
condiciones.

- La formulación de reglas y delimitación 
de las funciones de cada sujeto procesal es 
importante, pues se propende a la eficacia 
del sistema penal.

- Bajo estas premisas es preciso que se 
cuente con fiscales que promuevan el 
ejercicio de la acción penal dentro de los 
principios y fundamentos del sistema.

- La Fiscalía como sujeto procesal dirige la 
investigación preprocesal y procesal pe-
nal e interviene hasta la finalización del 
proceso. Pues dicha institución ejerce la 
titularidad de la acción penal pública.
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ra- Las atribuciones de la fiscalía así como 
las facultades de la o el fiscal se encuen-
tran debidamente señaladas en el COIP, 
para lo cual se deberá tomar en cuenta el 
Código Orgánico de la Función Judicial 
y sobretodo amparados en los preceptos 
constitucionales.

- El Sistema Especializado Integral de In-
vestigación, Medicina Legal y Ciencias 
Forenses es un conjunto de personas, or-
ganizaciones e instituciones tanto policia-
les y civiles, que de manera individual y 
coordinada, auxilian de manera técnico 
científica a la Fiscalía General del Estado 
y en general al sistema de administración 
de justicia, proporcionando los medios 
probatorios necesarios para asegurar el 
esclarecimiento de los hechos, sancionan-
do a los responsables y reparando inte-
gralmente a las víctimas.

- El sistema especializado Integral de Inves-
tigación, Medicina Legal y Ciencias Fo-
renses tiene a su cargo el cumplimiento de 
los principios a la debida diligencia, tutela 
efectiva, y el derecho a la defensa tanto de 
las víctimas como de las personas proce-
sadas, ya que, de la pertinencia, eficiencia 
y celeridad en las experticias realizadas se 
asegura que se cuente con los elementos 
suficientes para que la jueza o el juez pue-
da fundamentar su decisión, sea de conde-
nar al procesado o de ratificar su estado de 
inocencia, además de poder determinar el 
grado de afectación que el cometimiento 
del delito causó en la víctima y poder ase-
gurar su reparación integral.

- La correcta coordinación de la fiscal o el 
fiscal con el personal del Sistema Especia-
lizado Integral de Investigación, Medicina 
Legal y Ciencias Forenses, así como de su 
capacitación y especialización marcarán 
la diferencia entre  una investigación que 

descubra hechos y otra que descubra la 
verdad, objetivo principal del sistema y 
máxima legal y constitucional.

- Finalmente, es necesario mencionar que 
la o el fiscal al ser el titular de la acción 
penal y por ende el encargado o encargada 
de llevar a cabo las acciones investigativas 
tanto pre procesales como procesales, es 
el garante, por excelencia, de la constitu-
cionalidad y legalidad de la investigación, 
la misma que asegurará que el procesa-
miento penal también lo sea  y por ende, 
que la resolución final dictada con respec-
to a la situación jurídica de la persona pro-
cesada sea la que corresponde en pos de 
lograr la realización de la justicia.
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El principio de oportunidad
en la Legislación Nacional

“El principio de oportunidad, mediación y conciliación... siendo conceptos que pertenecen a una 
visión global del problema de la reacción social, constitucional y legal de las agencias oficiales del 
Estado, ante aquellas manifestaciones problemáticas -delito y delincuencia-; es menos cierto que 
la Política Criminal del Estado, como acepción general no ha de confundirse con los mecanismos 
y/o métodos que la pueden llegar a materializar. En efecto, un asunto es lo que significa una seria 
Política Criminal del Estado, tanto en su sentido amplio, histórico y político como en la estricta y 
práctica significación; y cosa igualmente distinta es la adecuación metódica y/o epistemológica que 
acerquen a dicha concepción general con su realización práctica. Ello es, se ha de distinguir entre el 
concepto general y su particular implementación. Por tanto, política Criminal de Estado, principio de 
Oportunidad y justicia restaurativa, la mediación y la conciliación no son conceptos similares, sino 
sustancialmente disimiles en sus significados; pero si complementados de forma o manera práctica.” 

(Villanueva, 2011, pág. 505).

Es necesario hacer referencia que en 
la legislación penal ecuatoriana, exis-

ten figuras jurídicas que son de trascenden-
tal importancia en la solución de los conflic-
tos penales; para ello en el Código Orgánico 
Integral Penal, regula desde el punto de 
vista técnico jurídico los mecanismos de 
soluciones rápidas tales como la concilia-
ción, medicación y fundamentalmente el 
principio de oportunidad, que consiste en 
que la institución titular del ejercicio de la 
acción pública, esta es la Fiscalía General 
del Estado, tiene la facultad en base a este 
último principio de abstenerse de iniciar 

una investigación o desistir de la ya inicia-
da, a pesar de la existencia de la infracción, 
siempre que se cumplan los requisitos que 
están determinados expresamente en la ley; 
lo cual significa que el Derecho Procesal Pe-
nal que permite la realización de la justicia 
penal, tiene que ser eficaz a fin de garantizar 
la tutela judicial efectiva del ofendido y pro-
cesado, así como el principio de celeridad, 
es decir que los conflictos de carácter penal 
deben ser resueltos lo más pronto posible, 
en un tiempo razonable, garantizado de esta 
forma una justicia oportuna y que permita  
consolidar la paz social.



31

#8 - Febrero 2014

Dr
. M

er
ck

 B
en

av
id

es
 B

en
al

cá
za

rLa política criminal según la definición 
hecha por la Corte Constitucional en sen-
tencia C-646 de 2001 es: “El conjunto de 
respuestas que un Estado estima necesario adop-
tar para hacerle frente a conductas consideradas 
reprochables o causantes de perjuicio social con 
el fin de garantizar la protección de los intere-
ses esenciales del Estado y de los derechos de los 
residentes en el territorio bajo su jurisdicción”. 
Así como también, el tratadista Jaime Gra-
nados dice: “de ningún modo puede ser el pro-
ducto intelectual de un solo organismo público 
sino que es indispensable la concurrencia de la 
inteligencia colectiva del resto de los organismos 
y funcionarios del Estado nacional”. (Mestre, 
2011, pág.21).

El tratadista José Fernando Mestre Or-
doñez, al hacer referencia a la función que 
tiene la Fiscalía General de la Nación, de la 
República de Colombia, expresa que ha sido 
desviada de su función principal; si bien es 
cierto que la Institución antes referida en to-
dos los países del mundo donde está vigente 
el sistema acusatorio oral, es la encargada de 
la investigación de los delitos de ejercicio de 
la acción penal, aspecto que lo debe llevar a 
cabo de manera objetiva, es decir buscando 
elementos de convicción de cargo y de des-
cargo, con la finalidad de descubrir la ver-
dad de un hecho histórico llamado delito; 
pero es importante recalcar que a más de la 
función específica expresada anteriormen-
te, también tiene la potestad constitucional 
y legal de buscar los mecanismos adecuados 
para facilitar y hacer más efectiva la labor 
encomendada a la indicada Institución.  “La 
Fiscalía General de la Nación tiene una serie de 
funciones procesales que han tomado un protago-
nismo exagerado y han desviado la atención frente 
a su principal función, que es la que le otorga 
la esencia y naturaleza a la institución: la ejecu-
ción de la política criminal. En el marco de esas 

funciones procesales, a la Fiscalía la corresponde 
asumir la posición de parte acusadora en los pro-
cesos penales, y con el fin de facilitar y hacer más 
efectiva su función procesal, en algunos sistemas 
se le han otorgado funciones de carácter judicial” 
(Mestre, 2011, pág. 60).

“La oportunidad para conducción del proceso 
penal, constituye parte esencial de la autonomía 
del fiscal; este, al carecer de potestad pública -que 
corresponde al juez-, al ejercer la representación 
del Estado en la causa penal, no cuenta con las 
facultades que le permitan el ejercicio de su res-
ponsabilidad para conducirla; es quien debe cum-
plir con la norma, especialmente procesal, para 
así adoptar medidas de distinto orden, que son 
propias de la naturaleza de la causa en función 
de su propia iniciativa; tanto es así que al elabo-
ración de la prueba, la determinación de los in-
dicios que reproducen el hecho incriminado, lleva 
a consideración del órgano judicial las medidas 
que puede comprometer el debido proceso, en cuyo 
caso es indudable que la legalidad tiene cabida, 
porque el juez asume la responsabilidad de con-
trol jurídico de las medidas que en cada sentido 
cumple el fiscal.” (Bucheli, 2009, pág.201). 
Consecuentemente se considera que el 
principio de oportunidad es un mecanis-
mo de solución de un conflicto de carácter 
penal, que no tiene ningún interés público 
ni del Estado, es decir que es de poca inci-
dencia social y que le corresponde al fiscal 
aplicar el principio antes mencionado, cui-
dando siempre que no se afecte el debido 
proceso ni se violen los procedimientos le-
gales para su efectivización. Personalmente 
considero que el principio de oportunidad 
en ningún caso debe ser genérico o discre-
cional, por el contrario el legislador debe 
dictar las normas jurídicas adecuadas para 
que solo proceda en los casos que expresa-
mente determine la ley, a fin de no afectar 
de manera abierta el principio de legalidad, 
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seguridad jurídica, que es la parte esencial 
del conglomerado social por cuanto las le-
yes deben ser claras, sin contradicciones 
para que cada uno de los derechos de las 
personas sean concedidos o negados en 
igualdad de condiciones.

Es preciso considerar que el principio 
de oportunidad es aplicable en Ecuador, to-
mando en cuenta que se encuentra vigen-
te una democracia que en los últimos siete 
años busca consolidarse, sin dejar de mani-
festar que en décadas anteriores esta demo-
cracia se ha caracterizado por ser muy débil 
y que como consecuencia de ello los Presi-
dentes de la República no han podido cum-
plir sus periodos para los cuales los eligió el 
pueblo, siendo depuestos de sus funciones 
por intereses de grupos de poder, tanto de 
índole económico, político o social. De allí 
la necesidad de buscar nuevas figuras jurídi-
cas en la administración de justicia en mate-
ria penal, que es la encargada de garantizar 
la paz social, que permitan fortalecer la de-
mocracia en el país, siendo necesario para 
ello también dictar políticas de Estado, ba-
sadas esencialmente en la Política Criminal. 
Por ello es necesario hacer referencia a lo 
que manifiesta Javier Villanueva en su libro 
“El Principio de oportunidad” que expresa-
mente dice: “Por todo creemos que el principio 
de oportunidad ha de reputarse de sociedades con 
claros, precisos, consolidados, pero débiles perfiles 
democráticos, que el Estado tendrá y tiene ine-
vitablemente que defender; para lo cual, ha de 
recurrir a todos los mecanismos que se adecuen 
a esas concretas y coyunturales exigencias. El 
principio de oportunidad es uno de ellos. Dicho 
principio, no tendrá cabida como excepción (vía 
negativa) a la legalidad instituida, en Estados, 
sociedades y democracias, ni abiertamente conso-
lidadas (no débiles), ni en donde los conflictos so-

ciales sean inexistentes y fuertes; y mucho menos 
en determinados conglomerados sociales en donde 
la aplicación de la ley sea un fin en sí mismo 
(culto a la ley)” (Villanueva, 2011, pág.29).

El principio de oportunidad constitu-
ye una nueva figura jurídica en el Derecho 
Procesal Penal ecuatoriano; dice el tratadis-
ta Gustavo Vitale que: “Este principio ha sido 
arduamente proclamado como necesario para eli-
minar la hipocresía de un sistema penal que suele 
afirmar -engañosamente- que sirve para investi-
gar y eventualmente penalizar todos los delitos 
que se cometen dentro de nuestra sociedad. Como 
consecuencia de haberse desenmascarado la reali-
dad funcional selectiva de nuestro sistema penal, 
el nuevo instituto viene a posibilitar una míni-
ma cuota de racionalidad en la programación 
de su actividad cotidiana” (Vitale, 2004, pág. 
35). Por lo antedicho, se puede ver que la 
aplicación correcta del principio de opor-
tunidad en la legislación nacional permite 
una administración de justicia más eficaz, 
justa y disminuirá de manera significativa la 
carga laboral de los administradores y ope-
radores de justicia penal, que consta en el 
artículo 195 de la Constitución de la Repú-
blica, cuando se hace referencia a la función 
o atribución especifica que tiene la Fiscalía 
General del Estado en la administración de 
justicia penal y así en forma expresa mani-
fiesta: “la Fiscalía dirigirá de oficio o a petición 
de parte, la investigación preprocesal y procesal 
penal; durante el proceso ejercerá la acción pú-
blica con sujeción a los principios de oportunidad 
y mínima intervención penal, con especial aten-
ción al interés público y a los derecho de las víc-
timas. De hallar merito acusará a los presuntos 
infractores ante el juez competente, e impulsara 
la acusación en la sustanciación del juicio penal.”

Para el tratadista Mestre, dice que: 
“el principio de oportunidad actúa contra el 
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rgarantismo y no es un elemento propio del siste-
ma acusatorio. Si bien hay coincidencias con gran 
parte de la propuesta jurídica garantista de este 
importante autor, en ocasiones se aleja de la fer-
tilidad de la realidad y permanece en el terreno 
árido y complejo de las ideas y de una dogmática 
anacrónica, lo cual lo lleva, por ejemplo, a evadir 
el tema de la protección a las víctimas que, como 
se ha dicho, completamente el garantismo en el 
Estado Social de Derecho y lo conduce a olvi-
dar que el derecho penal, el procesal penal y la 
Fiscalía tienen unas finalidades mucho más am-
plias en este modelo de Estado y que desbordan 
la arrogante y permanente medida al apego de 
la estricta legalidad” (Mestre, 2001, pág. 96).

Entonces el principio de oportunidad 
surge en contraposición  con el principio de 
legalidad, consecuentemente deja despro-
tegida a la víctima, sin preocuparse de sus 
garantías mínimas determinadas en la Cons-
titución de la República y la ley; pero es 
necesario manifestar que este principio de 
oportunidad solo puede ser aplicado en de-
litos menores, cumpliéndose los requisitos 
y condiciones que dispone la ley e incluso el 
ofendido tiene derecho a que se le reparen 
sus daños y perjuicios, que comprenden al 
daño material, y el daño moral que tiene re-
lación con el daño inmaterial, que como tal 
no es fácilmente cuantificable y es por eso 
que las legislaciones de otros países, respec-
to del daño moral han fijado una cantidad de 
dinero con un tope máximo, considerando 
que esta reparación no es de carácter eco-
nómico, por lo que se aplican mecanismos 
jurídicos tales como el hecho de pedir dis-
culpas públicamente al ofendido o que se le 
haga un reconocimiento significativo consi-
derando su personalidad. 

El tratadista José Fernando Mestre Or-
dóñez en su obra “La Discrecionalidad para 

Acusar” al referirse al principio de oportu-
nidad manifiesta: “siendo la acusación un acto 
político de iniciación procesal, pueden equipa-
rarse-guardando distancia por diferencia esen-
ciales-la acusación a la demanda y la Fiscalía 
al demandante. En consecuencia la Fiscalía Ge-
neral de la Nación, como cualquier demandante-
especialmente si está envestida de calidades ad-
ministrativas, diferentes a las judiciales y si su 
función es de naturaleza política para la conse-
cución dinámica para los fines del estado-, debe 
tener un grado de discrecionalidad para formular 
su pretensión ante la jurisdicción e incluso para 
adelantar la investigación o no, obviamente, el 
margen de libertad de la decisión será mucho más 
reducido que el de un particular que debe ob-
servar únicamente su interés privado. Debe haber 
un rango, pero siempre en observancia del interés 
público. En materia penal, esta discrecionalidad 
política para acusar o perseguir el delito ha sido 
llamada por la doctrina especializada “principio 
de oportunidad” y se opone-según la misma doc-
trina- al principio de obligatoriedad o de necesi-
dad” (Mestre, 2011, Pág. 92).

Por lo manifestado anteriormente es 
necesario decir que la Fiscalía General del 
Estado en Ecuador, es la institución públi-
ca que por disposición de la Constitución 
de la República y de la ley, es la titular del 
ejercicio de la acción penal pública, es decir 
que por norma general tiene la facultad de 
iniciar una investigación, tan pronto tenga 
conocimiento de la noticia del delito (de-
nuncia, parte policial, parte informativo, 
orden de autoridad superior, orden de un 
juez de lo civil en casos de prejudicialidad 
o cualquier otra forma que llegue a conoci-
miento del fiscal), en estricta aplicación del 
principio de legalidad, es decir si se cometió 
un delito del ejercicio de la acción pública, 
se debe iniciar una investigación previa o la 
respectiva instrucción por parte del fiscal 
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cepcional la Fiscalía General del Estado, a 
través de sus fiscales tiene la facultad de no 
iniciar la investigación a pesar de tratarse de 
un delito del ejercicio de la función pública 
o de desistir de la ya iniciada, todo esto en 
base a lo que la ley dispone en estricta apli-
cación del principio de oportunidad.

Pero es necesario analizar sobre la apli-
cación del principio de oportunidad, des-
de el punto de vista del Derecho Procesal 
Penal y en este caso permite solucionar un 
problema jurídico de carácter penal de ma-
nera rápida y oportuna, pero solo respecto 
de delitos que no ocasionen alarma social, 
ni afecten el interés público ni del Estado; 
su aplicación permite descongestionar el 
trabajo en la Función Judicial y Fiscalía Ge-
neral del Estado, permitiendo que los fis-
cales se dediquen a investigar sobre hechos 
graves, que afecten a bienes jurídicos pro-
tegidos que son importantes para la víctima 
y que consecuentemente afectan al interés 
público o del Estado, dejando de lado los 
delitos menores que no tienen trascenden-
cia social y que por ende deben ser concilia-
das mediante la efectivización del principio 
de oportunidad.

“De un modo concreto, el principio de opor-
tunidad adquiere primacía es cuando el fiscal (e 
incluso el juez, según el sistema procesal) 
decide trasladas o devolver el conflicto a sus pro-
tagonistas al decretar la mediación penal, confi-
riendo sentido trascendente a la justicia restau-
rativa y a la convivencia pacífica a satisfacción 
de todos: víctima, victimario y la propia sociedad. 
Entonces, el principio de oportunidad amplifica 
su estructura y propósitos sobre la base de las ne-
cesidades de la persona humana para no dilatar 
hasta tiempos inconcebibles, generando gastos 
igualmente inconcebibles, a la justicia.” (Neu-

man Elías, 2005, pág.104). Según lo dicho 
por el tratadista Elías Neuman, el princi-
pio de oportunidad adquiere relevancia y 
cuando el fiscal o el juez, en los casos con-
cretamente establecidos por la legislación 
ecuatoriana, deciden “devolver” el caso a los 
sujetos procesales con la finalidad de que a 
través de las soluciones alternativas de con-
flictos de carácter penal, puedan solucio-
narse previamente en los casos establecidos 
por la ley, lo que generara una solución pa-
cífica del conflicto; además de que resulta 
sumamente ventajoso para descongestionar 
el sistema de administración de justicia pe-
nal en el país.

El legislador vio la necesidad de dictar 
una nueva legislación penal, considerando 
el avance de la ciencia jurídica, la tecno-
logía y los nuevos conflictos existentes en 
la sociedad en pleno siglo XXI y una de las 
instituciones jurídicas relevantes es precisa-
mente el principio de oportunidad, que se 
encuentra regulada en el artículo 412 del 
Código Orgánico Integral Penal  de mane-
ra expresa manifiesta: “Art. 412.- Principio 
de oportunidad.- la o el Fiscal podrá abste-
nerse de iniciar la investigación penal o de 
desistir de la ya iniciada, en los siguientes 
casos:

Cuando se trate de una infracción san-
cionada con pena privativa de la libertad 
de hasta cinco años, con excepción de las 
infracciones que comprometen gravemente 
al interés público no vulnere a los intereses 
del Estado.

En aquellas infracciones culposas en las 
que investigado o el procesado sufre un 
daño físico grave que le imposibilite llevar 
una vida normal.



35

#8 - Febrero 2014

Dr
. M

er
ck

 B
en

av
id

es
 B

en
al

cá
za

rLa o el fiscal no podrá abstenerse de ini-
ciar la investigación penal en los casos de 
delitos por graves violaciones a los derechos 
humanos y delitos contra el derecho inter-
nacional humanitario, delitos contra la in-
tegridad sexual y reproductiva, delincuen-
cia organizada, violencia contra la mujer o 
miembros del núcleo familiar, trata de per-
sonas, tráfico de migrantes, delitos de odio, 
de sustancias catalogadas sujetas a fiscaliza-
ción y delitos contra la estructura del Estado 
Constitucional de derechos y justicia.”

De la disposición legal anteriormente 
transcrita, se desprende que la aplicación 
del principio de oportunidad en nuestra 
legislación, es eminentemente reglada, es 
decir que solo procede su aplicación en 
los casos que de manera expresa dispone 
la ley y que es facultad exclusiva del fiscal. 
Es así que el tratadista Claus Roxin en su 
obra “Derecho Procesal Penal” al hacer re-
ferencia a esta principio manifiesta: “Su an-
títesis teórica (la antítesis de la “necesidad”) 
está constituida por el principio de oportunidad, 
que autoriza a la Fiscalía a decidir entre la for-
mulación de la acusación y el sobreseimiento del 
procedimiento, aun cuando las investigaciones 
conducen, con probabilidad rayana en la certe-
za, al resultado de que el imputado ha cometido 
una acción punible” (Roxin, 2000, Pág. 89). 
De la definición del tratadista Roxin, se lle-
ga a comprender de manera clara y preci-
sa lo que realmente constituye el principio 
de oportunidad, donde se le atribuye a la 
Fiscalía General del Estado, al referirse a 
Ecuador, la exclusiva facultad para decidir 
desistir de la investigación o abstenerse de 
iniciar la misma, pero que según nuestra le-
gislación será un juez de garantías penales 
el que luego de la audiencia oral, pública 
y contradictoria a petición del fiscal acepte 
la aplicación del principio de oportunidad, 

si se cumplen las condiciones y requisitos 
de orden legal, caso contrario tiene la com-
petencia de negar la petición hecha por el 
fiscal y ordenar que se prosiga con la co-
rrespondiente investigación.

Algunos tratadistas coinciden que los fis-
cales pueden caer en la arbitrariedad, tanto 
en los casos en los que decidan acusar o en 
los que se abstengan de hacerlo por razones 
de oportunidad. Es por eso que Mestre al 
respecto manifiesta: “Teniendo en cuenta que 
la función de la Fiscalía se materializa iniciando 
procesos judiciales (principalmente entre otras 
posibilidades), si y para tomar esta decisión el 
ente acusador atiende a criterios políticos, la con-
clusión obvia es que la justicia estaría siendo po-
litizada. Así mismo, si se define a la justicia o a la 
jurisdicción como un instrumento para alcanzar 
firmas políticas, se estaría frente a la judiciali-
zación  de la política. Debe advertirse entonces 
que, planteado de esta forma, esto no constituye 
un riesgo, sino una ventaja.” (Mestre, 2011, 
pág. 110). Por lo anteriormente analizado 
se concluye que el principio de oportunidad 
no es más que un tratado irresponsable de 
las políticas criminales que debe adoptar el 
Estado, a la administración de justicia penal; 
pero que sin embargo de lo cual, se conside-
ra que es un mecanismo jurídico adecuado 
que descongestiona todo el aparato jurídico 
relacionado con la justicia penal, que gene-
ra una serie de ventajas como una economía 
procesal, una adecuada ejecución de las polí-
ticas criminales, la búsqueda de los verdade-
ros fines del Estado, porque los operadores 
de justicia no pueden estar preocupados de 
delitos de bagatela, sino de los delitos que 
alteran la paz social.

Entonces, el principio de oportunidad 
debe ser reglado, es decir, regulado de ma-
nera expresa por la ley con las causales muy 
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cumpla con su función de manera adecuada 
y transparente, y así  evitar actos de corrup-
ción que puede afectar en la correcta admi-
nistración de justicia en materia penal. Al 
respecto el tratadista  José Mestre dice: “La 
consagración de causales taxativas para poder 
acudir al principio de oportunidad permite que 
haya un poco más de seguridad jurídica y, sobre 
todo, de igual  ideal en la aplicación de la ley, 
pero los criterios son un poco más objetivos. Sin 
embargo, el funcionario de la Fiscalía, al encon-
trarse frente a una causal puede decidir discre-
cionalmente si acusa o se abstiene, por lo que aún 
existe un riesgo de desigualdad. Para estos efectos, 
el Fiscal General, como cabeza del ente acusador, 
debe generar instrumentos generado a modo de 
circulación de política criminal de segundo nivel, 
para complementar los criterios por lo cuanto se 
debe guiar a los diferentes funcionarios al interior 
de la Fiscalía” (Mestre, 2011, pág. 123). En 
Ecuador el principio de oportunidad se lo 
puede aplicar solo en dos casos concretos, 
mismos que se encuentran expresamente 
determinados en el Código Orgánico In-
tegral Penal, pero para evitar algún riesgo 
de desigualdad en su aplicación, es necesa-
rio que la Fiscalía General del Estado dicte 
ciertas directrices que permitan a cada uno 
de los fiscales tener actuaciones uniformes. 
Pero también es necesario manifestar que 
le corresponde a la Corte Nacional de Jus-
ticia, dictar resoluciones que sirvan como 
precedentes jurisprudenciales para una me-
jor aplicación del principio de oportunidad.

El tratadista Javier Villanueva en su obra 
“El Principio de Oportunidad” expresa su 
criterio respecto de la aplicación de este 
principio y así manifiesta: “...en este aspecto, 
no creemos que fuese conveniente que se estable-
ciera como condición o requisito a cumplir para 
el periodo de prueba, sino, que, hubiese sido re-

quisito determinante para obtener el beneficio en 
la aplicación de dicho principio. Ya que de igual 
manera, consideramos que por tratarse de una 
clara excepción frente a la aplicación de la ley 
penal sustantiva, entonces se deberán establecer 
medios idóneos que garanticen a las víctimas, que 
sus derechos no van a resultar birlados ni burla-
dos. Y una manera de lograr ello es precisamente, 
que establezcan requisitos para que el victimario 
tenga dicho legal beneficio, la directa reparación 
a la víctima o víctimas. Empero considerando lo 
que está plasmado en la ley somos del criterio 
que, en la eventualidad de que el victimario no 
responda, además de revocarse dicho beneficio, 
será el Estado quien asuma de forma directa el 
cumplimiento del respeto a los derechos funda-
mentales de la víctima o víctimas, a efecto le sean 
reparados los derechos en mención.” (Villanueva, 
2011, pág.54). En la legislación ecuatoria-
na, se  hace referencia a la reparación in-
tegral de la víctima, y ha sido elevado este 
derecho a la categoría constitucional que 
se encuentra protegido de manera expresa 
por el artículo 78 de la Constitución de la 
República y para su efectivización se prevé 
que deben adoptarse mecanismos adecua-
dos para lograr tal propósito. En otras legis-
laciones de los demás países miembros de la 
comunidad mundial, fundamentalmente en 
los países europeos, la reparación integral 
en primer término debe pagarla el sujeto 
activo del delito, y cuando ello no ocurre, 
esa obligación se transfiere directamente al 
Estado, que es el ente jurídico que tiene la 
obligación de garantizar todos los derechos 
fundamentales de las y los ciudadanos.

El inciso cuarto del artículo 413 del Có-
digo Orgánico Integral Penal de manera ex-
presa dispone: “La extinción del ejercicio de 
la acción penal por los motivos previstos en 
este artículo, no perjudica, limita ni exclu-
ye el derecho de la víctima para perseguir 
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rpor la vía civil el reconocimiento y la repa-
ración integral de los prejuicios derivados 
del acto.” Esta disposición legal hace refe-
rencia a la reparación integral de la víctima 
en los casos en los que el fiscal decida apli-
car el principio de oportunidad, pero que 
está orientado únicamente a que lo haga el 
sujeto activo del delito, sin hacer referencia 
a que esta obligación se extienda al Estado, 
por lo que se hace necesario ampliar dicha 
norma jurídica y se regule de manera clara 
y precisa, que en el caso de no hacer la re-
paración integral el victimario, lo haga el 
Estado como el protector de los derechos 
fundamentales de las personas que han sido 
víctimas de la comisión de un delito.

El sistema acusatorio oral, consiste en 
que todos los trámites en materia penal 
deben ser resueltos en audiencias orales, 
públicas y contradictorias, y es por eso que 
al hacer referencia a la aplicación del prin-
cipio de oportunidad, el artículo 413 del 
Código Orgánico Integral Penal establece: 
“A pedido de la o el fiscal, la o el juez con-
vocará a una audiencia en la que las partes 
deberán demostrar que el caso cumple con 
los requisitos legales exigidos. La víctima 
será notificada para que asista a esta audien-
cia. Su presencia no será obligatoria.

En caso de que la o el juzgador no esté 
de acuerdo con la apreciación de la o el fis-
cal o constate que no se cumplen con los 
requisitos, enviará dentro de los tres días 
siguientes a la o al fiscal superior, para que 
ratifique o revoque dicha decisión en el pla-
zo de diez días contados desde la recepción 
del expediente.

Si se revoca la decisión, no podrá soli-
citar nuevamente la aplicación del princi-
pio de oportunidad y el caso pasara a co-

nocimiento de otro fiscal, para que inicie 
la investigación o, en su caso, continúe con 
su tramitación. Si se ratifica la decisión, se 
remitirá lo actuado a la o al juzgador para 
que se declare la extinción del ejercicio de 
la acción penal.”

En Ecuador el principio de oportunidad 
se aplica concretamente en dos casos: en los 
delitos sancionados con una pena de hasta 
cinco años con la pena privativa de la liber-
tad; y, en los delitos culposos en donde el 
infractor sufre un daño físico grave como 
consecuencia de la comisión del delito. Sin 
embargo, es necesario manifestar que en 
otros países existe una gama amplia de ca-
sos, en que procede la aplicación del princi-
pio de oportunidad, entre las más relevan-
tes podemos anotar las siguientes:

En delitos cuya pena máxima no sobre-
pase los cinco años, con la condición de que 
se debe repara de manera integral a la víc-
tima, es decir que es aplicable para delitos 
menores que no alteran la paz social y en la 
condición de que se supere los daños oca-
sionados a la víctima.

Cuando el procesado o investigado cola-
bora para evitar que se continúe cometien-
do el delito o que si actitud de colaboración 
permita desarticular la banda de delitos in-
ternacionales o de delincuencia organizada.

Cuando el procesado fuere entregado en 
extradición a causa de la misma conducta 
punible, ya sea en otro Estado, o a la Corte 
Penal Internacional.

Cuando la persecución penal del delito 
cometido por el procesado o investigado, 
dificulte o imposibilite a la Fiscalía orientar 
sus esfuerzos de investigación hacia hechos 
delictivos de mayor trascendencia para la 
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otras personas.

Dice el tratadista Granados, en el pró-
logo de la obra “La Discrecionalidad para 
Acusar”, que: “Repárese a este respecto que la 
idea central no es otra distinta que la de ofrecer a 
la Fiscalía General de la Nación, la posibilidad 
de ejercer un proceso de selectividad, no capricho-
sa ni arbitraria, sino de medio a fin, a partir de 
la consecuente estratificación de la mayor o me-
nor relevancia o trascendencia para la sociedad, 
de un delito, y en holocausto al reconocimiento 
humilde de la incapacidad de nuestras sociedades 
contemporáneas de realizar el ideal maximisis-
ta, o mejor aún, de prima ratio del derecho pe-
nal, como con alguna ironía refiere Ferrajoli al 
hablar de la quimera panjudicialista.”(Mestre, 
2011, pág. 25).

De lo analizado se llega a concluir que 
el principio de oportunidad, constituye una 
de las figuras jurídicas con mucha relevan-
cia para la administración de justicia en ma-
teria penal; pues el fiscal que es el titular 
del ejercicio de la acción pública, tiene una 
responsabilidad frente a la sociedad, por-
que de la acusación o no que haga en una 

determinada investigación dependerá que 
los jueces competentes actúen en cada uno 
de los casos concretos puestos a su cono-
cimiento y resolución, tomando en cuenta 
que la legislación procesal penal se basa en 
el principio “si no hay acusación fiscal no 
hay juicio”; de esta idea jurídica máxima 
se delimita de manera clara las funciones 
y atribuciones del fiscal y las competencias 
de los jueces y tribunales encargados de ad-
ministrar justicia. Le corresponde al fiscal 
pedirle al juez de garantías penales la apli-
cación del principio de oportunidad y para 
ello su solicitud debe ser solo en los casos 
en que expresamente le faculta la ley, para 
evitar confrontar con el juzgador que es la 
autoridad jurisdiccional con capacidad jurí-
dica de aceptar o no lo solicitado por el fis-
cal; de ser negativa la respuesta la ley prevé 
que el caso sub lite, se eleve en consulta al 
fiscal superior, lo cual de alguna manera ga-
rantiza la legítima aplicación del principio 
de oportunidad y la seguridad jurídica.

“La aplicación del principio de oportunidad, 
si bien se contrapone al principio de legalidad, 
permite que los pueblos vivan en armonía y no se 
altere la paz social”.
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La conciliación como método alternativo 
para la solución de conflictos dentro del 

Código Orgánico Integral Penal

Dra. Ximena Vintimilla Moscoso
Jueza de la Corte Nacional de Justicia

La conciliación es un método alterna-
tivo para la solución de conflictos, 

junto con la mediación trata de orientar y 
asistir con imparcialidad al usuario de la ad-
ministración de justicia logrando que a tra-
vés del diálogo se alcancen acuerdos justos 
y estables, logrando con ello, por un lado la 
resolución de controversias y por otro re-
ducirlas, todo ello en busca de la armonía 
y de la paz social, fin último de un Estado 
constitucional de derechos y justicia como 
el nuestro. Dentro de la Constitución de la 
Republica, en su artículo 190 encontramos 
que el Ecuador promoverá los medios al-
ternativos para la solución de conflictos, 
como el arbitraje, y la mediación, así como 
otros procedimientos alternativos, los cua-
les se aplicarán con sujeción a la ley. Son 
alternativos, porque son una vía diferente a 
la ordinaria para encontrar solución de los 
casos de cualquier naturaleza, con la excep-
ción de aquellos procesos que tratan sobre 
derechos que nos son transigibles.

La institución de la conciliación es de 
larga data, Aristóteles ya hablaba del uso del 
diálogo como herramienta para solucionar 
conflictos, Beccaria, en su obra Los Delitos 
y las Penas, denuncia lo que sucedía en las 

cárceles y empieza a pensar en la imperiosa 
necesidad de humanizar del sistema, lo que 
fundamenta las corrientes penales moder-
nas que se basan en una justicia restaurativa 
frente a las tendencias tradicionales que ob-
servan a la venganza y al sufrimiento como 
fines de la pena. Ferrajoli trata en su obra 
Derecho y Razón al garantismo como un 
modelo ideal de Estado de derecho que se 
concibe como un Estado liberal donde se 
vela  por los derechos de la libertad y tam-
bién como Estado Social dirigido a garanti-
zar también los derechos sociales.

La conciliación fue incluida en las reco-
mendaciones que en 1985 la Asamblea Ge-
neral de las Naciones Unidas realizó en la 
Declaración sobre los Principios Fundamen-
tales de Justicia para las Víctimas del delito y 
del abuso del poder. Dicha Declaración fue 
formulada en el marco del VII Congreso de 
las Naciones Unidas sobre la Prevención del 
Delito y Tratamiento del Delincuente, en 
Milán, Italia, adoptada luego por la Asam-
blea General en Resolución 40-34 del 29 de 
Noviembre de 1985. Dice así:

“7.- Se utilizarán, cuando preceda, mecanis-
mos oficiosos para la solución de las controversias 
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al incluidas la mediación, el arbitraje y las prácti-
cas de justicia consuetudinaria o autóctonas, a 
fin de facilitar la conciliación y la reparación en 
favor de las víctimas” 1.

En nuestra legislación, la conciliación 
no es un concepto nuevo, ha sido parte del 
procedimiento civil (audiencia de concilia-
ción), mercantil, laboral, etc y lo que bus-
ca es que las partes lleguen a un acuerdo, a 
través de fórmulas conciliatorias que no son 
vinculantes ni obligatorias para las personas 
en conflicto mientras se están tramitando, 
siendo solo ellas quienes pueden decidir o 
no llegar a un acuerdo haciendo uso de la 
autonomía de la voluntad. La Ley de Arbi-
traje y Mediación desarrolló los métodos 
alternativos de solución de conflictos en 
1997 y, la Constitución de 1998 es la que 
acogió esta normativa, pero fue la Consti-
tución de Montecristi de 2008 la que man-
tuvo su aplicación, de tal modo que la mis-
ma está siendo desarrollada en el proyecto 
del Código Orgánico General del Proceso 
y, en materia penal, en el Código Orgánico 
Integral Penal (COIP).

En materia penal, se había dicho que la 
conciliación sería imposible por no ser ma-
teria transigible salvo en delitos de acción 

penal privada, empero con la implemen-
tación del sistema acusatorio en el Código 
de Procedimiento Penal del 2001 y las res-
pectivas reformas en los años 2009 y 2010, 
se ha dado un cambio en el modelo de ad-
ministración de justicia en materia penal, 
teniendo a nuevas instituciones jurídicas 
como fundamento de un sistema que agilite 
los procesos y no agudice el padecimien-
to de la víctima, tal como ocurre con los 
acuerdos reparatorios y el procedimiento 
abreviado, limitado en algunos casos el ca-
rácter adversarial del proceso.

Con el COIP nuestro país cuenta con una 
nueva normativa penal tanto en sus partes 
sustantiva, adjetiva y de ejecución, teniendo 
entre los nuevos aportes a la institución jurí-
dica determinada en el libro segundo, título 
X denominada «Mecanismo Alternativo de 
Solución de Conflictos», que en su capítulo 
segundo regula la conciliación como medio 
de advenimiento entre las partes, el cual, de 
ser aplicado, daría fin a una controversia de 
índole penal. La conciliación, como medio 
alternativo para la solución de conflictos es 
tratada a partir del artículo 663 al 665 del 
COIP2, en donde se norma el momento de 
su presentación, delimitación y reglas pro-
cedimentales a seguir.

1 Becerra Dayanara. “La conciliación pre procesal en el nuevo sistema acusatorio como mecanismo de justicia 
restaurativa”. Universidad Militar Nueva Granada, 2009, págs. 275, 276.

2 Artículo 663.- Conciliación.- La conciliación podrá presentarse hasta antes de la conclusión de la etapa de 
instrucción fiscal en los siguientes casos: 1. Delitos sancionados con pena máxima privativa de libertad de 
hasta cinco años. 2. Delitos de tránsito que no tengan resultado de muerte. 3. Delitos contra la propiedad 
cuyo monto no exceda de treinta salarios básicos unificados del trabajador en general.

 Se excluye de este procedimiento las infracciones contra la eficiente administración pública o que afecten a 
los intereses del Estado, delitos contra la inviolabilidad de la vida, integridad y libertad personal con resul-
tado de muerte, delitos contra la integridad sexual y reproductiva y delitos de violencia contra la mujer o 
miembros del núcleo familiar.

 Artículo 664.- Principios.- La conciliación se regirá por los principios de voluntariedad de las partes, con-
fidencialidad, flexibilidad, neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y honestidad.

 Artículo 665.- Reglas generales.- La conciliación se sustanciará conforme con las siguientes reglas: 1. La 
víctima y la persona investigada o procesada presentarán ante la o el fiscal la petición escrita de conciliación 
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soLas razones con las que se ha justificado el 
recurrir a la negociación y a la conciliación 
para dirimir también los conflictos penales 
se centran en la búsqueda de soluciones al-
ternativas y diferentes al proceso penal, el 
bienestar común, el recurrir a mecanismos 
informales para solucionar conflictos pena-
les por ser más simples, más rápidos, más 
efectivos, en muchos casos más baratos, di-
rectos, e incluso más transparentes que el 
proceso penal. Sin embargo, para que es-
tos métodos sean efectivos se debe permi-
tir que esta manera de resolver conflictos 
sea ágil y justa y la reparación de los daños 
causados a la víctima sean completamente 
resarcidas.

La conciliación penal existe en legisla-
ciones de otros países,  como por ejemplo 
en Colombia, donde se utiliza la concilia-
ción penal en los delitos querellables como 
la injuria, calumnia, maltrato mediante la 
restricción a la libertad física, malversación 
y dilapidación de los bienes de familiares, 
hurto simple, etc y otros como Venezuela, 

Nicaragua, y El Salvador que la utilizan en el 
juzgamiento para adolescentes infractores. 
Todos estos procesos se manejan siempre 
con los principios tales como la voluntarie-
dad de las partes, confidencialidad, flexibi-
lidad, neutralidad, imparcialidad, equidad, 
legalidad y honestidad.

Se puede decir que la conciliación es un 
acto procesal voluntario que  consiste en ar-
monizar los intereses de las partes en con-
flicto a través de un profesional del diálogo 
llamado facilitador. Lo resuelto se redacta 
en un acta de conciliación, la que tiene el 
carácter de cosa juzgada. El Estado ecuato-
riano, con la implementación del COIP al 
involucrar la conciliación como una alter-
nativa procesal responde a la concepción de 
justicia restaurativa, entendida como un justo 
equilibrio de pretensiones entre victimario 
y víctima. Esta institución permite imponer 
una sanción justa al primero y una debida 
reparación al segundo, lo cual, bajo paráme-
tros constitucionales, devuelve el conflicto a 
las partes. En este nuevo contexto el delito 

que contendrán los acuerdos. 2. Si el pedido de conciliación se realiza en la fase de investigación, la o el 
fiscal realizará un acta en el que se establecerá el acuerdo y sus condiciones y suspenderá su actuación hasta 
que se cumpla con lo acordado. Una vez cumplido el acuerdo se archivará la investigación de acuerdo con 
las reglas del presente Código. 3. Si el investigado incumple cualquiera de las condiciones del acuerdo o 
transgrede los plazos pactados, la o el fiscal revocará el acta de conciliación y continuará con su actuación. 
4. Si el pedido de conciliación se realiza en la etapa de instrucción, la o el fiscal sin más trámite, solicitará a la 
o al juzgador la convocatoria a una audiencia en la cual escuchará a las partes y aprobará la conciliación. En la 
resolución que apruebe el acuerdo ordenará la suspensión del proceso hasta que se cumpla con lo acordado 
y el levantamiento de las medidas cautelares o de protección si se dictaron. 5. Cumplido el acuerdo, la o el 
juzgador declarará la extinción del ejercicio de la acción penal. 6. Cuando la persona procesada incumpla 
cualquiera de las condiciones del acuerdo o transgreda los plazos pactados, a pedido de la o el fiscal o de la 
víctima, la o el juzgador convocará a una audiencia en la que se discutirá el incumplimiento y la revocatoria 
de la resolución de conciliación y la suspensión del procedimiento. 7. En caso de que, en la audiencia, la o el 
juzgador llegue a la convicción de que hay un incumplimiento injustificado y que amerita dejar sin efecto el 
acuerdo, lo revocará, y ordenará que se continúe con el proceso conforme con las reglas del procedimiento 
ordinario. 8. El plazo máximo para cumplir con los acuerdos de conciliación será de ciento ochenta días. 9. 
Durante el plazo para el cumplimiento de los acuerdos de conciliación se suspenderá el tiempo imputable a 
la prescripción del ejercicio de la acción penal y los plazos de duración de la etapa procesal correspondien-
te. 10. No se admitirá prórroga del término para cumplir el acuerdo. 11. Revocada el acta o resolución de 
conciliación no podrá volver a concedérsela.
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al es castigado de forma diversa, esto es, da 
un nuevo significado y preponderancia a la 
compensación, a la reparación y a la  indem-
nización por sobre el sufrimiento y la ven-
ganza como retribución del daño inferido3.

La concepción de justicia restaurativa en 
materia penal dista del tradicional enfoque 
del fin de la pena como retribución y pre-
vención, conceptos de dogmática penal que 
en el Ecuador se mantienen con el COIP, 
cuerpo normativo que aun pretende subsa-
nar el daño causado por la lesión o puesta 
en peligro del bien jurídico protegido, me-
diante la imposición de una pena, por ello 
es que la inclusión de la conciliación devie-
ne en una suerte de método alternativo a 
la solución de conflictos con sus propias 
características, empero que debe ser ma-
nejado con absoluta responsabilidad por los 
operadores de justicia. 

El COIP al desarrollar la conciliación 
acoge el mandato constitucional de oportu-
nidad y mínima intervención penal. El le-
gislador decidió incorporar esta institución 
para delitos sancionados con pena privativa 
de libertad de hasta cinco años, delitos de 
tránsito que no tengan resultado de muerte 
y delitos contra la propiedad cuyo monto no 
exceda de treinta salarios básicos unificados 
del trabajador en general; es decir aquellos 
en que el bien jurídicamente protegido no 
es eminentemente esencial, y su vulneración 
solo afecta la órbita individual de la víctima.

De igual manera se ha establecido que 
se excluyen de este procedimiento las in-
fracciones contra la eficiente administra-
ción pública o que afecten los intereses del 

Estado, delitos contra la inviolabilidad de 
la vida, integridad y libertad personal con 
resultado de muerte, delitos contra la in-
tegridad sexual y reproductiva y delitos de 
violencia contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar, es decir, se ha tratado se 
restringir su aplicación para aquellos deli-
tos menores y que no afecten los intereses 
de la sociedad en general.  

En cuanto al procedimiento estableci-
do para la aplicación de la conciliación, el 
legislador buscó una forma adecuada para 
permitir que las partes lleguen a un acuer-
do pero sin dejar de lado la protección que 
se debe brindar a la víctima, para que los 
delitos no queden en la impunidad,  para 
aquello se determinó que este método al-
ternativo tenga un control judicial.

Las partes pueden llegar al acuerdo que 
crean más conveniente, sin embargo no es 
sino hasta que el acuerdo se cumpla en su to-
talidad cuando la causa se archiva, es decir se 
precautela que la persona investigada o pro-
cesada no utilice este mecanismo como un 
medio para evadir la acción de la justicia. Se 
impone como requisito que la persona cum-
pla con el acuerdo para que la causa sea ar-
chivada o se declare la extinción de la acción.

En el primer inciso de este artículo se 
establece que la conciliación podrá presen-
tarse hasta antes de la conclusión de la etapa 
de instrucción fiscal, pero no se señala des-
de cuándo puede presentarse. Esto tiene un 
objetivo primordial y es que la conciliación 
se pueda realizar tanto en la fase de investi-
gación preprocesal (conocida como indaga-
ción previa) como en la de instrucción. Ello 

3 “Guía Institucional de Implementación Penal”. Ministerio del Interior y Justicia de Colombia, Bogotá, 
2007, pág. 19. www.conciliacion.gov.co
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los acuerdos reparatorios como método 
para dar por terminado anticipadamente un 
proceso, estos acuerdos solo se pueden dar 
una vez iniciada la instrucción fiscal, lo que 
implica que necesariamente deba moverse 
el aparato estatal, para luego darlo por ter-
minado a través de un acuerdo reparatorio.

Como manifestamos en líneas anterio-
res, este procedimiento tiene un control 
judicial, es decir que el fiscal (en la fase de 
investigación) o el juez (en la etapa de ins-
trucción) deben conocer que efectivamente 
se ha cumplido con el acuerdo para proce-
der a archivar la denuncia o declarar la ex-
tinción de la acción respectivamente. Pero 
para aquello el propio artículo establece 
que el plazo para cumplir los acuerdos es de 
ciento ochenta días, con el fin de que no se 
lleguen a acuerdos extremadamente exten-
sos que en mucho de los casos se vuelven de 
imposible cumplimiento, lo que generaría 
nuevamente un estado de impunidad frente 
al delito y de indefensión de la víctima que 

ve burlado su anhelo de encontrar repara-
ción por el daño causado.

Por último y nuevamente para que este 
mecanismo no sea mal utilizado y genere im-
punidad, el legislador ha creído conveniente 
establecer que durante el tiempo del cumpli-
miento del acuerdo, los plazos de prescrip-
ción de la acción y los plazos de la duración 
de la etapa procesal de instrucción se suspen-
derán, esto con el fin de que no corran di-
chos plazos y la persona procesada no se be-
neficie por su incumplimiento en el mismo.

En definitiva, lo que se busca con este mé-
todo alternativo de solución de conflictos en 
materia penal, es lograr llegar a una justicia 
restaurativa, con preponderancia a la com-
pensación, a la reparación y a la  indemniza-
ción por sobre el sufrimiento y la venganza 
como retribución del daño inferido, pues en 
la actualidad, de llegar dicha compensación 
se da luego de un procedimiento en que la 
víctima es invisibilizada en un mar de dificul-
tades procesales e innumerables formalida-
des de investigación y juzgamiento.
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Relación de tipicidad y
Antijuricidad en el Código Orgánico 

Integral Penal

Dr. Wilson Merino Sánchez
Juez de la Corte Nacional de Justicia

Las estrechas relaciones existentes 
entre estas dos categorías -tipicidad 

y antijuricidad- aconsejan hacer una exposi-
ción conjunta de ambas. Entiendo la tipici-
dad como el juicio que expresa la relevancia 
penal específica de una conducta con carác-
ter general, y, por lo tanto, como el con-
junto de los elementos que fundamentan lo 
injusto penal específico de la conducta pu-
nible. La antijuridicidad, por su parte, es el 
juicio que expresa la contradicción de una 
conducta típica con la totalidad del ordena-
miento jurídico.

Una conducta típica es generalmente an-
tijurídica, pero puede no serlo en el caso 
concreto si concurre alguna causa de justi-
ficación (como lo veremos más adelante). 
Según esto, la tipicidad supone un juicio de 
antijuridicidad provisional, mientras que la 
ausencia de causas de justificación funda-
menta ya un juicio de antijuridicidad defi-
nitivo sobre la conducta. Esta concepción 
supone un rechazo de la teoría de los ele-
mentos negativos del tipo. 

De acuerdo con esta teoría la distinción 
entre tipicidad y antijuricidad es meramente 
nominal, pues la ausencia de los presupues-

tos objetivos de una causa de justificación 
serían elementos (negativos) del tipo. Al 
margen de las razones materiales que llevan 
a rechazar la teoría de los elementos negati-
vos del tipo, dicho rechazo se deriva también 
del reconocimiento de las normas permisi-
vas como independientes de las prohibicio-
nes y de los mandatos. De acuerdo con esta 
concepción, de las prohibiciones y de los 
mandatos se derivan, los tipos de injusto que 
expresan una desaprobación jurídico penal 
específico de la conducta con carácter ge-
neral. De las normas permisivas se derivan, 
en cambio, tipos de causas de justificación, 
que describen circunstancias en que el or-
denamiento jurídico autoriza a realizar una 
conducta típica en el caso concreto.

1.- Tipicidad: Concepto y tipo de 
tipicidad.

Tipicidad: En el nuevo marco legal es-
tablecido por el Código Orgánica Integral 
Penal, el artículo 25 del referido cuerpo le-
gal, manifiesta acerca de la tipicidad: 

“Los tipos penales describen los elementos de 
las conductas penalmente relevantes.” (el subra-
yado no corresponde al original).
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digo Orgánico Integral Penal, contempla:

“Para que la conducta penalmente relevante 
sea antijurídica deberá amenazar o lesionar, sin 
justa causa, un bien jurídico protegido por este 
Código.” (el subrayado me pertenece).

Concepto de tipicidad: se refiere a 
la descripción de una conducta prohibida, 
prevista en la norma penal vigente, reali-
zada por el legislador dentro del ordena-
miento penal sustantivo aplicable, para tal 
comprensión es necesaria hacer una dife-
renciación entre  tipo penal y tipicidad

Tipo penal.- descripción abstracta, en 
la ley penal, de los elementos materiales 
necesarios que caracterizan cada especie 
de delito, y según Hans Kelzen, es la des-
cripción objetiva y material de la conducta 
prohibida, que ha de realizarse con especial 
cuidado en el Derecho Penal. Es la figura 
contenida en la Ley, que se manifiesta en 
la simple descripción de una conducta o de 
un hecho.

Tipos son.- por ejemplo: “La persona 
que mediante amenazas o violencias sus-
traiga o se apodere de cosa mueble ajena” 
(artículo 189 del Código Orgánico Integral 
Penal), o “la persona que lesione a otra será 
sancionada de acuerdo a las reglas siguien-
tes: [-sic-] 1. Si como resultado de las le-
siones se produce a la víctima un daño, en-
fermedad o incapacidad para el trabajo de 
cuatro a ocho días”. (artículo 152, numeral 
1 del Código Orgánico Integral Penal).

Es decir, son las fórmulas legales que nos 
sirven para individualizar las conductas que 
la ley penal prohíbe. Tipo, considerado en 
forma objetiva abarca solamente la exterio-

ridad de la conducta, es decir que prescinde 
de todo lo interno (Von Beling).

1.1.- Tipo de Tipicidad: Tipicidad, 
es la parte objetiva, la parte corporal, lo 
plasmable del delito; es la adecuación de la 
conducta al tipo, es el encuadramiento de 
una conducta con la descripción hecha en 
la ley; hechos que deben subsumirse en el 
tipo penal.

1.1.1.- Tipicidad Objetiva: confor-
mada por
•	 Sujeto	activo	-	el	que	comete	el	delito

•	 Sujeto	pasivo	-	sobre	quien	recae	el	daño	
o peligro causado por sujeto activo

•	 Conducta	 -	 verbo	 rector	 es	 el	 núcleo	
(abusar - herir) 

•	 Elemento	normativo	-	ordenamiento	ju-
rídico

•	 Elemento	valorativo	-	violencia,	fuerza,	
amenazas

1.1.2.- Tipicidad Subjetiva: Dolo 
específico
•	 Directo.	1er	grado	(querer	hacer)

•	 Indirecto.	 2do	 grado	 (querer	 hacer	 y	
ocasionar otro daño)

•	 Eventual	(dejar	el	resultado	al	azar)

2.- Elementos estructurales del tipo 
penal.

A) Los sujetos
•	 Sujeto	activo	de	la	infracción.-	Requisi-

tos que deben reunir en el momento que 
ejecuta la conducta delictiva.

•	 Sujeto	pasivo	de	la	infracción.-	Es	la	per-
sona titular del bien jurídico tutelado
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jeto activo:
•	 Delitos	 de	 dominio.-	 Son	 aquellos	 co-

metidos por cualquier persona

•	 Delitos	de	infracción	del	deber.-	Se	de-
manda a los sujetos una determinada 
cualidad que consiste en una posesión de 
deber especial extrapenal

•	 Delitos	especiales	o	de	infracción	del	de-
ber propio.- Cuando la lesión del deber 
especial fundamenta la punibilidad

•	 Delitos	especiales	o	de	la	infracción	del	
deber impropio.- Cuando la lesión del 
deber especial sólo determina la agrava-
ción de la punibilidad.

•	 Delitos	de	propia	mano.-	Reside	en	que	
el tipo exige la ejecución personal o cor-
poral del sujeto que se presta de manera 
inmediata a realizarlo, excluyéndose a 
otros.

•	 Delitos	 uni-subjetivos.-	 El	 tipo	 penal	
solo puede ser realizado por un solo 
agente en calidad de autor.

•	 Delitos	pluri-subjetivos.-	El	tipo	exige	la	
concurrencia de dos o más autores para 
la ejecución de la conducta delictiva.

•	 De	convergencia	

•	 De	encuentro.

B) La conducta
La conducta delictiva se vale siempre de 

un verbo rector, para describir la acción; 
como por ejemplo: matar, robar, hurtar, etc.

C) Elementos del ánimo
Son también elementos del tipo subje-

tivo, aun cuando deba reconocerse que su 
lugar sistemático es discutido. Se trata de 
la actitud que pone de manifiesto el autor, 
en la realización del acto típico y que deter-

mina un especial disvalor ético-social de la 
acción. 

D) El error sobre los elementos del 
tipo objetivo
Como se ha manifestado anteriormente, 

el dolo se compone de dos elementos: el co-
nocimiento de los elementos del tipo objeti-
vo y la voluntad de realización. Habrá cono-
cimiento siempre y cuando el autor no haya 
obrado con error o ignorancia respecto de 
alguno de los elementos del tipo objetivo.
a) El error sobre el nexo causal: Normal-

mente el autor se representa la realiza-
ción del suceso que conducirá al resul-
tado de su acción de una manera que no 
coincide totalmente con el curso segui-
do luego por la realización.

b) El error in persona: El error in persona 
es, en verdad, un error sobre la identi-
dad de la persona.

c) Aberratio ictus

d) Dolus generalis

e) El error de tipo y conciencia de la an-
tijuricidad: En todos los casos, el error 
sobre los elementos del tipo objetivo ex-
cluye, además del dolo, como es lógico, 
la conciencia de la antijuricidad (e inclu-
sive de la punibilidad).

Aspectos descriptivos y normativos 
del tipo

Elementos Descriptivos: Son ele-
mentos gráficos que el sujeto puede perci-
bir y comprender a través de los sentidos. 
Es suficiente una constatación fáctica. Ej. 
Bien Mueble en los delitos de hurto.

Elementos normativos: Son aquellos 
que para su comprensión debe realizarse un 
juicio o proceso de valoración jurídica pro-
veniente de otras ramas jurídicas. Ejemplo 
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da para la adecuación del tipo descrito en el in-
ciso final del artículo 189 del Código Orgánico 
Integral Penal.

3.- La conducta típica.- Los sujetos 
y objeto de la acción nuclear.- 
clase de tipo.- La parte subjetiva 
del tipo doloso.

El tipo de injusto no está compuesto 
sólo de elementos objetivos de naturaleza 
descriptiva o normativa. La acción u omi-
sión subsumible en el tipo no es un simple 
proceso causal ciego, sino un proceso causal 
regido por la voluntad. De ahí se desprende 
que, ya en el ámbito de la tipicidad, debe 
tenerse en cuenta el contenido de esa vo-
luntad (fin, efectos concomitantes, selec-
ción de medios, etc.). Por eso el tipo de in-
justo tiene tanto una vertiente objetiva (el 
llamado tipo objetivo) como subjetiva (el 
llamado tipo subjetivo).
•	 En	la	primera	(tipo	objetivo)	se	incluyen	

todos aquellos elementos de naturaleza 
objetiva que caracterizan objetivamente 
el supuesto de hecho de la norma penal, 
o tipo penal (el sujeto activo, la acción 
u omisión, las formas y medios de la ac-
ción, el resultado, la relación de causali-
dad y los criterios para imputar objetiva-
mente el resultado a la acción u omisión 
el objeto material, etc.). 

•	 En	 la	 segunda	 (tipo	 subjetivo),	 el	 con-
tenido de la voluntad que rige la acción 
(fin, efectos concomitantes y selección 
de medios).

Esta vertiente subjetiva es, a diferencia 
de la objetiva, mucho más difusa y difícil 
de probar, ya que refleja una tendencia o 
disposición subjetiva que se puede deducir, 
pero no observar.

Entre aquellos supuestos en los que el 
fin del autor coincide exactamente con el 
resultado prohibido en el tipo y aquellos 
otros en los que el fin pretendido es absolu-
tamente irrelevante desde el punto de vista 
jurídico-penal, pero en los que se desaprue-
ba la forma de utilización de los medios 
elegidos para conseguir ese fin, hay dife-
rencias evidentes que merecen una distinta 
valoración. De ahí la distinción que debe 
hacerse, ya en el plano de la tipicidad, entre 
tipo de injusto realizado dolosamente y tipo 
de injusto realizado imprudentemente. La 
distinción tiene gran importancia, porque 
cada uno ofrece particularidades dogmáti-
cas propias y por su distinta trascendencia 
social y jurídica.

El delito doloso supone una rebelión 
consciente en contra del bien jurídico pro-
tegido, mientras que la imprudencia es sólo 
una falta de cuidado en la que a veces el su-
jeto ni siquiera se plantea el posible daño al 
bien jurídico; por eso, la realización dolosa 
de un delito siempre se considera más grave 
que la imprudente del mismo delito. 

4.- Concepto de dolo y clases de 
dolo; ausencia del dolo típico y 
error de tipo.

Vale la pena, traer a mención lo dispues-
to en el artículo 26 del Código orgánico In-
tegral Penal, en el que se establece: 

“Actúa con dolo la persona que tiene el desig-
nio de causar daño.”

4.1.- Concepto: Hernando Grisanti, 
dice: “el Dolo es la voluntad consciente, enca-
minada u orientada a la perpetración de un acto 
que la ley prevé como delito.”
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conocimiento más voluntad de realizar de 
lesionar el bien jurídico protegido (dolus 
naturalis). Son por tanto dos los elementos 
que integran el dolo, el elemento intelec-
tual o cognoscitivo y el elemento volitivo.

4.1.1.- Elemento intelectual o 
cognoscitivo

Para actuar dolosamente, el sujeto debe 
saber qué es lo que hace y conocer los ele-
mentos que conforman el hecho típico (p. 
ej., en el caso del homicidio doloso debe 
saber que mata a otra persona; en el hurto, 
que sustrae cosas ajenas sin el consentimien-
to de su dueño, etc.). Ese conocimiento 
constituye un requisito previo a la voluntad 
(no puede querer hacer algo si no se sabe 
primero qué se va a hacer). Pero no es ne-
cesario que el sujeto antes de actuar realice 
una reflexión sobre su futura acción, basta 
con que reconozca que en la situación con-
curren los elementos objetivos descritos en 
el tipo. Por otro lado, no es imprescindible 
que el sujeto tenga un conocimiento exacto 
de cada uno de los elementos típicos, sino 
que es suficiente con que posea un cono-
cimiento aproximado de la significación 
social o jurídica de los elementos del tipo 
(valoración paralela en la esfera del profa-
no). Por ejemplo, en el caso del hurto, no 
es necesario que el sujeto conozca exacta-
mente el significado del concepto de “cosa 
mueble ajena”; basta con que sea consciente 
de que está sustrayendo (“quitando”) un ob-
jeto a su dueño.

Si el sujeto realiza el hecho valorando 
erróneamente alguno de los elementos tí-
picos, habrá error de tipo, cuyos efectos se 
analizan más adelante.

4.1.2.- Elemento volitivo (voluntad)

Para actuar dolosamente no es suficiente 
con el conocimiento de los elementos del 
hecho típico, es preciso querer realizarlo. 
Es la concurrencia de esa voluntad lo que 
fundamenta el mayor desvalor de acción del 
tipo de injusto doloso frente al impruden-
te: quien actúa con dolo se ha decidido en 
contra del bien jurídico protegido en el tipo 
correspondiente. 

4.2.- Clases de dolo: En función de la 
mayor o menor intensidad con que se pre-
senten sus elementos constitutivos, pue-
den identificarse tres clases diferentes de 
dolo: dolo directo o de primer grado, dolo 
indirecto o de segundo grado y dolo even-
tual. El intervalo de pena establecido en el 
correspondiente tipo de injusto se aplica 
igualmente a las tres formas de dolo, de 
modo que, en realidad, la distinción tiene 
relevancia sobre todo a la hora de marcar la 
frontera entre el tipo doloso y el impruden-
te: donde acaba el dolo eventual, comienza 
la imprudencia consciente.

4.2.1.- Dolo directo o de primer 
grado

Suele identificarse con la intención o 
propósito. La finalidad del sujeto que actúa 
con dolo directo coincide exactamente con 
la producción del resultado (ejemplo, un 
terrorista quiere matar a un coronel. Para 
ello pone una bomba lapa en su automóvil).

4.2.2.- Dolo indirecto o de segundo 
grado

La finalidad del sujeto no es producir el 
resultado, pero éste se verifica como conse-
cuencia necesaria de lo querido (en el mismo 



49

#8 - Febrero 2014

Dr
. W

ils
on

 M
er

in
o 

Sá
nc

he
zejemplo, el terrorista no quiere matar al chó-

fer del coronel, pero sabe que para conseguir 
su propósito -matar al coronel con la bom-
ba lapa- tiene que producir inevitablemente 
también la muerte de su chófer).

4.2.3.- Dolo eventual1

Es la forma más débil de dolo, ya que en 
estos supuestos tanto el elemento cognos-
citivo como el volitivo aparecen con me-
nos intensidad. La finalidad del sujeto que 
actúa con dolo eventual, no es producir el 
resultado, pero reconoce la posibilidad de 

que éste se produzca y no obstante sigue 
actuando (el terrorista sabe que la bomba 
lapa puede estallar en mitad de la calle ma-
tando a peatones -resultado que puede o no 
producirse y que no desea-, pero a pesar de 
ello coloca la bomba para destruir un edifi-
cio del gobierno, por ejemplo).

4.3.- Ausencia del dolo típico/
error de tipo.- Si el dolo se entiende como 
el conocimiento del riesgo que representa la 
conducta del sujeto activo de la infracción, 
este no concurrirá en casos de descono-
cimiento o error; error que se denomina 

1 La cuestión esencial respecto del dolo eventual radica en hallar la manera de diferenciarlo de la imprudencia consciente, 
para lo cual se han elaborado diversas teorías:
- Teorías de la representación, de la probabilidad o de la posibilidad.- Ponen el acento en el elemento cognoscitivo del 

dolo, sin que resulte ya relevante el contenido de la voluntad. Exigen para afirmar la concurrencia de dolo eventual 
que el sujeto haya concebido el resultado que no quiere, como probable o posible de producirse y no obstante siga ac-
tuando. Estas teorías presentan como inconveniente el desdibujar la frontera entre el dolo eventual y la imprudencia 
(dolo eventual y culpa consciente se distinguirían sólo por el grado de conocimiento respecto de la probabilidad del 
resultado). Como consecuencia de algunas variantes de estas teorías, está adquiriendo auge en los últimos tiempos en la 
jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo una posición que afirma la presencia de dolo atendiendo sólo al elemento 
cognitivo. En las modalidades más radicales de estas tesis, el mero conocimiento de la peligrosidad de la conducta ya 
sería indicativo de dolo, con lo que se amplía excesivamente el ámbito del tipo de injusto doloso y además se pierde de 
vista el mayor desvalor de acción que posee frente al imprudente.

- Teorías del consentimiento, de la aceptación o de la aprobación.- Ponen el acento en el elemento volitivo del dolo, aunque 
en esta forma aparecería de una manera menos intensa, como “aceptar” o “aprobar” la producción del resultado. Conforme 
a estas teorías, para determinar la concurrencia de dolo eventual se suelen emplear las fórmulas hipotéticas de Frank:
a) hay dolo eventual si el juzgador concluye que el sujeto hubiera actuado de todos modos aunque estuviera seguro de 

que se iba a producir el hecho;
b) hay dolo eventual si el sujeto se dice “pase lo que pase, en todo caso actúo”.

 También estas teorías presentan inconvenientes, pues en la práctica son imaginables supuestos en los que autor tiene en 
cuenta la producción de una hipotético resultado que considera altamente indeseable, porque su producción de hecho le 
impediría alcanzar su objetivo, pero actúa porque de otra manera no puede lograr su objetivo principal; esto es lo que su-
cede, por ejemplo, en el conocido como “caso Lacman”: en una barraca de feria, un tirador inexperto apuesta veinte marcos 
a que podrá alcanzar con un disparo a la bola de cristal que sostiene en la mano una joven, pero con su disparo lesiona 
a ésta. La aplicación estricta de las teorías del consentimiento o de la aceptación llevarían, en estos casos, a negar la 
responsabilidad dolosa del sujeto por la producción de esos resultados concomitantes, en tanto que no los aprobó o aceptó.

 De las diferentes versiones que se han esbozado para determinar la concurrencia del factor volitivo del dolo (“conformarse 
con”, “aceptar”, “tolerar”... ), goza de mayor acogida la que lo describe como una decisión del autor en contra del bien ju-
rídico: Quien incluye en sus cálculos la realización de un tipo reconocida por él como posible, sin que la misma le disuada 
de su plan, se ha decidido conscientemente -aunque sólo sea para el caso eventual y a menudo en contra de sus propias 
esperanzas de evitarlo- en contra del bien jurídico protegido por el correspondiente tipo. Esta decisión por la posible afec-
tación a bienes jurídicos es la que diferencia el contenido de desvalor del dolo eventual frente a la imprudencia consciente 
y la que justifica su más severa punición.
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concreto, a la parte objetiva del tipo penal. 
Hablamos de error cuando la parte objeti-
va del tipo no coincide con la parte subje-
tiva del agente en algún aspecto relevante. 
Puesto que para la imputación se precisa el 
conocimiento de la injuridicidad del hecho 
(además del control sobre su curso). Cabe 
concluir con la aclaración, que el desconoci-
miento al que se hace referencia (que exclu-
ye la imputación) debe ser alusivo a elemen-
tos relevantes del tipo penal acusado.

El error de tipo es:

Invencible: cuando el sujeto ni previó ni 
podría prever cual era la situación real; y,

Vencible: cuando la situación real podría 
ser prevista por el agente si hubiera obser-
vado la debida diligencia.

Referente a este aspecto (error de tipo 
y/o error de prohibición), destacamos que 
aunque en el proyecto de Código Orgáni-
co Integral Penal, se tenía la intención de 
mantener el error de tipo y el error de pro-
hibición, su codificación final promulgada 
en el Registro Oficial de 10 de febrero de 
2014, abandona estas instituciones jurídicas 
y mantiene, únicamente, la ausencia de an-
tijuridicidad, como circunstancia de justifi-
cación de una conducta que siendo típica e 
injurídica, carece del presupuesto de culpa-
bilidad para su autor; en el Código Orgánico 
Integral Penal, se observa en los artículos:

Artículo 30: “No existe infracción penal 
cuando la conducta típica se encuentra justifi-
cada por estado de necesidad o legítima defensa.

Tampoco existe infracción penal cuando se 
actúa en cumplimiento de una orden legítima y 
expresa de autoridad competente o de un deber 
legal.”

Artículo 32: “Existe estado de necesidad 
cuando la persona, al proteger un derecho pro-
pio o ajeno, cause lesión o daño a otra, siempre y 
cuando se reúnan todos los siguientes requisitos: 
1. Que el derecho protegido esté en real y actual 

peligro.
2. Que el resultado del acto de protección no sea 

mayor que la lesión o daño que se quiso evitar.
3. Que no haya otro medio practicable y menos 

perjudicial para defender el derecho”

Artículo 33: “Existe legítima defensa cuan-
do la persona actúa en defensa de cualquier dere-
cho, propio o ajeno, siempre y cuando concurran 
los siguientes requisitos:
1. Agresión actual e ilegítima.
2. Necesidad racional de la defensa.
3. Falta de provocación suficiente por parte de 

quien actúa en defensa del derecho”.
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Introducción

El 13 de enero del 2000 se promul-
ga en el Ecuador el nuevo Código de 

Procedimiento Penal que entró en vigencia 
un año más tarde, el 11 de julio del 2001. 
Me refiero con el adjetivo de nuevo porque 
este Código representa un salto sustancial 
en materia procesal penal para nuestro país. 
Sucede que este Código Adjetivo marca un 
inicio diferente de cómo percibir y actuar 
en el proceso penal. La novedad suponía el 
establecimiento de nuevos mecanismos con 
la bandera de la oralidad en la sustanciación 
de las causas.

Por entonces aquella medida ya obedeció 
a un reclamo de parte de la ciudadanía que 
expresaba su descontento y desconfianza 
cuando de justicia se trataba. Así se introdu-
jo la oralidad en determinadas diligencias, 
como un mecanismo para agilitar el demo-
rado trámite que suponía “litigar por escri-

to”. Con algunas deficiencias y ante muchas 
críticas, este Código Adjetivo sufrió en los 
años posteriores al 2001, algunas reformas 
que fueron elaboradas sobre las prácticas y 
experiencias diarias en los juzgados y tribu-
nales de la República. En materia de pro-
cedimientos, a la par del trámite ordinario, 
aparecen junto al procedimiento abreviado, 
el simplificado, los mismos que contenían 
una filosofía de eficiencia en la administra-
ción de justicia.

Estas formas alternas al procedimiento 
ordinario, han dado apenas la pauta para 
considerar nuevos procedimientos, los mis-
mos que se han incorporado al Código Or-
gánico Integral Penal (COIP), con una re-
forma sustancial, el directo y el expedito.2 
Hay que recalcar que los dos primeros son 
aplicables para delitos mientras el último, 
lo será exclusivamente para contravencio-
nes. ¿Pero cuáles fueron los fundamentos 
para crear estos procedimientos?

1 El artículo femenino se entenderá incorporado a lo largo de este ensayo, sin perjuicio de que por armonía conste sola-
mente el masculino: así por ejemplo cuando se lea el fiscal, por citar sólo un ejemplo, se entenderá también la fiscal, etc.

2 No se ha hecho referencia, por tener otra naturaleza, al procedimiento especial que se utilizará para el ejercicio priva-
do de la acción penal, previsto desde el artículo 647 al 651 del COIP. 
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al Había manifestado que la aceptación de 
un modelo procesal acusatorio a inicios del 
siglo XXI, respondió prematuramente a un 
descontento por parte de la ciudadanía en 
cuanto al despacho de causas. Ocho años 
después, con la Constitución del 2008, el 
Ecuador da un vuelco en materia de dere-
chos humanos, giro que supuso un nuevo 
reto: ajustar toda la legislación existente al 
mencionado cuerpo constitucional.

Entonces el estado, después de una au-
ditoria minuciosa se percata de una reali-
dad palpable desde años atrás. Un sistema 
de justicia penal deficiente, sin respuestas 
frente a las expectativas de los ciudadanos, 
causas penales que demoraban años en re-
solverse, desaprovechamiento de recursos 
del estado, escaso número de sentencias en 
comparación con el grueso número de de-
nuncias planteadas. Todos estos hechos des-
embocan irremediablemente en impunidad, 
“que es una circunstancia que pone de relieve la 
ineficacia del sistema estatal, ya que no garan-
tiza un acceso efectivo a la justicia, no protege 
los derechos, más bien permite que se vulneren de-
rechos constitucionales de las personas. La falta 
de sanción a los responsables de violaciones de los 
derechos constitucionales y la escasez de procesos 
serios de investigación, producen impunidad” 3, lo 
que a su vez genera en el imaginario social 
la desconfianza en la justicia, por lenta, co-
rrupta e ineficiente. A esto hay que agregar, 
el problema a nivel regional de la pena ade-
lantada conocida como prisión preventiva, 
fenómeno que frecuentemente sitúa a los 
estados en una posición incómoda.

La política de estado conmina, por me-
dio de estos procedimientos especiales, a 

separar los delitos más graves de los que no 
lo son, tomando en cuenta que los primeros 
merecerán por parte del estado, una mayor 
inversión de recursos materiales e intelec-
tuales4 que los segundos. Por ejemplo, el 
procedimiento abreviado atenderá infrac-
ciones sancionadas con una pena máxima 
privativa de libertad de hasta diez años, 
mientras el procedimiento directo proce-
derá frente a los delitos flagrantes sancio-
nados con una pena máxima privativa de 
libertad de hasta cinco años.

Otra virtud de estos procedimientos es 
sin duda el factor tiempo. El beneficio direc-
to que se busca combatir directamente es la 
prisión preventiva, fenómeno que siempre 
se contrapone a la presunción de inocencia. 
Se espera definir la situación jurídica de la 
persona detenida, en menos de 20 días, sea 
condenando o ratificando su inocencia; a la 
vez se cumple con lo establecido en el ar-
tículo 8.1 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos que dice: “1. Toda per-
sona tiene derecho a ser oída, con las de-
bidas garantías y dentro de un plazo razo-
nable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación 
de cualquier acusación penal formulada 
contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, labo-
ral, fiscal o de cualquier otro carácter.”

Finalmente, señalar que no se trata de 
una pugna como sí de una armonía entre efi-
cacia-eficiencia de la administración de jus-
ticia y las garantías de las personas procesa-
das, pues como se explicará a continuación, 
los fines que se persiguen con la aplicación 

3 Sentencia No. 0001-09-SCN-CC, Caso No. 0002-08-CN, de la Corte Constitucional para el periodo de transición, 
pág. 35.   

4 En relación a que no es lo mismo resolver un caso de violación o asesinato frente a uno contra la propiedad.
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code estos procedimientos son prácticos, pues 
ayudan a descongestionar las causas penales, 
disminuir la morosidad judicial, atacar la pri-
sión preventiva, restaurar la paz mediante la 
resolución del conflicto social, que implica 
el cometimiento de un delito, resolviendo 
de manera ágil la situación de procesado y 
víctima. Ivannia Delgado y Alfredo Araya 
dicen: “Eficiencia y garantía son dos principios 
básicos del sistema jurídico que pueden y deben 
convivir. El desafío consiste en lograr su armonía, 
y no la prioridad de un modelo en detrimento del 
otro. Desde luego, esa búsqueda de eficiencia y efi-
cacia de la Administración de Justicia no puede 
desbordar el marco de las garantías fundamen-
tales [...]” 5. La aspiración final es devolverle 
a todos los (as) ciudadanos (as) la confianza 
en la justicia cumpliendo con lo establecido 
en el artículo 169 de la Constitución de la 
República: “El sistema procesal es un medio para 
la realización de la justicia. Las normas procesa-
les consagrarán los principios de simplificación, 
uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y 
economía procesal, y harán efectivas las garantías 
del debido proceso. No se sacrificará la justicia 
por la sola omisión de formalidades”

El Código Integral Penal (COIP), incor-
pora además del procedimiento ordinario, 
procedimientos especiales, los mismos que 
se clasifican en:

1.- Procedimiento Abreviado;
2.- Procedimiento Directo;
3.- Procedimiento Expedito:

3.1 De contravenciones penales;
3.2 Para la contravención hacia la mu-

jer o miembros del núcleo familiar;
3.3 Para contravenciones de tránsito;  

4.- Para el ejercicio de la acción 
penal.

Del Procedimiento Abreviado y sus 
características.-

Analizado el COIP, encontramos que 
el Procedimiento Abreviado se encuentra 
en los artículos 635, 636, 637, 638 y 639. 
Como pueden observar, el Código de Proce-
dimiento Penal ya contenía el Procedimien-
to Abreviado, sin embargo, existen algunos 
cambios significativos, por ejemplo, antes, la 
aplicación del procedimiento abreviado pro-
cedía en todos los delitos o tentativa, siem-
pre y cuando la pena privativa de libertad sea 
hasta cinco años, mientras que ahora, con el 
Código Orgánico Integral Penal, se amplía 
enormemente, por cuanto, la aplicación de 
este procedimiento procede en todas las in-
fracciones sancionadas con una pena privati-
va de la libertad de hasta diez años, de mane-
ra que, una gran cantidad de delitos, podrían 
sujetarse a este procedimiento, logrando la 
resolución y la consecuente imposición de 
la pena en forma inmediata, ahorrándose re-
cursos de toda índole.

Se han establecido ciertas reglas para la 
aplicación del procedimiento abreviado ta-
les como:
- Es aplicable en aquellas infracciones san-

cionadas con pena privativa de libertad de 
hasta diez años. 

- El fiscal es quien debe presentar la pro-
puesta de aplicación del Procedimiento 
Abreviado.

- La aplicación de este procedimiento pue-
de realizarse desde la audiencia de for-
mulación de cargos hasta la audiencia de 
evaluación y preparatoria de juicio. 

- Constituye una condición fundamental 

5 Ivannia Delgado y Alfredo Araya, Procedimiento de flagrancias en Costa Rica: Surgimiento, procedimiento y críticas, s/n. En 
http://new.pensamientopenal.com.ar/sites/default/files/2011/09/doctrina03.pdf
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al la aceptación del hecho de forma libre y 
voluntaria, así como la aplicación de este 
procedimiento sin presión de ninguna 
naturaleza hacia el procesado, situación 
que deberá ser acreditado por el defensor 
público o su defensor particular. 

- Pueden existir varios procesados y no 
constituye un obstáculo  para la aplicación 
de este procedimiento.

- La pena acordada en ningún caso será su-
perior o más grave a la que fuere sugerida 
por el fiscal.

Trámite del Procedimiento Abreviado.-

El trámite a seguirse para la aplicación 
del procedimiento abreviado, se resume en 
lo siguiente:
- El fiscal es el que plantea la aplicación del 

procedimiento abreviado tanto al proce-
sado como a su abogado defensor, acep-
tado que sea, se procederá con el acuerdo 
sobre la calificación jurídica del hecho 
punible y la pena. Esta última, será el re-
sultado del análisis de los hechos imputa-
dos y aceptados, para lo cual se tomará en 
cuenta la aplicación de las circunstancias 
atenuantes conforme lo prevé el COIP. 
La rebaja no podrá ser menor al tercio de 
la pena mínima prevista en el tipo penal. 
En este proceso el defensor del procesado 
tiene la obligación ineludible de explicar 
de forma clara y sencilla, en términos en-
tendibles en que consiste este procedi-
miento y las consecuencias de aceptarlo. 

- Luego de aquello, el fiscal solicitará al juz-
gador competente en forma escrita u oral, 
el sometimiento del procesado a este pro-
cedimiento abreviado, acreditando los re-
quisitos que se han expuesto, así como la 
determinación de la pena reducida que se 

hubiere acordado. Si la petición se presen-
ta en forma oral en una de esas audiencias, 
se sustanciará en la misma sin más dilacio-
nes este procedimiento abreviado.

Audiencia.- El juez competente para 
conocer y tramitar este procedimiento es 
el juez de garantías penales, conforme lo 
prescrito en el artículo 225.5 del Código 
Orgánico de la Función Judicial6.

Recibida la solicitud del fiscal, el juez 
de garantías penales, convocará a audien-
cia oral y pública, a los sujetos procesales 
dentro de las 24 horas siguientes. En esta 
diligencia se definirá si se acepta o se re-
chaza este procedimiento.

Al ser aceptada se instalará en forma in-
mediata la audiencia y se dictará sentencia 
condenatoria. Cabe resaltar, que en esta 
audiencia el o la juez escuchará al  fiscal y 
consultará obligatoriamente al procesa-
do su conformidad con este procedimiento 
y todas las consecuencias que la aceptación 
le representará.

De la misma forma, la víctima podrá asis-
tir a la audiencia y tendrá derecho a ser es-
cuchada. En seguida el juzgador concederá 
la palabra al fiscal para que presente los he-
chos de la investigación y la fundamentación 
jurídica, para luego conceder la palabra al 
procesado, quien deberá manifestar expre-
samente su aceptación al procedimiento.

Concluida que sea la audiencia, el juz-
gador dictará su resolución que incluirá la 
aceptación del acuerdo sobre la calificación 
del hecho punible, la pena solicitada por el 
fiscal (nunca superior o más grave a la pe-
dida por él) y la reparación integral de la 
víctima, de ser el caso. 

6 Art. 225.- Competencia.- Las y los jueces de garantías penales, además de las competencias atribuidas en el Código 
Orgánico Integral Penal, son competentes para: 5.- Sustanciar y resolver los procedimientos abreviados y directos.



55

#8 - Febrero 2014

Dr
a.

 M
ar

ia
na

 Y
um

ba
y 

Ya
lli

coSi el juzgador considera que algún re-
quisito no se cumple, rechazará este pro-
cedimiento, enviando el proceso a que se 
ventile en trámite ordinario. Este acuerdo 
no podrá ser utilizado como prueba.

Finalmente, considero pertinente seña-
lar que de acuerdo al COIP, en los casos  
que la solicitud de procedimiento abreviado 
se presente en la audiencia de calificación 
de flagrancia, formulación de cargos o en 
la audiencia preparatoria de juicio, se po-
drá adoptar el procedimiento abreviado en 
la misma diligencia, sin que sea necesario 
convocar a una nueva audiencia, aplicándo-
se de esta forma el principio de economía 
procesal, así como atender en forma opor-
tuna las peticiones de los sujetos procesales, 
siendo uno de los postulados del sistema de 
administración de justicia.

Del Procedimiento Directo

El procedimiento directo tiene por ob-
jeto concentrar todas las etapas del proceso 
en una sola diligencia (Instrucción, Evalua-
ción y preparatoria de juicio y el Juicio)7,  
tomando en cuenta ciertas reglas básicas 
para la aplicación de este procedimiento.

Condiciones.-
- La aplicación del procedimiento directo 

procede en casos de delitos flagrantes, 
siempre y cuando la pena privativa de li-
bertad sea máxima de 5 años.

- También para delitos contra la propiedad, 
cuyo monto no exceda de 30 salarios bá-
sicos unificados del trabajador en general 
(USD. 10.200), cuando fuere declarado 
como delito flagrante.

Prohibición.- El procedimiento directo 

no es aplicable en los siguientes casos: 
- Infracciones contra la eficiente adminis-

tración pública o que afecten intereses del 
Estado.

- En los delitos contra la inviolabilidad de 
la vida, integridad, libertad personal con 
resultado de muerte.

- Delitos contra la integridad sexual y re-
productiva.

- Delitos de violencia contra la mujer o 
miembros del núcleo familiar.

Trámite para la aplicación del Proce-
dimiento Directo.-

El artículo 527 del COIP, al referirse al 
delito flagrante señala: “La persona que come-
te el delito en presencia de una o más personas o 
cuando se la descubre inmediatamente después de 
su supuesta comisión, siempre que exista una per-
secución ininterrumpida desde el momento de la 
supuesta comisión hasta la aprehensión, así mismo 
cuando se encuentre con armas, instrumentos, el 
producto del ilícito, huellas o documentos relati-
vos a la infracción recién cometida. No se podrá 
alegar persecución ininterrumpida si han transcu-
rrido más de veinticuatro horas entre la comisión 
de la infracción y la aprehensión”; con este ante-
cedente cabe señalar que, el procedimiento 
directo procede una vez que sea calificada la 
flagrancia, la que será en audiencia pública; 
posteriormente, el juez de garantías penales, 
señalará día y hora para la audiencia de juicio 
en un plazo máximo de 10 días.

Las partes procesales  pueden anunciar 
las pruebas por escrito hasta 3 días antes de 
celebrarse la audiencia, esto con la finalidad 
de cumplir con el principio constitucional 
de contradicción y el derecho de las partes 
de conocer las pruebas que se van a presen-
tar y la igualdad de las armas.

7 Véase el Art. 589 del Código Orgánico Integral Penal, publicado en el Suplemento del Registro oficial No. 180 del 
lunes 10 de febrero del 2014.
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al En los casos en que el procesado o pro-
cesada no asista a la audiencia, el juez podrá 
disponer su detención con la finalidad de 
que asista a la diligencia antes señalada (si 
no se puede ejecutar la detención se pro-
cederá según las reglas de este código) 
(Art. 563.11.14.15 COIP).

Iniciada que fuere la diligencia antes 
anotada, ésta podrá ser suspendida, por 
una sola vez a petición de parte o de ofi-
cio, en cualquiera de los dos casos, deberá 
existir la debida motivación, conforme a lo 
prescrito en la Constitución de la República 
del Ecuador en el artículo 76.7.l):

“Las resoluciones de los poderes públicos 
deberán ser motivadas. No habrá motivación 
si en la resolución no se enuncian las normas 
o principios jurídicos en que se funda y no se 
explica la pertinencia de su aplicación a los 
antecedentes de hecho. Los actos administrati-
vos, resoluciones o fallos que no se encuentren 
debidamente motivados se considerarán nulos. 
Las servidoras o servidores responsables serán 
sancionados.”

De manera que al no ser motivada la deci-
sión de suspensión de la diligencia, puede ser 
objeto de nulidad constitucional, que podrá 
ser alegada por cualquiera de las partes.

Al contrario de suspenderse en forma 
motivada, en la misma diligencia se auto 
convocará a la reinstalación de la audiencia 
a fin de continuar. Esta suspensión no podrá 
exceder de 15 días a partir del inicio.

Al concluir la audiencia del procedimien-
to directo, el juzgador concluirá declarando 

la responsabilidad o a su vez ratificando su 
estado de inocencia del procesado; esta de-
cisión podrá ser apelada ante la Corte Pro-
vincial de Justicia respectiva.

Procedimiento Expedito

Este procedimiento es aplicable para 
tres tipos de contravenciones:
- Contravenciones penales
- Contravenciones de tránsito (Arts. 383 

hasta 392)
- Contravenciones contra la mujer o miem-

bros del núcleo familiar8 (Art.159).

En lo referente a las contravenciones pe-
nales y de tránsito, se puede decir que la 
particularidad es que la situación se resol-
verá en una sola audiencia, donde víctima 
y  el denunciado, en primer lugar, podrán 
lograr la conciliación frente al juzgador de 
contravenciones, excepto en los casos de 
violencia contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar, sin embargo, en los demás 
casos en que se llegare a conciliar harán co-
nocer el acuerdo al que han llegado para 
que el juzgador ponga fin al proceso, esto 
es, ordenando el archivo de la causa.

1.- Características del 
Procedimiento expedito de 
contravenciones penales.-

Se aplicarán a petición de parte, por lo 
que, el juzgador deberá notificar a través de 
los servidores respectivos al denunciado, fi-
jando día y hora para la audiencia de juzga-
miento, señalando la obligación que tiene de 

8 COIP, Art. 155 inciso II.- Se consideran miembros del núcleo familiar a la o al cónyuge, a la pareja en unión de hecho o 
unión libre, conviviente, ascendientes, descendientes, hermanas, hermanos, parientes hasta el segundo grado de afini-
dad y personas con las que se determine que el procesado o la procesada mantenga o haya mantenido vínculos familiares, 
íntimos, afectivos, conyugales, de convivencia, noviazgo o de cohabitación.
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coejercer su derecho a la defensa; esta diligen-
cia se realizará en un plazo máximo de diez 
días, así mismo, hasta tres días antes de la 
realización de la audiencia, las partes anun-
ciaran las pruebas por escrito, esto siempre 
que la contravención no sea flagrante, en 
cuyo caso se sustanciará en la audiencia úni-
ca, por cuanto, si una persona es sorprendi-
da en delito flagrante de una contravención, 
será aprehendida y trasladada en forma in-
mediata ante el juez respectivo para su juz-
gamiento, diligencia en la que se anunciaran 
las pruebas.

En caso de ausencia del procesado a la 
audiencia de juzgamiento, el juez de contra-
venciones dispondrá la detención,  misma 
que no podrá exceder de las veinte y cuatro 
horas, esto contribuye al máximo respeto 
de uno de los derechos consagrados en la 
Constitución de la República, que nadie 
puede estar detenido por más de 24h00 sin 
formula de juicio.

Al concluir la audiencia de juzgamiento, 
el juez tiene la obligación de dictar la sen-
tencia sea condenatoria o absolutoria, de-
cisión que puede ser apelada ante la Corte 
Provincial. 

Otro elemento que hay que considerar, es 
que si el juez en el proceso de juzgamien-
to de la contravención penal, encuentra que 
el caso sometido a su conocimiento se trata 
de un delito, éste se abstendrá de conocer y 
remitirá a la fiscalía para la correspondiente 
investigación, de la misma forma, el juez se 
encuentra facultado a rechazar cualquier for-
ma de entorpecer la tramitación de la causa.

2.- Características del Procedi-
miento Expedito para la contraven-
ción hacia la mujer o miembros del 
núcleo familiar.-

Antecedentes.-

La Constitución del Ecuador, dentro de 
los Derechos de Protección, en su artículo 
81 establece textualmente:

“La ley establecerá procedimientos espe-
ciales y expeditos para el juzgamiento y san-
ción de los delitos de violencia intrafamiliar, 
sexual, crímenes de odio y los que se come-
tan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, 
personas con discapacidad, adultas mayores y 
personas que, por sus particularidades requie-
ren una mayor protección. Se nombrarán fis-
cales y defensoras o defensores especializados 
para el tratamiento de estas causas, de acuer-
do con la ley”.

Con este marco constitucional, el COIP 
incorpora en su normativa tres tipos pe-
nales y una contravención hacia la mujer 
o miembros del núcleo familiar9, toda vez 
que el legislador ha considerado que las 
personas descritas suelen ser las más vulne-
rables dentro de los hogares, además, por lo 
general este tipo de agresiones permanecen 
en la clandestinidad, producto de una socie-
dad que ha sembrado sus raíces en una cul-
tura machista y patriarcal, sobre la cual hoy, 
en tiempos de cambio, se pretende dibujar 
igualdad y respeto.

9 Artículo 159.- Violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar.- La persona que hiera, lesione 
o golpee a la mujer o miembros del núcleo familiar, causándole lesiones o incapacidad que no pase de tres días, será 
sancionada con pena privativa de libertad de siete a treinta días.
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al En ese contexto, el legislador ha instau-
rado para el caso de la contravención creada 
hasta el momento, un procedimiento espe-
cial al que ha categorizado como expedito. 
Dejando de lado los beneficios naturales de 
este procedimiento, que no son menores, 
como: la celeridad y la especificación de una 
metodología clara para el juzgador; lo verda-
deramente destacable es el desarrollo de un 
tratamiento adecuado para la/s víctima/s, 
que se encontraran en el medio de un cír-

culo de defensa compuesto por el agente de 
policía, el profesional de la salud, cualquier 
persona que denuncia la contravención y el 
mismo juez. Además, señalar la aplicabilidad 
de las medidas de protección reguladas en el 
artículo 558 del COIP10. Con estas premisas 
paso a explicar el procedimiento.

Competencia.- Los competentes para 
conocer este tipo de contravenciones son 
los siguientes:

10 Artículo 558.- Modalidades.- Las medidas de protección son:
1. Prohibición a la persona procesada de concurrir a determinados lugares o reuniones.
2. Prohibición a la persona procesada de acercarse a la víctima, testigos y a determinadas personas, en cualquier lugar 

donde se encuentren.
3. Prohibición a la persona procesada de realizar actos de persecución o de intimidación a la víctima o a miembros del 

núcleo familiar por sí mismo o a través de terceros.
4. Extensión de una boleta de auxilio a favor de la víctima o de miembros del núcleo familiar en el caso de violencia 

contra la mujer o miembros del núcleo familiar.
5. Orden de salida de la persona procesada de la vivienda o morada, si la convivencia implica un riesgo para la segu-

ridad física, psíquica o sexual de la víctima o testigo.
6. Reintegro al domicilio a la víctima o testigo y salida simultánea de la persona procesada, cuando se trate de una 

vivienda común y sea necesario proteger la integridad personal de estos.
7. Privación a la persona procesada de la custodia de la víctima niña, niño o adolescente o persona con discapacidad 

y en caso de ser necesario nombramiento a una persona idónea como su tutora, tutor o curadora o curador, de 
acuerdo con las normas especializadas en niñez y adolescencia o el derecho civil, según corresponda.

8. Suspensión del permiso de tenencia o porte de armas de la persona procesada si lo tiene o retención de las mismas.
9. Ordenar el tratamiento respectivo al que deben someterse la persona procesada o la víctima y sus hijos menores 

de dieciocho años, si es el caso.
10. Suspensión inmediata de la actividad contaminante o que se encuentra afectando al ambiente cuando existe riesgo 

de daño para las personas, ecosistemas, animales o a la naturaleza, sin perjuicio de lo que puede ordenar la auto-
ridad competente en materia ambiental.

11. Orden de desalojo, para impedir invasiones o asentamientos ilegales, para lo cual se deberá contar con el auxilio 
de la fuerza pública.

 La medida de desalojo también podrá ser ordenada y practicada por el Intendente de Policía, cuando llegue a su 
conocimiento que se está perpetrando una invasión o asentamiento ilegal, e informará de inmediato a la o el fiscal 
para que inicie la investigación correspondiente.

12. Cuando se trate infracciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, además de las medi-
das cautelares y de protección prevista en este Código, la o el juzgador fijará simultáneamente una pensión que 
permita la subsistencia de las personas perjudicadas por la agresión de conformidad con la normativa sobre la 
materia, salvo que ya tenga una pensión. En caso de delitos relativos a violencia contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar, delitos de integridad sexual y reproductiva e integridad y libertad personal, trata de personas, la 
o el fiscal de existir méritos, solicitará urgentemente a la o al juzgador, la adopción de una o varias medidas de 
protección a favor de las víctimas, quien de manera inmediata deberá disponerlas. Cuando se trate de contraven-
ciones de violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, la o el juzgador de existir méritos, dispondrá 
de forma inmediata una o varias medidas señaladas en los numerales anteriores. Los miembros de la Policía Na-
cional deberán dispensar auxilio, proteger y transportar a las víctimas de violencia contra la mujer o miembros 
del núcleo familiar y elaborar el parte del caso que será remitido dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 
autoridad competente.
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o miembros del núcleo familiar del can-
tón donde se cometió la infracción o 
del domicilio de la víctima; 

2.- A falta de éste lo hará el juez de la fami-
lia, mujer, niñez y adolescencia;

3.- A falta del Juez de la Familia, mujer, ni-
ñez y adolescencia, resolverá el juez de 
contravenciones.

El juzgador conocerá estas contraven-
ciones mediante denuncia de cualquier 
persona, natural o jurídica, aunque lo más 
común es que la misma provenga directa-
mente de la víctima o de las personas que 
según el artículo 422 del COIP, están obli-
gadas a hacerlo, como son los profesionales 
de la salud de establecimientos públicos o 
privados que hayan atendido a una víctima.

Sobre las medidas de protección.-

En este tipo de contravenciones, las me-
didas de protección del artículo 558 del 
COIP, juegan un papel preponderante. Por 
lo que, una vez que el juzgador conozca de 
una contravención, dispondrá una o varias 
de esas medidas, (además receptará el tes-
timonio anticipado de la víctima y testigos, 
ordenará la práctica de exámenes periciales 
y demás diligencias probatorias que el caso 
requiera.), cuyo cumplimiento será vigila-
do por él, valiéndose de la Policía Nacional. 
De manera simultánea el juzgador fijará la 
pensión de alimentos, que mientras dure la 
medida de protección, el infractor/a debe-
rá satisfacer a la/s víctima/s, siempre que 
no cuenten con la misma.

En caso de que se incumplan, tanto las 
medidas de protección como el pago de 
alimentos, el juzgador remitirá los antece-
dentes a la fiscalía para que se investigue la 

responsabilidad penal por incumplimiento 
de decisiones legítimas de autoridad. Estas 
medidas de protección subsistirán hasta que 
el juzgador competente conozca el proceso 
y de manera expresa las modifique o revo-
que, siempre en audiencia. 

Si el juzgador observa que se trata de un 
delito, deberá inhibirse de conocer el proceso y 
remitir el expediente a la fiscalía para fines in-
vestigativos, sin perjuicio de ordenar las me-
didas de protección que crea convenientes, 
las mismas que deberán ser modificadas, re-
vocadas o ratificadas sólo por el juzgador de 
garantías penales. Adicionalmente, se puede 
ordenar el allanamiento o quebrantamiento de 
puertas y cerraduras cuando deba recuperarse a la 
víctima o a sus familiares, para sacar al agresor 
de la vivienda o del lugar donde se encuen-
tre, para aplicar las medidas de protección, 
y en caso de flagrancia para que el presunto 
infractor comparezca a la audiencia.

De la audiencia.-

Como se explicó en líneas anteriores, 
existen dos posibilidades. La primera, es 
que el juzgador por denuncia conozca la 
contravención, en ese caso notificará al pre-
sunto infractor para que acuda a la audien-
cia de juzgamiento, que tendrá lugar máxi-
mo dentro de los 10 días posteriores a la 
notificación.

El segundo caso sucede, cuando la con-
travención es por delito flagrante, en cuyo 
evento se realizará la audiencia en forma 
inmediata. La misma se podrá diferir única-
mente por una sola vez, siempre que exista 
una solicitud expresa y conjunta de las par-
tes, señalando  día y hora que no excede-
rán los 15 días desde la fecha de inicio. No 
podrá celebrarse la audiencia en ausencia 
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al del presunto infractor o su defensor. El juez 
podrá ordenar la detención del primero,  
misma que tendrá como único fin, asegu-
rar la  comparecencia a la audiencia, por lo 
que dicha detención no podrá exceder de 
24 horas por así disponer la Constitución 
de la República del Ecuador.

La prueba.-

Los certificados presentados por el pre-
sunto infractor y los peritajes que sean rea-
lizados en centros de salud u hospitalarios 
y los realizados por los profesionales téc-
nicos de los juzgados de violencia contra 
la mujer y la familia, una vez incorporados 
al proceso, serán valorados por el juzgador 
sin que sea necesario la comparecencia, en 
la audiencia, de las personas que lo elabo-
raron. Además, el juzgador requerirá, si el 
caso amerita, la copia del registro de aten-
ción elaborada por el profesional de la salud 
que atendió directamente a la víctima. Se 
evitará la re victimización.

La sentencia será oral y motivada y una 
vez  incorporadas las formalidades necesa-
rias, ésta será notificada a los sujetos pro-
cesales, quienes podrán apelar la sentencia 
ante la Corte Provincial.

Tal como señala el Código Orgánico In-
tegral Penal, la Policía juega un rol funda-
mental, ésta están obligados a ejecutar las 
medidas de protección, dispensar auxilio, 
proteger y trasportar a las víctimas. Ade-
más, una vez que conozcan los hechos, de-
berán realizar el parte respectivo dentro de 
las 24 horas del incidente y comparecerán 
de manera obligatoria a la audiencia.

Del Procedimiento para 
Contravenciones de Tránsito.

Características.-

Podrán ser sometidas al trámite del pro-
cedimiento expedito todas las contraven-
ciones de tránsito sean estas flagrantes o no. 

La persona que ha sido citada por una 
contravención de tránsito, tiene el térmi-
no de tres días para impugnar dicha boleta,  
contado a partir de la citación; tal impugna-
ción la realizará compareciendo ante el juez 
competente con la copia de la boleta.

El juez juzgará la contravención en una 
sola audiencia que para el efecto será con-
vocada, en ésta se presentarán todas las 
pruebas que consideren pertinentes y se 
dictará la correspondiente sentencia, esto 
es, condenando o absolviendo al citado; 
esta decisión podrá ser apelada ante la Cor-
te Provincial de Justicia, únicamente cuan-
do la pena sea  de privación de  libertad.

Cuando se trate de contravenciones fla-
grantes, el contraventor será puesto a ór-
denes del juez de turno dentro de las vein-
ticuatro horas siguientes, a fin de que en 
una sola audiencia sea juzgado, diligencia a 
la que concurrirá el agente de tránsito que 
hubiere tomado procedimiento en la causa.

Del Procedimiento para el ejercicio 
de la acción penal y sus características.-

Quien acuse por cualquiera de los de-
litos de ejercicio privado de la acción pe-
nal, debe proponer por sí sola o mediante 
apoderado una querella por escrito, ante un 
juez de garantías penales cumpliendo con 
los requisitos establecidos en el Art. 647 
del COIP.
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medidas cautelares y podrán concluir por 
abandono, desistimiento, remisión o cual-
quier otra forma permitida en el COIP.

Con respecto a la audiencia de concilia-
ción y juzgamiento.-

Concluidos los 6 días mencionados, 
el juzgador señalará día y hora para la au-
diencia final en la que se podrá llegar a una 
conciliación que  ponga fin  al proceso. Si 
no existe el acuerdo, el querellante forma-
lizará su querella y las partes presentarán 
sus testigos, sometiéndose éstos a los in-
terrogatorios y contrainterrogatorios res-
pectivos. El juzgador podrá solicitar expli-
caciones a los mismos. Luego se procederá 
al debate entre las partes garantizando el 
derecho a la réplica. Ante la ausencia del 
querellado se puede continuar con la au-
diencia que terminará con una sentencia. 
De ser el caso, el juzgador podrá declarar a 
la querella de temeraria o maliciosa. En el 
primer caso, el condenado pagará las costas 
procesales, así como la reparación integral 

que corresponda; mientras en el segundo, 
el querellado podrá iniciar la acción penal 
correspondiente.

En caso de que el querellante no asista 
injustificadamente a la audiencia, el juzga-
dor de oficio declarará desierta la querella, 
sin perjuicio de que se declare maliciosa o 
temeraria. El abandono podrá ser declarado 
a petición del querellado, pero el juzgador 
deberá calificar si la querella ha sido ma-
liciosa o temeraria. También se entenderá 
abandonada la querella si el querellante deja 
de impulsarla por 30 días contados desde la 
última petición.

Conclusión.-

Los procedimientos descritos consti-
tuyen una herramienta fundamental para 
garantizar el respeto de los derechos de 
las personas y al mismo tiempo, responder 
en la práctica, por una justicia, oportuna, 
ágil y eficiente que la ciudadanía recla-
ma. Principios11 como el de inmediación, 
contradicción, oralidad, sólo por mencionar 

11 Artículo 5.- Principios procesales.- El derecho al debido proceso penal, sin perjuicio de otros establecidos en la 
Constitución de la República, los instrumentos internacionales ratificados por el Estado u otras normas jurídicas, se 
regirá por los siguientes principios:
1. Legalidad: no hay infracción penal, pena, ni proceso penal sin ley anterior al hecho. Este principio rige incluso 

cuando la ley penal se remita a otras normas o disposiciones legales para integrarla.
2. Favorabilidad: en caso de conflicto entre dos normas de la misma materia, que contemplen sanciones diferentes 

para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa aun cuando su promulgación sea posterior a la infracción.
3. Duda a favor del reo: la o el juzgador, para dictar sentencia condenatoria, debe tener el convencimiento de la 

culpabilidad penal de la persona procesada, más allá de toda duda razonable.
4. Inocencia: toda persona mantiene su estatus jurídico de inocencia y debe ser tratada como tal, mientras no se 

ejecutoríe una sentencia que determine lo contrario.
5. Igualdad: es obligación de las y los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los intervinientes en el de-

sarrollo de la actuación procesal y proteger especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancias de vulnerabilidad.

6. Impugnación procesal: toda persona tiene derecho a recurrir del fallo, resolución o auto definitivo en todo 
proceso que se decida sobre sus derechos, de conformidad con lo establecido en la Constitución de la República, 
los instrumentos internacionales de derechos humanos y este Código.

7. Prohibición de empeorar la situación del procesado: al resolver la impugnación de una sanción, no se 
podrá empeorar la situación de la persona procesada cuando esta es la única recurrente.
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al tres, se ven maximizados en estos procedi-
mientos que de paso satisfacen el principio 
principal del derecho penal, como es el de 
legalidad, estableciendo procedimientos 
claros y precisos para juzgar delitos y con-
travenciones.

Los jueces y juezas somos garantistas de 
los derechos de toda la ciudadanía, en tal 

virtud, la aplicación de cualquiera de estos 
procedimientos no deben constituirse en 
mecanismos para vulnerar derechos de los 
sujetos procesales, sino que, siempre se ac-
tuará precautelando el respeto a los derechos 
y garantías contempladas tanto en la norma 
constitucional y los instrumentos internacio-
nales, los mismos que son irrenunciables.

8. Prohibición de autoincriminación: ninguna persona podrá ser obligada a declarar contra sí misma en asuntos 
que puedan ocasionar su responsabilidad penal.

9. Prohibición de doble juzgamiento: ninguna persona podrá ser juzgada ni penada más de una vez por los 
mismos hechos. Los casos resueltos por la jurisdicción indígena son considerados para este efecto. La aplicación de 
sanciones administrativas o civiles derivadas de los mismos hechos que sean objeto de juzgamiento y sanción penal 
no constituye vulneración a este principio.

10. Intimidad: toda persona tiene derecho a su intimidad personal y familiar. No podrán hacerse registros, allana-
mientos, incautaciones en su domicilio, residencia o lugar de trabajo, sino en virtud de orden de la o el juzgador 
competente, con arreglo a las formalidades y motivos previamente definidos, salvo los casos de excepción pre-
vistos en este Código.

11. Oralidad: el proceso se desarrollará mediante el sistema oral y las decisiones se tomarán en audiencia; se utili-
zarán los medios técnicos disponibles para dejar constancia y registrar las actuaciones procesales; y, los sujetos 
procesales recurrirán a medios escritos en los casos previstos en este Código.

12. Concentración: la o el juzgador concentrará y realizará la mayor cantidad de actos procesales en una sola au-
diencia; cada tema en discusión se resolverá de manera exclusiva con la información producida en la audiencia 
destinada para el efecto.

13. Contradicción: los sujetos procesales deben presentar, en forma verbal las razones o argumentos de los que se 
crean asistidos; replicar los argumentos de las otras partes procesales; presentar pruebas; y, contradecir las que 
se presenten en su contra.

14. Dirección judicial del proceso: la o el juzgador, de conformidad con la ley, ejercerá la dirección del proceso, 
controlará las actividades de las partes procesales y evitará dilaciones innecesarias. En función de este principio, 
la o el juzgador podrá interrumpir a las partes para solicitar aclaraciones, encauzar el debate y realizar las demás 
acciones correctivas.

15. Impulso procesal: corresponde a las partes procesales el impulso del proceso, conforme con el sistema dis-
positivo.

16. Publicidad: todo proceso penal es público salvo los casos de excepción previstos en este Código.
17. Inmediación: la o el juzgador celebrará las audiencias en conjunto con los sujetos procesales y deberá estar 

presente con las partes para la evacuación de los medios de prueba y demás actos procesales que estructuran de 
manera fundamental el proceso penal.

18. Motivación: la o el juzgador fundamentará sus decisiones, en particular, se pronunciará sobre los argumentos y 
razones relevantes expuestos por los sujetos procesales durante el proceso.

19. Imparcialidad: la o el juzgador, en todos los procesos a su cargo, se orientará por el imperativo de administrar 
justicia de conformidad con la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos hu-
manos y este Código, respetando la igualdad ante la Ley.

20. Privacidad y confidencialidad: las víctimas de delitos contra la integridad sexual, así como toda niña, niño 
o adolescente que participe en un proceso penal, tienen derecho a que se respete su intimidad y la de su familia. 
Se prohíbe divulgar fotografías o cualquier otro dato que posibilite su identificación en actuaciones judiciales, 
policiales o administrativas y referirse a documentación, nombres, sobrenombres, filiación, parentesco, residen-
cia o antecedentes penales.

21. Objetividad: en el ejercicio de su función, la o el fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, a la correcta 
aplicación de la ley y al respeto a los derechos de las personas. Investigará no solo los hechos y circunstancias que 
funden o agraven la responsabilidad de la persona procesada, sino también los que la eximan, atenúen o extingan.
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COIP - Vacatio legis

Dr. Jorge M. Blum Carcelén
Juez de la Corte Nacional de Justicia

En el Suplemento del Registro Oficial 
No.- 180 del lunes 10 de febrero de 

2014, se publicó el CÓDIGO ORGANICO 
INTEGRAL PENAL, en el que se compen-
dia en un mismo cuerpo normativo los có-
digos sustantivo, adjetivo y de ejecución pe-
nal, todos ellos de trascendental importancia 
para el funcionamiento del sistema penal.

La nueva normativa penal, está com-
puesta por la Exposición de Motivos, en la que 
se destaca su dimensión histórica, ya que el 
Ecuador desde su época republicana, ha pro-
mulgado cinco Códigos Penales en 1837, 
1872, 1889, 1906 y 1938 y la codificación 
de 1971, produciéndose en cuarenta años, 
desde 1971 hasta mayo de 2010, cuarenta y 
seis reformas, sin contar más de doscientas 
normas no penales que tipifican infracciones; 
tornándolo antiguo, incompleto, disperso y 
retocado, ya que fue permanentemente mo-
dificado, incluyendo tipos penales que so-
cialmente demandaban su expedición.

En materia procesal penal, el Ecuador 
ha contado con cinco leyes, encontrándo-
se vigente la expedida en el año 2000, con  
el que se introdujo un cambio fundamen-
tal, con relación al adjetivo penal de 1983, 
pasando del sistema inquisitivo, al actual 

sistema acusatorio oral, pero para su apli-
cación se implementaron múltiples modifi-
caciones, reformándolo en forma aislada en 
catorce oportunidades.

Respecto al Código de Ejecución de 
Penas, éste se publicó por primera vez en 
1982 y fue reformado diez veces, pero des-
ligadas de las normas sustantivas y adjetivas, 
sin que se pueda lograr la tan ansiada reha-
bilitación de la persona privada de libertad, 
ni su reinserción a su medio social, con lo 
que la parte ejecutiva de la pena, no estaba 
acorde con un sistema humanitario moder-
no, sino que por el contrario se constituyó 
en deficiente y degradante.

Por mandato constitucional, era indis-
pensable expedir una nueva normativa pe-
nal, para garantizar la dignidad del ser hu-
mano, adecuándola formal y materialmente 
a la Constitución de 2008 y a los tratados 
internacionales, surgiendo de esta forma la 
necesidad de actualizar el derecho penal, 
como ha ocurrido con la expedición del 
Código Orgánico Integral Penal. 

Pero para que entre en vigencia este 
nuevo Código Orgánico, la Asamblea Na-
cional, con la objeción parcial del señor 



64

ENSAYOS PENALES
CO

IP
 - 

Va
ca

tio
 le

gi
s Presidente de la República, ha señalado en 

la parte final del articulado, cuatro Dispo-
siciones Generales; veintitrés Disposiciones 
Transitorias; catorce Disposiciones Refor-
matorias; veintiséis Disposiciones Deroga-
torias; y, una Disposición Final, que dice:

“El Código Orgánico Integral Penal, 
entrará en vigencia en ciento ochenta 
días contados a partir de su publicación 
en el Registro Oficial, con excepción de las 
disposiciones reformatorias al Código Or-
gánico de la Función Judicial, que entra-
rán en vigencia a partir de la publicación 
de este Código en el Registro Oficial.”

Por ello, considerarnos pertinente pre-
guntarnos  ¿desde cuándo empiezan a regir 
todas las disposiciones del Código Orgáni-
co Integral Penal?, para  contestarnos debe-
mos recordar que el artículo 6 del Código 
Civil, establece que la ley entrará en vigen-
cia a partir de su promulgación en el Regis-
tro Oficial y por ende será obligatoria y se 
entenderá conocida por todos; sin embar-
go, dicha disposición también prevé, que 
en la misma ley, se designará un plazo para 
su vigencia, a partir de su promulgación, la 
que no podrá tener efecto retroactivo, ya 
que rige para lo venidero.

Cuando se establece un plazo para su vi-
gencia, se denomina en derecho, Vacatio le-
gis, que es el período que transcurre desde 
la publicación de una norma hasta que esta 
entra en vigor, como lo señala Guillermo 
Cabanellas, en el Diccionario Enciclopédico 
de Derecho Usual, como el plazo inmediata-
mente posterior a su publicación, durante el 
cual no es obligatoria una ley; pero también 
es conocida como “vacaciones de la ley”.

Por lo que podemos indicar, que la tota-
lidad del Código Orgánico Integral Penal, 
no tendrá una Vacatio Legis de 180 días, 

sino que tiene excepciones, como las se-
ñaladas en las Disposiciones Reformatorias 
al Código Orgánico de la Función Judicial, 
sino también aquellas que se mencionan 
en las Disposiciones Transitorias primera y 
segunda, que se refieren al acatamiento de 
las normas del debido proceso previstas en 
la Constitución, siempre que la conducta 
punible esté sancionada en el COIP, y las 
audiencias establecidas en el Libro II, Pro-
cedimiento, que entraron en vigencia con 
la publicación en el Registro Oficial, como 
pasamos a demostrar: 

Sobre las Disposiciones Reformatorias:  

En la primera disposición reforma-
toria, se sustituye del ordenamiento jurí-
dico nacional los nombres de Código Penal, 
Código de Procedimiento Penal y Código 
de Ejecución de Penas, por el de Código 
Orgánico Integral Penal; los jueces penales 
ordinarios o jueces penales, por el de juezas 
y jueces de garantías penales; el de imputa-
do por procesado y ofendido por víctima.

La segunda disposición reforma-
toria, realiza agregados y sustituciones en 
33 artículos del Código Orgánico de la Función 
Judicial, siendo éstos:

Se agrega al artículo 108 COFJ, después 
del numeral 8, el numeral 9, considerán-
dose como infracción grave discipli-
naria, con sanción de suspensión, cuando 
se reitera la falta por tres ocasiones en el 
mismo año, por el hecho de que no se 
notifique oportunamente providen-
cias, resoluciones y actos administra-
tivos, decretos, autos y sentencias.

Se sustituye el numeral 8 del artículo 
109 COFJ, que considera como infracción 
gravísima, con sanción de destitución, el 
hecho de haber recibido condena en firme 
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reprimido con pena de privación de la li-
bertad; de la anterior disposición se elimina 
la palabra encubridor. 

Se agregan dos numerales: el 17 y 18 al 
artículo 109 COFJ, considerándose  como 
infracción gravísima, con sanción de desti-
tución, quien no comparece a una au-
diencia, excepto por caso fortuito o 
fuerza mayor. También por el hecho de 
no citar o notificar a las personas investiga-
das cuando lo han solicitado en las investi-
gaciones previas; o a las personas procesa-
das, en las investigaciones procesales, por 
delitos de ejercicio público de la acción.

Se sustituye el numeral 7 del artículo 
130 COFJ, que trata sobre las facultades ju-
risdiccionales de las y los Jueces, para dis-
poner la comparecencia de las par-
tes procesales, testigos y peritos, cuya 
presencia sea necesaria para el desarrollo 
del juicio, por medio de la Policía Nacional.  
Esta medida no podrá tener una duración 
superior a 24 horas, pero podrá reiterarse 
cuantas veces sea necesario hasta que se dé 
cumplimiento a la orden de comparecen-
cia, sin perjuicio de que la o el juez impon-
ga la multa de 2 salarios básicos unificados 
del trabajador en general, salvo caso fortui-
to o fuerza mayor.

Se sustituye el numeral 5 del artículo 
131 COFJ, que se refiere a las facultades co-
rrectivas de los jueces, incorporando la de 
sancionar a los defensores privados 
que no comparezcan a cualquier audiencia 
judicial, con multa de dos salarios básicos 
unificados del trabajador en general, salvo 
caso fortuito o fuerza mayor.  En el mismo 
artículo 131, se agrega el numeral 6, de-
biendo aplicar las demás sanciones que este 
Código y otras normas establezcan.

A continuación del artículo 147 COFJ, 
que se refiere a la validez y eficacia de los 
documentos electrónicos, se incorpora un 
artículo, titulado Sistema único de coor-
dinación de audiencias y diligencias, 
compuesto por un sistema informático inte-
grado y personal técnico asignado por cada 
uno de los órganos que participan en el pro-
ceso, que permita la coordinación eficaz en-
tre los sujetos, partes y órganos auxiliares, 
para el cumplimiento oportuno de las au-
diencias y diligencias procesales, para obser-
var estrictamente los plazos en las diferentes 
etapas del proceso.

En el artículo 153 numeral 1, se sustitu-
ye la palabra “absolutoria”, por la frase “ra-
tificatoria de inocencia”; el que se refiere a 
la suspensión de la jurisdicción.  

Luego del artículo 160 COFJ, se agrega 
el titulado “Del Sorteo de las causas”, 
disponiéndose que en todo cuerpo pluriper-
sonal de juzgamiento, sean Salas de la Corte 
Nacional, de las Corte Provinciales o Tribu-
nales que cuenten con más de tres miem-
bros, para su conformación, se determinará 
a los juzgadores que deberán conocer la cau-
sa, mediante el sistema de sorteo, determi-
nado por el Consejo de la Judicatura.

Se sustituye el artículo 200 COFJ, que se 
refiere a las funciones de las y los Con-
jueces, donde se establece que el número 
de Conjueces para la Corte Nacional y la 
Sala especializada a la cual se asignen, será 
determinado por el Consejo de la Judicatu-
ra, en coordinación con el Presidente de la 
Corte Nacional de Justicia, los que proven-
drán del concurso de selección de las y los 
jueces de la Corte Nacional que no fueron 
titularizados de acuerdo con la nota obteni-
da.  En el caso de no contar con el número 
suficiente del banco de elegibles, se los pro-
cederá a designar, a partir del nivel octavo 



66

ENSAYOS PENALES
CO

IP
 - 

Va
ca

tio
 le

gi
s de la carrera judicial, quienes tendrán las 

mismas responsabilidades y régimen de in-
compatibilidad de los jueces titulares, des-
empeñarán sus funciones  a tiempo comple-
to con dedicación exclusiva.

En las Cortes Provinciales, Tribunales 
y demás órganos pluripersonales de juzga-
miento, la subrogación de los jueces se rea-
lizará por sorteo, entre los otros titulares 
que conforman el órgano pluripersonal y en 
caso de no contar con suficientes miembros, 
se sorteará entre los no titularizados, con-
forme con los criterios y disposiciones del 
Consejo de la Judicatura; siendo este el úni-
co mecanismo de subrogación y las disposi-
ciones comunes a este artículo que se con-
trapongan se entienden como no escritas.

Se sustituye el inciso segundo del Art. 
206 COFJ, en cuyo primer inciso se refiere a 
la conformación e integración  de las 
Cortes Provinciales de Justicia, cam-
biándose el segundo inciso que dice: sobre la 
base de estudios técnicos, una Corte Provin-
cial podrá funcionar con un número inferior 
a las salas especializadas de la Corte Nacio-
nal; y, el Consejo de la Judicatura, según el 
modelo de gestión y al informe de viabili-
dad, determinará las competencias de acuer-
do con la ley, así como el sistema de trabajo.

Se sustituye el numeral 1 del artículo 
208 COFJ, que se refiere a las competen-
cias de las Salas de las Cortes Provin-
ciales, indicándose que conocerán en se-
gunda instancia, los recursos de apelación y 
nulidad, incluso los que provengan de sen-
tencias dictadas en procesos contravencio-
nales y los demás que establezca la ley. 

Se sustituye el inciso segundo del artícu-
lo 210 COFJ, que trata sobre las disposi-
ciones comunes del Presidente de la 
Corte Provincial, disponiéndose ahora, 

que el Presidente podrá integrar la Sala a la 
que pertenece.  La disposición anterior que 
se sustituye, disponía que el Presidente no 
integraba ninguna Sala.

Se sustituye el artículo 220 COFJ, que 
se refiere a los Tribunales Penales, que aho-
ra se denominará Tribunales de garan-
tías penales, disponiéndose que en cada 
provincia habrá el número de juzgadores 
que determine el Consejo de la Judicatura 
para que integren dichos  tribunales, quie-
nes serán competentes para conocer y re-
solver los procesos penales que se les asig-
ne; debiendo el Consejo de la Judicatura 
determinar la localidad de la residencia y la 
circunscripción territorial en los que ejer-
zan competencia, pero en el caso, de no es-
tablecerlo, se entenderá que es provincial.

Se sustituye el numeral 1 del artículo 
221, que trataba sobre la competencia 
de los Tribunales Penales, para sustan-
ciar la etapa de juicio y dictar sentencia; por 
el de sustanciar la etapa de juicio y dictar 
sentencia en todos los procesos de ejerci-
cio público de la acción, cualquiera que sea 
la pena prevista para el delito que se juzga, 
exceptuándose los casos de fuero y aquellos 
que deban tramitarse por el procedimiento 
directo o los que determine la ley.

Se sustituye íntegramente el artículo 
222, que trataba sobre la designación de 
Presidente del Tribunal, que se lo reempla-
za con el título de “asignación de causas”, 
disponiéndose que para el conocimiento 
de cada causa, el Consejo de la Judicatu-
ra deberá establecer el sistema de sorteo, 
mediante el cual se determine a las o los 
juzgadores que conformarán el Tribunal; 
de igual forma por sorteo se seleccionará al 
juez ponente, quien presidirá el Tribunal y 
será competente para conocer las acciones 
por daños y perjuicios y demás atribuciones 
que establezca la ley.
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nSe sustituye el artículo 223 COFJ, que 
se refería a los Jueces Temporales de los 
Tribunales Penales, el mismo que se cam-
bia por el de “reemplazo de miembros 
del Tribunal”, para el caso de ausencia u 
otro impedimento de los juzgadores que 
conforman el Tribunal, su reemplazo será 
mediante sorteo entre los juzgadores desig-
nados por el Consejo de la Judicatura, para 
conformar los Tribunales de Garantías Pe-
nales; pero cuando no se cuente con el nú-
mero suficiente, se lo designará por sorteo 
del banco de elegibles, conforme el sistema 
establecido por el Consejo.

Se sustituye el Parágrafo IV, de la Sección 
IV, del Capítulo III, del Título III, que trataba 
sobre las Juezas y Jueces Penales Ordinarios; 
por el de Parágrafo IV Juezas y Jueces 
de Garantías Penales, disponiéndose que 
en cada provincia habrá el número de jueces 
de garantías penales que determine el Con-
sejo de la Judicatura, el que señalará la lo-
calidad de su residencia y la circunscripción 
territorial en la que tengan competencia; 
cuando no lo indique se entenderá que es 
provincial, quienes conocerán, sustanciarán 
y dictarán sentencia, según el caso, en los 
procesos penales que asigne la ley.

Respecto a la competencia de los 
jueces de garantías penales, se indica 
que además de las conferidas en el Código 
Orgánico Integral Penal, deberán: 1: Garan-
tizar los derechos de las personas procesadas 
y de la víctima durante las etapas procesa-
les, conforme las facultades y deberes que 
le otorga la ley; 2: Ordenar y practicar los 
actos probatorios urgentes que requieran 
autorización; 3: Dictar las medidas cautela-
res  y de protección; 4: Sustanciar y resol-
ver los procedimientos de ejercicio privado 
de la acción penal: 5: Sustanciar y resolver 
los procedimientos abreviados y directos; 
6: Sustanciar y resolver las causas en todos 

aquellos procesos de ejercicio público de la 
acción penal que determina la ley; 7: Cono-
cer y resolver los recursos de apelación que 
se formulen contra las sentencias dictadas 
por las juezas y jueces de contravenciones 
en el juzgamiento de infracciones contra la 
Ley Orgánica de Defensa del Consumidor; 
y, 8: Los demás casos que determine la ley.

En el artículo 226 COFJ, que trata sobre 
la competencia de los jueces especializados, 
se elimina la frase “penales de lo mili-
tar, de lo policial”; y en la disposición 
reformatoria número 20, se elimina la to-
talidad del artículo 227 COFJ, que trataba 
sobre la competencia de los jueces penales 
de lo militar y de lo policial; porque según 
las reformas de julio de 2013 del COFJ di-
chas materias las conoce la Sala Penal, que 
actualmente tiene el nombre de Sala Penal, 
Penal Militar, Penal Policial y Tránsito. 

Se sustituye el artículo 230 COFJ, que 
trata sobre las competencias de los jueces 
de garantías penitenciarias, estableciéndose 
que en las localidades donde exista un centro 
de rehabilitación social, habrá al menos, un 
juez de garantías penitenciarias, quienes ten-
drán competencia para la sustanciación de 
derechos y garantías de las personas priva-
das de libertad, con sentencia condenatoria, 
señalándoles diez competencias que deben 
atender, entre ellas todas las garantías juris-
diccionales, salvo la acción extraordinaria 
de protección; resolver las impugnaciones 
de cualquier decisión emanada por autori-
dad competente relativas al régimen peni-
tenciario; conocer y sustanciar los procesos 
relativos al otorgamiento de los regímenes 
semiabierto y abierto; las resoluciones que 
concedan la inmediata excarcelación por 
cumplimiento de la pena; la unificación y 
prescripción de las penas emanadas por la ad-
ministración de justicia penal, tanto nacional 
como extranjera; controlar el cumplimiento 
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lamentario, entre otras.

Debemos tener presente, que el Consejo 
de la Judicatura mediante Resolución No. 
18- 2014 del 29 de enero de 2014, vigente 
desde el 3 de febrero, amplió la competen-
cia de los jueces de garantías penales de pri-
mer nivel, con asiento en la ciudad sede de 
la Corte Provincial donde existen estableci-
mientos penitenciarios, para que conozcan 
y resuelvan los asuntos relacionados con la 
materia de garantías penitenciarias.

Se sustituye el artículo 231 COFJ, que 
trata de las competencias de los jueces 
de contravenciones, estableciéndose en 
el COIP, que en cada distrito habrá el nú-
mero de jueces de contravenciones que fije 
el Consejo de la Judicatura, determinando 
su residencia y circunscripción territorial 
en la que tengan competencia, pero en caso 
de no establecérsela será cantonal; quienes 
conocerán, entre otros, los hechos y actos 
de contravenciones de violencia contra la 
mujer o miembro del núcleo familiar, siem-
pre que en su jurisdicción no existan jueces 
de violencia contra la mujer y la familia.

Los jueces de contravenciones, deberán 
conocer las contravenciones tipificadas en 
el COIP, que están descritas en el capítulo 
noveno, como contravenciones de primera, 
segunda, tercera y cuarta clase, así como 
las contravenciones cometidas en escena-
rios deportivos y de concurrencia masiva. 
También las infracciones a la Ley Orgánica 
de Defensa al Consumidor; conocer las di-
ligencias preprocesales de prueba en mate-
ria penal y civil; la notificación de protestos 
de cheques; las actuaciones deprecadas o 
comisionadas y los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados serán competentes para 
conocer y sustanciar las contravenciones 
establecidas en las ordenanzas municipales, 

quienes podrán imponer sanciones que no 
impliquen privación de la libertad.

La disposición reformatoria 23, sustitu-
ye el artículo 232 COFJ, que trata sobre la 
competencia de los jueces de violen-
cia contra la mujer y la familia, esta-
bleciéndose que en cada cantón, según los 
criterios de densidad poblacional, prevalen-
cia y gravedad de la violencia, el Consejo 
de la Judicatura establecerá el número de 
jueces para dicha materia, quienes cono-
cerán los hechos y actos de violencia y las 
contravenciones de violencia contra la mu-
jer o miembro del núcleo familiar; dispo-
niéndose que cuando se apliquen medidas 
de protección, simultáneamente se fijará 
la pensión de alimentos; debiendo además 
crearse oficinas técnicas con profesionales 
de la medicina, psicología, trabajo social 
para garantizar la intervención integral.

Se agrega un inciso luego del numeral 4 
del artículo 234 COFJ, que trata sobre las 
atribuciones y deberes de los jueces 
de la familia, mujer, niñez y adoles-
cencia, quienes conocerán y resolverán en 
primera instancia las causas relativas a los 
adolescentes infractores, en los cantones en 
los que no exista este tipo de juez o jueza de 
adolescentes infractores.

Se sustituye el artículo 248 COFJ, que 
trata sobre el voluntariado social, indicán-
dose que los jueces y juezas desempeñarán 
sus funciones como un voluntariado para el 
servicio de la comunidad, estableciéndose 
por parte del Consejo de la Judicatura, in-
centivos para los jueces de paz, como 
cursos de capacitación, becas para estudios 
en el país y en el extranjero, reconocimien-
to público por el buen desempeño.

Todo el artículo 249 que trata sobre la ju-
risdicción y competencia de los Juzgados 
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nde Paz, se lo sustituye, señalándose en el 
COIP, que habrá jueces de paz en aquellas 
parroquias rurales en los que lo soliciten 
los respectivos gobiernos parroquiales. En 
los barrios, recintos, anejos, comunidades y 
vecindades rurales habrá jueces de paz cuan-
do lo soliciten al Consejo de la Judicatura, 
quien determinará la circunscripción terri-
torial en la cual ejercerán sus funciones.

Se elimina el artículo 252 COFJ, que 
trataba sobre la subrogación de los jueces 
de paz; y en el numeral 28 de las disposi-
ciones reformatorias se sustituye el artí-
culo 253 COFJ, que trata sobre las atri-
buciones y deberes de los jueces de 
paz, quienes conocerán y resolverán, sobre 
la base de la conciliación y la equidad, los 
conflictos individuales, comunitarios, veci-
nales y obligaciones patrimoniales de hasta 
5 salarios básicos unificados del trabajador 
en general. También serán competentes 
para conocer contravenciones que no im-
pliquen privación de la libertad y en el caso 
de violencia contra mujeres, niños, niñas y 
adolescentes los jueces de paz, remitirán el 
expediente al juez competente y en ningún 
caso conocerán sobre los mismos y se aclara 
que la justicia de paz, no prevalecerá sobre 
la justicia indígena.

Se sustituye el literal b) del numeral 8 
del artículo 264 COFJ, que trata sobre las 
funciones del pleno del Consejo de 
la Judicatura, que se refería a estable-
cer o modificar las sedes de las salas de las 
Cortes Provinciales, estableciéndose en el 
nuevo literal B) que el pleno del Consejo 
puede establecer o modificar la sede, mo-
delo de gestión y precisar competencia en 
que actuarán las salas de las Cortes Provin-
ciales, Tribunales Penales, Tribunales de los 
Contencioso Administrativo y Tributarios, 
jueces de primer nivel, excepto las compe-
tencias en razón del fuero; estableciéndose 

que una misma sala o juzgador de primer 
nivel, podrá actuar y ejercer al mismo tiem-
po varias competencias.

En el régimen disciplinario de los 
abogados en patrocinio de causas, se 
sustituye el numeral 10 del artículo 335 
COFJ, encontrándose prohibido a los abo-
gados, ausentarse de cualquier audiencia o 
diligencia judicial, en la que su presencia 
sea necesaria para el desarrollo del juicio, 
salvo por caso fortuito o fuerza mayor de-
bidamente comprobado. La sanción de sus-
pensión en el ejercicio de la profesión de 
abogado durará dos años, porque se agrega 
un numeral al artículo 337 COFJ.

También mediante las Disposiciones Re-
formatorias que contiene el COIP, se refor-
man cuatro artículos del Código Orgánico 
de la Producción, Comercio e Inversiones; 
seis artículos del Código Tributario; tres 
de la Ley Orgánica de Régimen Tributa-
rio Interno; la Ley de Migración, la Ley de 
Minería; la Ley Orgánica de Instituciones 
del Sistema Financiero; la Ley Orgánica de 
Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad 
Vial, la Ley de Sustancias Estupefacientes y 
Psicotrópicas; la Ley Orgánica de la Con-
traloría General del Estado; la Ley contra la 
Violencia a la Mujer y la Familia; el Código 
Orgánico de la Niñez y Adolescencia.

Sobre las Disposiciones Transitorias:

Primera: Los procesos penales, actuaciones 
y procedimientos de investigación, que estén tra-
mitándose cuando entre en vigencia este Código, 
seguirán sustanciándose de acuerdo con el pro-
cedimiento penal anterior hasta su conclusión, 
sin perjuicio del acatamiento de las normas del 
debido proceso, previstas en la Constitución de la 
República, siempre que la conducta punible esté 
sancionada en el COIP.
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proceso, están previstas en el artículo 76 de 
la Constitución de la República, señalándo-
se que en todo proceso en el que se deter-
minen derechos y obligaciones de cualquier 
orden, se asegurará el derecho al DEBIDO 
PROCESO, que incluirá las garantías básicas 
que indica dicha normativa constitucional.

Segunda: Las AUDIENCIAS establecidas 
en el libro Segundo, Procedimiento de este Códi-
go, entrarán en vigencia a partir de la publica-
ción en el Registro Oficial, por lo que no existe 
Vacatio Legis, para estas disposiciones procesales, 
que describimos a continuación:

En el Título VI, que trata del Procedi-
miento, capítulo primero: Normas Ge-
nerales, en el artículo 560 se refiere a la 
Oralidad, estableciéndose que el sistema 
procesal penal se fundamenta en el princi-
pio de la oralidad, que se desarrollará en las 
audiencias previstas en el COIP. 

También se señala en esta disposición, 
que deberán constar o reducirse a escrito la 
denuncia y la acusación particular; las cons-
tancias de las actuaciones investigativas, los 
partes o informes policiales, informes pe-
riciales, las versiones, testimonios anticipa-
dos, testimonios con juramento y actas de 
otras diligencias; las actas de audiencias; los 
autos definitivos siempre que no se dicten 
en audiencias y las sentencias; así como la 
interposición de recursos. 

El artículo 561 se refiere al  “Conte-
nido de las actas”, señalándose que las 
actas de las audiencias son actas resumen y 
contienen exclusivamente la parte relevan-
te.  Ninguna audiencia deberá ser transcrita 
textualmente, pero deberá constar con la 
mayor exactitud lo resuelto por el juzga-
dor; debiendo el Consejo de la Judicatura 
llevar un archivo por medios técnicos ade-
cuados, de todas las audiencias realizadas.

El artículo 562 COIP, se refiere a la Pu-
blicidad de las audiencias, las que se-
rán públicas en todas las etapas procesales. 
Pero serán reservadas, respecto de delitos 
contra la integridad sexual y reproductiva, 
violencia contra la mujer o miembros del 
núcleo familiar y contra la estructura del 
Estado constitucional.

El artículo 563 el COIP, señala 15 re-
glas para el desarrollo de las audien-
cias; las que se celebrarán en los casos pre-
vistos en este código; cuando no se la pueda 
llevar a cabo, se dejará constancia procesal y 
podrá suspenderse, previa justicación y por 
decisión del juzgador.

Las audiencias son públicas, con las 
excepciones establecidas en el COIP, pero 
la deliberación es reservada; y en nin-
gún caso las audiencias podrán ser 
grabadas por los medios de comuni-
cación social.

Las audiencias se rigen por el principio 
de contradicción. Instalada la audiencia, 
el juzgador concederá la palabra a quien lo 
solicite y abrirá la discusión sobre los te-
mas que son admisibles; pero en caso de 
existir un pedido de revisar la legalidad de 
la detención, será siempre el primer pun-
to a tratarse y por regla general los fiscales 
y defensores públicos o privados, tendrán 
derecho a presentar en forma libre sus pro-
puestas, intervenciones y sustentos. 

Se revolverá de manera motivada en la 
misma audiencia y las partes serán notificadas 
con el solo pronunciamiento oral de la deci-
sión; y, luego del plazo de 10 días la sentencia 
oral se reducirá a escrito y se notificará.

Los plazos para impugnar de las senten-
cias y autos definitivos no dictados en au-
diencia, correrán a partir de la notificación 
por escrito. 
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nEl idioma oficial es el castellano, de no 
poderlo entender o expresarlo con faci-
lidad, la persona procesada, la víctima u 
otros intervinientes, serán asistidos por un 
traductor, designado por el juzgador.

En las audiencias habrá la asistencia de 
intérpretes designados por el juzgador, para 
quienes no puedan escuchar o entender oral-
mente, los que pueden ser de confianza de 
quien lo necesita, los que podrán usar me-
canismos y formas alternativas de comuni-
cación visual, auditiva, sensorial y otros que 
permitan su inclusión en el proceso penal.

El juzgador dispondrá al inicio de cada 
audiencia que se verifique la presencia de los 
sujetos procesales indispensables para su rea-
lización y de ser el caso resolverá cuestiones 
de tipo formal; quien además controlará la 
disciplina, incluso podrá limitar el ingreso 
del público; se establecerá el tiempo de las 
intervenciones, de acuerdo a la naturaleza 
y al derecho de igualdad. Se contará con la 
presencia del juzgador, de los defensores 
privados o públicos y del fiscal; y, los sujetos 
procesales tienen derecho a intervenir por si 
mismos o a través de su defensa técnica pú-
blica o privada. En el caso de personas jurídi-
cas de derecho público, a las audiencias po-
drá acudir el representante legal, delegados, 
o el procurador judicial o sus defensores.

No se podrá realizar la audiencia de jui-
cio, sin la presencia del procesado, salvo 
los casos previstos en la Constitución. La 
no asistencia del procesado o defensor, que 
impida la realización de la audiencia, por 
causas no imputables a la administración de 
justicia, suspenderá de pleno derecho los 
plazos de la caducidad de la prisión preven-
tiva, hasta la fecha en que efectivamente se 
realice la audiencia de juicio, debiendo de-
jarse constancia procesal del motivo de la 
suspensión en cada expediente.

Las actuaciones y peticiones de los su-
jetos procesales que se presenten ante el 
juzgador, serán despachadas de forma con-
centrada; pero si la persona procesada se 
encuentra prófuga, después de resuelta la 
etapa de evaluación y preparatoria de jui-
cio, el juzgador suspenderá la iniciación de 
la etapa de juicio hasta que sea detenido o se 
presente físicamente de manera voluntaria; 
y, en el caso de que sean varias las personas 
procesadas, encontrándose unos prófugos y 
otros presentes, se suspenderá el inicio del 
juicio para los primeros y continuará res-
pecto de los segundos.

La Dirección de las audiencias, se 
trata en el artículo 564 del COIP, donde se 
señalan cuatro reglas que estarán a cargo del 
juzgador, debiendo controlar la actividad de 
los sujetos procesales, planificar el tiempo 
de la audiencia, en función del objetivo y 
de los requerimientos del caso y de la du-
ración del proceso. Se debe evitar las dila-
ciones o intervenciones repetitivas, imper-
tinentes, pudiendo el juzgador interrumpir 
para pedir aclaraciones o dirigir el debate. 
Las intervenciones, como las decisiones 
deben ser en lenguaje comprensible, claro, 
concreto e inteligible y todas las decisiones 
deberán adoptarse en la misma audiencia.

El artículo 565 se refiere a las Au-
diencias Telemáticas u otros medios 
similares, las que se utilizan por razones 
de cooperación internacional, seguridad 
o utilidad procesal y en aquellos casos en 
los que sea imposible la comparecencia de 
quien deba intervenir en la audiencia, pre-
via autorización del juzgador, se la podrá 
realizar, en tiempo real, directa y fidedig-
na, a través de comunicaciones temáticas, 
videoconferencia; con los que se podrá ob-
servar y establecer comunicación oral y vi-
sual con la víctima, defensores, fiscal, peri-
to, testigos; pero se permitirá al procesado 
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con su defensor; también se garantizará la 
contradicción; cuyas audiencias pueden ser 
presenciadas por el público, excepto en las 
de carácter reservada.

El juzgador, mediante el artículo 566 del 
COIP, podrá ordenar, a petición de parte, 
una o más de las cuatro medidas de res-
tricción, que son: 1.- audiencias cerradas 
al público y a la prensa, en los casos previs-
tos en el  código; 2.- imponer a los sujetos 
procesales y a toda persona que acuda a la 
audiencia, guardar reserva sobre lo que ven, 
oyen, o perciben; 3.- la reserva de identidad 
sobre datos personales, de los sujetos proce-
sales, terceros, o de otros participantes del 
proceso; y, 4.- quien solicite la medida ten-
drá que explicar las razones ante el juzgador, 
quien decidirá sobre su procedencia.

El Juzgador podrá disponer otras medi-
das de restricción, de manera excepcional, 
siempre que no atenten contra los derechos 
de los sujetos procesales y atendiendo al 
principio de necesidad cuando se expone a 
daño psicológico a las niñas, niños o ado-
lescentes que intervengan en el proceso; 
cuando se encuentra amenazada la impar-
cialidad, o está en peligro el juzgador, víc-
timas, testigos, peritos y otros participan-
tes del proceso; cuando se trate de delitos 
vinculados con la delincuencia organizada, 
terrorismo y su financiamiento, trata de 
personas, tráfico de migrantes, producción 
o tráfico ilícito a gran escala de sustancias 
catalogadas sujetas a fiscalización, tráfico de 
armas, municiones y explosivos, lavado de 
activos, sicariato y secuestro.

Respecto a la suspensión y receso 
de las audiencias, el artículo 568 del 
COIP, indica que de manera motivada, si 
el juzgador lo considera necesario para un 
mejor desarrollo y cumplimiento de las fi-

nalidades del proceso puede suspender la 
audiencia, señalando nuevo día y hora para 
su reanudación, en un plazo no mayor de 
5 días; mientras que el receso se podrá or-
denar hasta por 2 horas, siempre que la au-
diencia se reanude el mismo día; y, si ésta 
se prolonga excesivamente ordenará que se 
la suspenda, disponiendo su continuación al 
día siguiente hasta concluirla.

El artículo 569  del COIP, trata sobre las 
objeciones, que las partes podrán realizar 
con fundamento, respecto de aquellas ac-
tuaciones que violenten los principios del 
debido proceso, como: 1.- la presentación 
de pruebas que han sido declaradas ilegales; 
2.- la presentación de testigos improvisa-
dos o de última hora; 3.- los comentarios 
relacionados con el silencio de la persona 
procesada; 4.- la realización de preguntas 
autoincriminatorias, capciosas, compues-
tas, impertinentes, repetitivas, irrespetuo-
sas, vagas o ambiguas, aquellas que están 
fuera de la esfera de percepción del testigo, 
sugestivas; EXCEPTO en el contrainterro-
gatorio, opiniones, conclusiones y elucu-
braciones, salvo en los casos de peritos en 
el área de su experticia; 5.- los comentarios 
relacionados con el comportamiento ante-
rior de la víctima.  

Presentada la objeción el juzgador la 
aceptará o negará y resolverá si el declaran-
te contesta o se abstiene de hacerlo.

El artículo 570 COIP, se refiere a las Re-
glas especiales para el juzgamiento 
del delito de violencia contra la mu-
jer o miembros del núcleo familiar, 
entre las que se encuentra: 1.- son compe-
tentes las y los jueces de garantías penales; 
2.- intervienen fiscales y defensores públi-
cos especializados; 3.- las víctimas pueden 
acogerse al Sistema Nacional de Protección 
y Asistencia de Víctimas, Testigos y otros 
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o después del proceso penal, siempre que 
las condiciones lo requieran.

Dejamos constancia, que en virtud de la 
segunda disposición transitoria del COIP, 
entraron en vigencia desde la publicación 
en el Registro Oficial, todas las reglas que 
tienen relación con la realización de las au-
diencias que señala el procedimiento, así 
como también las que tienen relación con 
las disposiciones reformatorias al Código 
Orgánico de la Función Judicial, las res-
tantes tienen un período para su vigencia, 
como pasamos a demostrar:

La disposición transitoria terce-
ra, se refiere a los procesos, actuaciones, 
y procedimientos en materia de ejecución 
de penas privativas de libertad que estén 
tramitándose cuando entre en vigencia este 
Código, seguirán sustanciándose conforme 
al Código de Ejecución de Penas y demás 
normas vigentes al tiempo de su inicio y 
hasta su conclusión.

En las disposiciones transitorias 
cuarta, quinta, se establece que los pro-
cesos, actuaciones y procedimientos de Re-
patriación y de adolescentes infractores que 
se estén tramitándose cuando entre en vi-
gencia este Código, seguirán sustanciándo-
se, para el primero, de acuerdo con las nor-
mas nacionales e internacionales vigentes 
al tiempo de su inicio hasta su conclusión; 
y respecto a los adolescentes infractores, 
continuarán sustanciándose conforme el 
Código Orgánico de la Niñez y Adolescen-
cia y demás normas vigentes al tiempo de 
su inicio y hasta su conclusión, sin perjuicio 
del acatamiento de las normas del debido 
proceso previstas en la Constitución.

En la disposición transitoria Sexta, 
se otorga el plazo 150 días contados a partir 
de la publicación en el Registro Oficial, para 

que el Consejo de la Judicatura, organice la 
aplicación del procedimiento especial con-
templado en el Libro II Procedimiento; y, 
serán los juzgadores de violencia contra la 
mujer o miembros del núcleo familiar, en 
donde funcionen, los que asuman la com-
petencia de las causas que estén tramitán-
dose en procesos contravencionales contra 
la mujer y la familia en las  Comisarías de la 
Mujer y la Familia, Comisarías Nacionales 
e Intendencias de Policía; pero donde no 
existan estos juzgados especializados será 
competente la o el juzgador de familia, mu-
jer, niñez y adolescencia o el de contraven-
ciones, según el caso y en ese orden.

En la Disposición Transitoria Sépti-
ma, se otorga el plazo de 90 días para que 
el Organismo Técnico del Sistema Nacional 
de Rehabilitación Social, como política de 
salud pública, inicie el proceso de evalua-
ción médica a las personas privadas de li-
bertad, quienes en el cumplimiento de su 
condena, hayan desarrollado un trastorno 
mental, debidamente comprobado.

La Disposición Transitoria Octava, 
concede el plazo de 60 días, contados des-
de la publicación del Código en el Registro 
Oficial,  para que la Fiscalía General del Es-
tado, en coordinación con las instituciones 
involucradas en el sistema, dicte los regla-
mentos para la regulación, implementación 
y dirección del sistema nacional de protec-
ción y asistencia a víctimas, testigos y otros 
participantes del proceso penal y del Siste-
ma especializado integral de investigación 
de medicina legal y ciencias forenses.

La Disposiciones Transitorias No-
vena y Décima, conceden al Consejo de 
la Judicatura, el plazo máximo de 150 días, 
desde la publicación en el Registro Oficial, 
para que expida los Reglamentos necesa-
rios para la implementación, aplicación y 
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en el Libro II Procedimiento; y, para la im-
plementación de los Centros de Mediación 
para adolescentes.

En las Disposiciones Transitorias 
Décima Primera y Décima Segunda, 
conceden al señor Presidente de la Repúbli-
ca, el plazo de 60 días, desde la publicación 
del Código en el Registro Oficial, para que 
conforme el Organismo Técnico del Sistema 
de Rehabilitación Social, designado a quien 
lo presidirá; y en el mismo plazo dictará el 
Reglamento para la implementación, aplica-
ción y cumplimiento de las normas estableci-
das en el Libro III Ejecución de este Código.

La Disposición Décimo Tercera, 
concede el plazo de 60 días, desde la publi-
cación en el Registro Oficial, a la Agencia 
Nacional de Regulación y Control del Trans-
porte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, a 
la Comisión de Tránsito del Ecuador y a los 
gobiernos autónomos descentralizados que 
hayan asumido la competencia de tránsito, 
para que dicten la normativa para la ejecu-
ción de la pena no privativa de libertad.

La Disposición Décimo Cuarta, 
concede el plazo de 150 días desde la pu-
blicación del Registro Oficial, al Ministerio 
de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, 
en coordinación con el Consejo Nacional 
de la Niñez y Adolescencia y el Ministerio 
de Inclusión Económica y Social, para que 
dicte el Reglamento para que las o los niños 
que se encuentren al cuidado de una perso-
na privada de la libertad, en los centros de 
privación de la libertar sean reubicados en 
establecimientos adecuados, bajo el cuidado 
de un familiar cercano, garantizando el con-
tacto permanente con sus progenitores.

La Disposición Décima Quinta, 
establece que la autoridad competente en 

materia de sustancias catalogadas sujetas a 
fiscalización, en 90 días, contados desde la 
publicación en el Registro Oficial, deberá 
emitir la tabla de cantidades de sus-
tancias sujetas a fiscalización para 
producción o tráfico de mínima, me-
diana, alta y gran escala, con el fin de 
establecer la normativa referente a las can-
tidades establecidas para los delitos de pro-
ducción o tráfico; y, en los casos de tenen-
cia para el consumo, hasta que se emita 
la tabla, se aplicará la Resolución expedida 
por el Consep, publicada en el segundo su-
plemento del R.O. 19 del 20 de junio de 
2013, que señala las cantidades mínimas 
que se puede portar para consumo perso-
nal, esto es, 10 gramos de marihuana, que 
se puede obtener de 15 a 20 porciones de 
tamaño de un cigarrillo; 2 gramos de base 
de cocaína, de la cual se puede obtener 5 ci-
garrillos; 1 gramo de clorhidrato de cocaí-
na, que equivale a 10 líneas de 5 centíme-
tros; 0.1 gramos de heroína, de las cuales 
se puede armar, inyectar o inhalar al menos 
4 porciones; 0.015 de éxtasis y metanfeta-
minas; y, 0.040 gramos de anfetaminas, que 
equivalen a una pastilla.

Las Disposición Décimo Sexta, con-
dene el plazo de 90 días a partir de la pu-
blicación en el Registro Oficial, al Consejo 
de la Judicatura, para que asigne los recur-
sos humanos y económicos necesarios para 
el funcionamiento de las disposiciones que 
contiene este Código, inclusive para la crea-
ción de nuevas judicaturas, el archivo de los 
medios técnicos de las audiencias, el sistema 
de turnos y horario judicial especial, para 
las unidades de flagrancia; para la creación y 
funcionamiento de los centros de mediación 
en materia de adolescentes infractores.

La Disposición Décimo Séptima, 
concede 30 días de plazo, a partir de la pu-
blicación en el Registro Oficial, para que el 



75

#8 - Febrero 2014

Dr
. J

or
ge

 M
. B

lu
m

 C
ar

ce
lé

nConsejo de la Judicatura, Ministerio de Jus-
ticia, Fiscalía General del Estado y Defen-
soría Pública, para que inicien la capación 
de las y los juzgadores, fiscales, defensores 
públicos, defensores privados, personal de 
la Policía Nacional, el personal de Rehabi-
litación Social, con la normativa del COIP.

La Disposición Décimo Octava, se 
refiere al establecimiento del sistema de 
correo electrónico, exclusivo para 
las notificaciones electrónicas en los 
procesos judiciales, para lo cual se le 
concede el plazo de 150 días al Consejo de 
la Judicatura; para ello los servidores judi-
ciales, sin perjuicio de la notificación físi-
ca, quedamos obligados a notificar por los 
medios electrónicos las providencias, reso-
luciones, actos administrativos, decretos, 
autos, y sentencias y su incumplimiento 
será sancionado conforme el Código 
Orgánico de la Función Judicial.

La Disposición Décimo Novena, se 
refiere a la puesta en funcionamiento del 
dispositivo de vigilancia electrónica y su 
respectiva plataforma, para lo cual se con-
cede el plazo de 150 días al Ministerio de 
Justicia, Derechos Humanos y   Cultos y al 
Consejo de la Judicatura.

La Disposición Vigésima, condene el 
plazo de 60 días, a partir de la publicación 
del Código en el Registro Oficial, para que 
la Defensoría Pública implemente la Uni-
dad de Defensa Jurídica de Víctimas, con el 
fin de garantizar el pleno e igual acceso a 
la justicia de las personas que, por su esta-
do de indefensión o condición económica, 
social o cultural, no pueden contratar los 
servicios de defensa legal para la protección 
de sus derechos.

La Disposición Vigésimo Primera, 
señala que hasta que se nombren a las y los 

jueces de garantías penitenciarias, el conoci-
miento de las procesos de ejecución de las 
sentencias penales condenatorias, así como 
el control y supervisión judicial del régimen 
penitenciario, el otorgamiento de libertad 
condicional, libertad controlada, prelibertad 
y medidas de seguridad de los condenados 
le corresponderá al Ministerio encargado de 
los asuntos de justicia y derechos humanos.

La Disposición Vigésimo Segun-
da, señala que para la acreditación de 
peritos especializados en cada una de las 
ramas de la salud, el Consejo de la Judica-
tura, de manera conjunta y coordinada con 
el Ministerio de Salud Pública y la Fiscalía 
General del Estado, en el plazo máximo de 
180 días, contados a partir de la publicación 
en el Registro Oficial, deberán cumplir con 
dicho proceso de acreditación.

La Disposición Vigésima Tercera, 
concede el plazo de 180 días, desde la pu-
blicación en el Registro Oficial, para que el 
Consejo de la Judicatura, cree las oficinas 
técnicas con profesionales en medicina psi-
cológica y trabajo social, para garantizar la 
intervención integral de las personas.

Sobre las Disposiciones Generales:

La PRIMERA señala: Que en lo no pre-
visto en el C.O.I.P., se deberá aplicar lo es-
tablecido en el Código Orgánico de la Fun-
ción Judicial y el Código de Procedimiento 
Civil, solo si es aplicable con la naturaleza 
del proceso penal acusatorio oral.

En la SEGUNDA disposición general se 
trata sobre las infracciones cometidas en las 
comunidades indígenas, se deberá proceder 
conforme lo dispuesto por la Constitución, 
los tratados e instrumentos internacionales 
ratificados por el Estado, lo establecido por 
el COFJ y en las leyes respectivas.
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repatriación de personas extranjeras sen-
tenciadas en Ecuador, cuyas obligaciones de 
pago de multas quedan extinguidas, de con-
formidad con los convenios internacionales 
sobre esta materia.

La CUARTA: En virtud de la objeción 
parcial del señor Presidente de la Repúbli-
ca, se cambia el proyecto de la Asamblea 
y se acoge la objeción, en lo referente 
a infracciones contra la administra-
ción aduanera, cuando el valor de las 
mercancías no exceda de los mon-
tos previstos para que se configure 
el tipo penal, no constituye delito 
y será sancionada como contraven-
ción administrativa por la autori-
dad aduanera con el 50% de la multa 
máxima establecida para cada delito.

Las Disposiciones Derogatorias:

El C.O.I.P., deroga el Código Penal, 
Código de Procedimiento Penal, el Códi-
go de Ejecución de Penas y determinados 
artículos de la Codificación del Código de 
Procedimiento Civil; de la Ley de la Juris-
dicción Contencioso Administrativa; del 
Código Orgánico de la Producción, Co-
mercio e Inversiones; de la Ley de Sustan-
cias  Estupefacientes y Psicotrópicas; de la 
Ley de Usura; de la Ley de Comercio Elec-

trónico, Firmas y Mensajes de Datos; la Ley 
de Seguridad Social; el Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Des-
centralización; de la Ley de Minería; la Ley 
de Desarrollo Agrario; la Ley General  de 
Seguros; la Codificación  de la Ley General 
de Instituciones del Sistema Financiero; la 
Codificación de la Ley de Mercado de Va-
lores; la Codificación de la Ley de Migra-
ción; el título de las infracciones de la Ley 
Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito 
y Seguridad Vial; varias disposiciones de 
la Codificación del Código Tributario; la 
Codificación de la Ley del Registro Único 
de Contribuyentes; de la Ley Orgánica de 
Régimen Tributario Interno; de la Codifi-
cación de la Ley de Propiedad Intelectual; 
de la Ley contra la Violencia a la Mujer y la 
Familia; de la Ley para reprimir el Lavado 
de Activos; y, la Codificación de la Ley de 
Aviación Civil.

Con el presente Ensayo, hemos presen-
tado una visión general sobre las disposi-
ciones que entran en vigencia con la publi-
cación del COIP, dejando constancia que 
la parte sustantiva, la que se refiere a los 
tipos penales, van a cobrar vigencia luego 
de 180 días, es decir su cumplimiento será 
el próximo 10 de agosto de 2014, fecha en 
la que deberán aplicarse toda la normativa 
penal de reciente creación.
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El camino para la obtención de la Prueba 
Válida. Introducción de la prueba en 
Materia Penal, Libertad Probatoria, 

Pertinencia y Exclusión
Dr. Paúl Íñiguez Rios

Juez de la Corte Nacional de Justicia

La actividad probatoria, definiendo el 
fin de la  misma, que no es otro, que 

justificar una realidad en base a un hecho o un 
derecho, por tal, la obtención e introducción 
de la prueba al proceso, debe ser al amparo 
de la garantías constitucionales y requisitos 
legales, para luego con la valoración óptima 
del juzgador, determinar su pertinencia en la 
definición de la causa o finalmente excluirlas 
por no ser pertinentes o lícitas.

El camino para la obtención de una prue-
ba válida, es la observancia de las garantías 
básicas del debido proceso y respeto a la 
Constitución y la ley, esto es, cumpliendo 
con todas las garantías como son: la igual-
dad de las partes, la no revictimización, la 
libertad probatoria, la integridad física y 
psicológica de los testigos, el respeto a la 
intimidad, el cumplimiento con la cadena 
de custodia en caso de pruebas materiales 
o periciales, entre otros, conforme así lo 
considera la doctrina, encontrándose plas-
mado en nuestro sistema jurídico penal, en 
el artículo 454 del Código Orgánico Inte-
gral Penal. Sólo así podremos decir que una 
prueba es eficaz, consecuentemente que 
surte los efectos legales pertinentes.

La prueba en materia penal, es una ga-
rantía del derecho a la defensa, por tal, es 
imperativa y necesaria en el debido proce-
so. De este enunciado para que un elemen-
to sea considerado como una prueba válida 
de cargo o de descargo, para determinar la 
culpabilidad o no del acusado, se requiere 
que sea pedida, ordenada, practicada e in-
corporada en el juicio, conforme lo esta-
blece el artículo 83 del Código de Procedi-
miento Penal, salvo las consideradas como 
pruebas urgentes o anticipos jurisdiccio-
nales de prueba; además se condiciona su 
validez al hecho de que no sean obtenidas 
a través de tortura, maltratos, coacciones, 
amenazas, engaños, inducción a la comisión 
del delito u otros medios corporales o psí-
quicos que vulneren la voluntad del sujeto.

La libertad probatoria, principio rector 
de la prueba en el proceso penal, significa 
que todo se puede probar por cualquier 
medio, siempre que no sea ilícito, es decir, 
todos los hechos, circunstancias o elemen-
tos contenidos en el proceso para la deci-
sión final del juzgador, pueden ser proba-
do, por cualquier medio, siempre y cuando 
no sean contrarios a la Constitución, a los 
instrumentos internacionales de derechos 
humanos y demás normas jurídicas.
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n En cuanto a la pertinencia de la prue-
ba, es necesario que exista un nexo entre el 
medio de prueba del que se pretende dis-
poner y los hechos que se pretenden pro-
bar. Por eso es importante señalar, que la 
calificación de impertinente recae sobre la 
prueba que no se refiere a los hechos, a la 
cual también se la llama prueba inútil. La 
pertinencia no es más, que la prueba debe 
referirse directa o indirectamente a los he-
chos o circunstancias relativos a la comisión 
de la infracción y sus consecuencias. 

Por otro lado, la exclusión, conlleva una 
relación entre una prueba ilícita, y la supre-
sión de esta del proceso.  La prueba ilícita 
en el derecho penal, es un supuesto norma-
tivo para la aplicación de la regla de exclu-
sión, se genera al momento de conocer que 
un proceso es nulo, por razón de que las 
pruebas aportadas en este, sean prohibidas 
o se practicaron con violación de normas 
fundamentales o por el desconocimiento 
de procedimientos legalmente determina-
dos, como se señaló anteriormente, si se 
quebrantan las garantías para la obtención 
de las pruebas, estas carecen de validez, por 
cuanto no tienen ningún valor jurídico y 
por ende, deben ser excluidas del proceso. 

En definitiva, la prueba debe tener re-
lación con el hecho que motiva la conse-
cución del proceso, es decir, ser oportuna, 
acertada y apropiada, que busca descubrir la 
existencia de delito y la responsabilidad del 
acusado, en el ámbito penal se busca la va-
loración de un hecho concreto que ya ocu-
rrió, pero bajo el respeto de las garantías 
constitucionales y los derechos humanos de 
las partes que intervienen en el proceso.

En conclusión, toda prueba que que-
brante garantías del debido proceso, que 
transgreda la Constitución y la ley, no ten-
drá validez alguna para fundamentar la acu-
sación, como tampoco para ser valorada y 
por último no permitirá producir la certeza 
del juzgador en la sentencia, por más que el 
único medio para conseguirlas sea la viola-
ción de un derecho.

Es de señalar, que en el texto del artículo 
498 del Código Orgánico Integral Penal, se 
reduce la clasificación de los medios proba-
torios, siendo éstos: testigo, documento y 
pericia, lo cual limita la libertad probatoria 
en materia penal, ya que no se puede dejar 
de lado una prueba que no sea de las que se-
ñala la disposición indicada, que habiéndose 
obtenido válidamente merece sea conside-
rada para que surta los efectos de ley. 

Finalmente, es importante señalar, que 
los medios probatorios son la fuente de 
donde la Jueza o el Juez, deriva las razones 
que producen mediata o inmediatamente 
su convicción, sobre la existencia o no exis-
tencia de los hechos o actos que constituyen 
el objeto de la prueba. 

Esto es lo que podemos decir a breves 
rasgos en cuanto a los medios probatorios 
pues siendo éste un tema muy amplio, re-
sulta muy complicado abarcarlo con tan 
corto tiempo.

“El juez no debe ser fácil en creer ni inclina-
do a la venganza.”

Del libro Reglas Clásicas del Derecho
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La Responsabilidad Médica en el 
Ordenamiento Jurídico Penal Ecuatoriano

La prensa nacional, en estos días está 
debatiendo sobre la responsabilidad 

médica a raíz de la próxima vigencia del 
Código Orgánico Integral Penal.

El Art. 146 del Código Orgánico Inte-
gral Penal, cuyo texto fue aprobado por 
la Asamblea Nacional el día martes 28 de 
enero de 2014, tipifica el homicidio cul-
poso por mala práctica profesional, pero 
es el inciso tercero el que causa polémica, 
el mismo que indica: “Será sancionada con 
pena privativa de la libertad de tres a cinco 
años si la muerte se produce por acciones 
innecesarias, peligrosas e ilegítimas”. 

Las interrogantes que se presentan a dis-
cusión son, primero ¿qué es la respon-
sabilidad?; y la segunda ¿qué es la res-
ponsabilidad médica?

Para entender de mejor manera el tema 
del presente artículo, es menester hacer al-
gunas acotaciones de orden legal y general.

Como es de conocimiento general, va-
rias son las causas que contribuyen al inicio 
de procesos judiciales en esta materia, esto 
es por: impericia, imprudencia y negligen-

cia médica, por lo que la doctrina señala 
que en estos casos ha menester una justa re-
paración, a más que se prive al profesional 
del ejercicio de la medicina, a fin de que 
no siga causando daños irreparables por su 
impericia, imprudencia y negligencia en el 
ejercicio de su profesión, especialmente 
cuando pone en riesgo la integridad o la 
vida de las personas. 

Introducción sobre el tema 
Responsabilidad Médica

Hay que señalar que en el Ecuador, le-
galmente no existía en su legislación una 
reglamentación detallada sobre la mala 
práctica médica, pues el proyecto presen-
tado por el entonces legislador Dr. Gil 
Barragán Romero, sobre este punto, fue 
duramente criticado, especialmente por la 
clase médica ecuatoriana, y no fue aproba-
do por la legislatura de esa época, pero hoy 
el Código Orgánico Integral Penal, en el 
Art. 146 tipifica y sanciona la mala práctica 
profesional.

Ante esta disposición legal, los médi-
cos del país han protestado, señalando que 
están en desacuerdo con que se trate: “La 
práctica médica como delito”.

Dr. José García Falconí
Asesor Jurídico de la Fiscalía General del Estado 
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responsabilidad profesional y 
específicamente sobre la médica

Tenemos los Arts. 32, 52, 54, 83 No. 
12, 85, 358, 359, 362, 363, 424, 425 de la 
Constitución de la República, entre otros.

Pero para el tema que estoy tratando, 
es fundamental transcribir el Art. 54 de la 
Constitución de la República, que señala: 
“Las personas o entidades que presten servi-
cios públicos o que produzcan o comerciali-
cen bienes de consumo, serán responsables 
civil y penalmente por la deficiente presta-
ción del servicio, por la calidad defectuosa 
del producto, o cuando sus condiciones no 
estén de acuerdo con la publicidad efectua-
da o con la descripción que incorpore.

Las personas serán responsables por la 
mala práctica en el ejercicio de su profe-
sión, arte u oficio, en especial aquella 
que ponga en riesgo la integridad o 
la vida de las personas (las negrillas son 
mías)”.

Debo manifestar que la legislación sobre 
la salud en el ordenamiento ecuatoriano 
consta con detalle en las páginas 25 a 47 del 
Primer Tomo de la obra de mi autoría ti-
tulada LA RESPONSABILIDAD MÉDICA 
EN MATERIA CIVIL, ADMINISTRATIVA 
Y PENAL. Y EL DERECHO CONSTITU-
CIONAL A LA SALUD.

¿Qué es la responsabilidad?

Responsabilidad viene del latín respon-
dere, que quiere decir estar obligado, o sea 
es la obligación de satisfacer cualquier daño 
o perjuicio.

El Diccionario de Derecho Usual de 
Guillermo Cabanellas, define a la respon-
sabilidad: “La obligación de reparar y satis-
facer por uno mismo o en ocasiones espe-
ciales por otro, la pérdida causada, el mal 
inferido o el daño originado”.

El tratadista Planiol y Ripert, señala que 
hay responsabilidad civil en todos los casos 
en que una persona queda obligada a reparar 
el daño sufrido por otro; de tal modo que se 
debe reparar los perjuicios que ocasiona el 
Estado a un particular en el ejercicio de su 
poder, pues esta responsabilidad se origina 
en las obligaciones constitucionales señala-
das en la Constitución de la República del 
2008 y específicamente en la que señala el 
artículo 11 número 9, al disponer, que el 
más alto deber del Estado consiste en res-
petar y hacer respetar los derechos garanti-
zados en la Constitución; y, además el Art. 
226 ibídem, que señala que todos somos 
responsables, más aún los funcionarios pú-
blicos, por tal si no se cumplen con estas 
obligaciones constitucionales, existe la obli-
gación de reparar por los daños ocasionados.

Esta obligación de brindar seguridad y 
de prevenir los daños, es una manifestación 
positiva de lo que se ha dado en llamar los 
últimos años y que hace enfoque la actual 
Constitución de la República: la protec-
ción a la dignidad humana, lo cual está 
garantizado en varios artículos de nuestra 
Constitución e inclusive en el Preámbulo, 
conforme lo señalo en mi trabajo sobre Los 
Principios Rectores de la Administración 
de Justicia en el Código Orgánico de la 
Función Judicial.

De este modo, responsabilidad, es 
la obligación de asumir las consecuencias 
de un acto o de un hecho, que se cumplió 
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que una persona da a las exigencias de un 
determinado objetivo que se quiere conse-
guir, o sea es la capacidad que tenemos las 
personas para aceptar y responder por las 
consecuencias de un acto u omisión, o por 
un hecho efectuado de manera consciente y 
voluntaria y que produce daño. En resumen, 
el deber de responder, existe, cuando 
se ha causado un daño injustificado.

Fundamento de la responsabilidad

La responsabilidad, es uno de los sig-
nos distintivos del Estado constitucional 
de derechos y justicia social, esto es el Es-
tado donde el centro y el fin de todo, lo 
constituye el ser humano, el respeto a su 
dignidad, o sea en el Estado constitucional 
de derechos y justicia social, no hay cabi-
da para la arbitrariedad y tampoco para la 
irresponsabilidad.

Así la teoría de la responsabilidad, se 
asienta en una teoría de previsiones, pues 
al lado de la virtud de haber podido prever 
que configura la culpa, se ubica un efec-
tivo haber previsto, que importa el dolo; 
de tal manera, que en uno y otro caso, es el 
resultado externo o sea la producción del 
daño; de tal modo que  la noción de respon-
sabilidad, implica la de culpabilidad, que es 
el fundamento de la responsabilidad; y en 
el derecho civil una persona es responsable 
cuando está obligada a indemnizar un daño, 
tema que lo trato de manera detallado en 
mi trabajo sobre El Juicio Civil por Daño 
Moral en la Legislación Ecuatoriana.

El tratadista Arturo Alessandri Rodrí-
guez, define a la responsabilidad, como  la 
obligación que pesa sobre una persona de 
indemnizar el daño sufrido por otro; de lo 

anotado se desprende que, la responsabili-
dad resulta de la concurrencia de una serie 
de elementos  que tienen como resultado 
un daño inferido.

Prueba de la Responsabilidad 
Médica

Hay que advertir, que la responsabilidad 
médica es difícil probarla, especialmente en 
materia penal y, no se diga en materia ad-
ministrativa, en la que se señala que los Tri-
bunales de Honor de los Colegios Médicos, 
actúan con “fraternidad profesional”, 
que deja a cubierto algunas conductas mé-
dicas; aunque hay que reconocer que igual 
cosa sucede en otras profesiones liberales.

A propósito de nuestra profesión, debo 
señalar, que el reglamento para la aplicación 
del régimen disciplinario de las abogadas y 
abogados en el patrocinio de las causas, se 
encuentra publicado en el Segundo Suple-
mento del Registro Oficial No. 795 del lu-
nes 24 de septiembre de 2012 por parte del 
Consejo de la Judicatura.

También debo manifestar que en mate-
ria penal, se aprecia que no está específica-
mente tipificada la impericia, la impruden-
cia o la negligencia médicas; sin embargo 
en el caso de los médicos privados, rige la 
antigua responsabilidad subjetiva del Códi-
go Civil.

Error honesto y culposo en la 
Responsabilidad Médica

Es indudable, que hay que considerar, 
que el ejercicio de la medicina, es una mez-
cla de ciencia no exacta y de arte, donde el 
médico, antes que todo es un ser humano, 
que está sujeto a las limitaciones propias de 
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nes, deficiencias y contradicciones, por lo 
que es menester distinguir cuándo se habla 
de error médico y, respecto a la mala prác-
tica médica, distinguir entre el error ho-
nesto, dónde sucede un accidente impre-
visible, y el error culposo, que provoca 
daños que podrían y deberían ser evitados.

Conforme señala la doctrina, hay una di-
ferencia entre error honesto y un error 
culposo, que es el resultado de un acciden-
te imprevisible; un error culposo, donde 
resultan daños que podían y debían haber 
sido evitados; y la mala práctica, que es el 
uso de la medicina para atentar contra la dig-
nidad del ser humano, conforme disponen 
varios artículos de la Carta Magna, especial-
mente en el Art. 11 y que es  característica 
fundamental en el Estado constitucional de 
derechos y justicia social, que señala el Art. 
1 de la Constitución de la República.

Los daños y perjuicios provenientes 
en el ejercicio de la medicina

El tratadista Roberto Vásquez Ferreira, 
en su obra DAÑOS Y PERJUICIOS EN 
EL EJERCICIO DE LA MEDICINA, pri-
mera edición colombiana, de 1993, dice: 
“En materia de responsabilidad médica y 
como regla general el interés último que 
da sentido a la obligación, es la curación, 
alivio o mejoría del paciente, mientras que 
el interés primario consiste en la actividad 
profesional técnica y científicamente dili-
gente, base ésta última para que el deudor 
quede liberado, pues a él no le es elegible 
el fin último (...), en suma: la prueba de la 
culpa del autor solo será exigida cuando la 
ley, expresa o implícitamente no disponga 
lo contrario. Habiendo quedado en claro la 
importancia de esta clasificación el criterio 

de distinción, la importancia que tiene la 
misma en la responsabilidad médica, etc.

Debo aclarar que, reiteradamente la ju-
risprudencia se ha manifestado en el senti-
do de atenuar que, como regla genérica, los 
médicos asumen obligaciones de medios y 
no de resultados, así por ejemplo el médico 
contrae una obligación de medio consisten-
te en la aplicación de su saber y de su proce-
der a favor de la salud del enfermo (...) cual-
quier intervención sobre el cuerpo humano 
presenta riesgos imprevisibles o inevitables. 
La más inocente operación siempre puede 
aparejar consecuencias inesperadas. Las re-
acciones del organismo, si bien suelen res-
ponder a un patrón de conducta, siempre 
puede presentar un imponderable que ase-
gure todo resultado (...) por ello podemos 
decir que, como regla general, los casos en 
los cuales un profesional médico ha sido ci-
vil o penalmente condenado, son aquellos 
en los cuales las circunstancias y el material 
fáctico revelan una conducta intolerable por 
parte del profesional, siendo dicho accionar 
repudiado por el mínimo sentido común”.

¿Cuáles son los deberes y derechos 
del paciente?

Para entender la responsabilidad médi-
ca, también hay que referirse a los deberes 
del paciente, que son los siguientes:

a) Suministrar la información precisa y 
completa sobre su estado de salud;

b) Informar cualquier cambio en su estado 
de salud;

c) Informar al médico cuando no entiende 
claramente la explicación de su enfer-
medad, medicación y tratamiento;

d) Cumplir con el tratamiento y recomen-
daciones realizadas por el médico; y,

e) Exigir que se cumplan sus derechos.
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publicada en el Registro Oficial No. 626 de 
3 de febrero de 1995, en los Arts. 2 al 6, 
establecen los derechos del paciente, 
que son:

a) El derecho a una atención digna, de tal 
modo que el paciente debe ser atendido 
oportunamente en el servicio de salud, de 
acuerdo a la dignidad que merece, y a ser 
tratado con respeto, cortesía y esmero;

b) El derecho a no ser discriminado por ra-
zones de: sexo, raza, edad, religión, con-
dición social y económica;

c) El derecho a la confidencialidad de toda 
consulta, examen, diagnóstico, discu-
sión e información médica;

d) El derecho a la información en todas las 
etapas de atención al paciente; esto es: el 
diagnóstico, pronóstico, tratamiento, los 
riesgos de los medicamentos; todo esto 
explicado en términos que el paciente 
pueda entender y de esta manera, estar 
habilitado para tomar una decisión sobre 
el proceso a seguirse;

e) Tiene derecho también, a que el servicio 
de salud le informe sobre quien es el mé-
dico responsable de su tratamiento; y,

f) El derecho a decidir, si acepta o decli-
na el tratamiento médico; pero también 
el servicio de salud tiene la obligación 
de informar al paciente sobre las conse-
cuencias de esa decisión. 

El Código Orgánico de la Salud vigente 
en el país, en el Art. 7, también se refiere 
a los derechos de las personas en relación 
a la salud.

Por otra parte no hay que olvidar, que 
el médico es dueño de sus conocimientos 

y de la técnica que desarrolla, pero todo 
ser humano es dueño de su salud, y 
de su vida, por lo cual en resumen, tiene 
derecho a:

1. Saber qué medicamento se le está sumi-
nistrando;

2. Si el diagnóstico es el adecuado;

3. Si el experto tiene los conocimientos que 
se requieren y la habilidad necesaria; y,

4. A exigir que haya instituciones de salud, 
que en la medida de lo posible aseguren 
un buen resultado.

Para entender la responsabilidad médi-
ca, es fundamental hacer un análisis de lo 
que la doctrina y los especialistas en la ma-
teria analizan sobre la lex artis.

¿Qué es la lex artis?

El tratadista Roberto Serpa Flores, en su 
obra Ética Médica y Responsabilidad Legal 
del Médico, señala, que la Lex Artis, son: 
“Reglas de consonancia con el estado de 
saber de esa ciencia que marcan las pautas 
en que deben desenvolverse los profesiona-
les, recalcando que el deber objetivo o 
de cuidado, es un concepto jurídico que 
se relaciona con la obligación del médico 
de atender a su paciente de acuerdo con 
las reglas de la Lex Artis y con la correc-
ta indicación médica (...), el médico tiene 
la protección del Estado en el ejercicio de 
su profesión como una actividad lícita que 
es, siempre que se ajuste a la Lex Artis, a 
la indicación médica que cumpla con el 
deber objetivo de cuidado y, que no 
exponga a su paciente a riesgos in-
justificados. Si el médico ajusta su con-
ducta a las normas de la ética, a su buen 
juicio clínico, a su correcto juicio ético y 
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culposamente y por lo tanto no será some-
tido a juicios penales que le ocasionen san-
ciones, ni a juicios civiles que le obliguen a 
retribuir el daño causado”.

El profesor Molina Arrubla, define a la 
Lex Artis, como la serie de reglas que de-
terminan el correcto modo de conducta 
profesional del médico frente a la corpo-
riedad de su paciente y de acuerdo con los 
últimos avances de la ciencia médica, o de 
forma más coloquial podemos reafirmar 
que a la Lex Artis la conforman los proto-
colos, guías de manejo, literatura científica 
y reglamentación específica sobre el acto 
médico en sí, menciona dicho autor.

María de los Ángeles Meza y Olga Jea-
neth Cubides Moreno, en su artículo de re-
flexión sobre: “La violación al deber objeti-
vo de cuidado en el acto ginecobstétrico”, 
señalan, que: “La Lex Artis en el ejercicio 
de la medicina es el estricto acatamiento de 
las disposiciones técnicas y científicas de la 
ciencia médica, será ésta la que nos permita 
averiguar si en determinada actuación un 
médico incurrió en una mala práctica, es 
decir, en una falta que lo haga incurrir en 
responsabilidad. Si existe correspondencia 
entre la conducta del médico y el uso ade-
cuado, el médico habría obrado diligente-
mente, como un buen profesional; en caso 
contrario incurriría en falta. El hecho de 
realizar una conducta que no esté dentro 
del riesgo permitido, en realidad no es su-
ficiente para predicar, en principio, respon-
sabilidad del profesional de la salud por un 
eventual resultado lesivo en la vida o inte-
gridad del paciente, es necesario constatar 
que la producción de dicho resultado lesivo 
-muerte o lesión- sea consecuencia de 
la violación a ese deber objetivo de 

cuidado, que implicó la creación de un 
riesgo jurídicamente desaprobado, es decir 
debe existir y además probarse un nexo de 
determinación entre la conducta culposa y 
el resultado. No es suficiente que material-
mente se constate la relación de causalidad 
entre el acto médico y el resultado desfavo-
rable, además de ello, se necesita que el re-
sultado fatal sea producto de la infrac-
ción al deber objetivo de cuidado”.

Recordemos que nuestra legislación pe-
nal, señala que la infracción es culposa cuan-
do el acontecimiento, pudiendo ser previsto, 
pero no querido por el agente, se verifica por 
causa de negligencia, imprudencia, impericia 
o inobservancia de la ley, reglamentos u ór-
denes; elementos jurídicos que los trato en la 
obra “La Responsabilidad Médica”.

¿Cuáles son los deberes y derechos 
del médico?

En el capítulo Tercero del Código de Éti-
ca Médica, los Arts. 6 al 24, se encuentran 
señalados los deberes y derechos del mé-
dico para con los enfermos, y estos son los 
siguientes:

a) Desde el momento en que el médi-
co es llamado para atender al enfermo 
se hace responsable de brindarle todos 
los cuidados médicos que se requieren 
para mejorar su salud, teniendo como 
responsabilidad primordial conservar la 
vida del enfermo;

b) Es obligación del médico llevar la ficha 
clínica de cada uno de sus pacientes, así 
como registrar la evolución que constate 
de los mismos;

c) Cuando no exista otro médico en la loca-
lidad en que ejerce su profesión y, en los 
casos de suma urgencia o peligro mediato 
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acudir al llamado sin motivo de excusa;

d) En casos graves o de incurabilidad, el 
médico debe avisar oportunamente a los 
familiares y al enfermo;

e) El médico tiene el deber de dar asisten-
cia médica a los pacientes que sufren in-
curabilidad o cronicidad;

f) El médico debe respetar las creencias re-
ligiosas e ideológicas del enfermo;

g) El médico no realizará ninguna inter-
vención quirúrgica o tratamiento sin 
previa autorización escrita del enfermo 
o de sus familiares, a no ser en caso de 
emergencia comprobada;

h) El médico debe informar al paciente o 
a los familiares sobre el diagnóstico, re-
firiéndose exclusivamente a la enferme-
dad encontrada; e,

i) Todo procedimiento clínico o quirúrgi-
co complejo, así como la anestesia, de-
ben practicarse en centros hospitalarios 
y, con los elementos clínicos adecuados 
para el procedimiento.

¿Cuándo cesa la obligación de 
intervenir por parte del médico?

El profesor Marco Antonio Terragni, en 
su obra “El Delito Culposo en la Praxis Mé-
dica”, señala: “La intervención del médico 
cesa y con ello sus obligaciones: 

- Al producirse su curación;

- Cuando el paciente, de manera volunta-
ria pone fin al vínculo contractual;

- Cuando lo hace el médico por moti-
vos fundados y, sin dejar desprotegido a 
quien requirió originariamente su ayuda;

- En el instante en que, derivado el enfermo, 
otro médico toma la atención a su cargo.

En tanto no desaparezca por algunas de 
esas causas, la obligación de garantía que 
hubo asumido, no puede omitir el cumpli-
miento de sus deberes (...)”.

En cuanto al ámbito de la actividad mé-
dica, el cuidado se da según el tratadista ci-
tado, en los siguientes casos:

a) Diagnosticar y tratar;

b) Emplear pericia;

c) Actuar con habilidad;

d) Asistir al enfermo; y,

e) Ser diligente.

¿Qué significa asistir al enfermo?

El tratadista mencionado, señala  lo que 
significa, asistir al enfermo: “(...) el mé-
dico no puede interrumpir el tratamiento, 
abandonado al paciente. En el momento 
que asume su tarea nace su obligación de 
garantizar que hará todo lo posible para el 
éxito; lo que ocurra al enfermo como con-
secuencia de la omisión  de continuar utili-
zando los procedimientos terapéuticos hará 
responsable al profesional (...). Quiere 
decir que el profesional por la actitud pre-
cedente de aceptar que el enfermo quede 
en sus manos se transforma en garante (en-
tendida esta palabra como la persona que 
asegura o protege contra un riesgo o una 
necesidad) su propia presencia, como due-
ño absoluto del proceso de curación, como 
centro decisorio del mismo, y en atención 
a como se porte esa conducta se mantendrá 
dentro de los límites del riesgo permitido 
o transpondrá la frontera, incrementándolo 
(...). Lo que se quiere comprobar es si su 
conducta omisiva ha creado o ha aumenta-
do el peligro en que se hallaba la salud o la 



86

ENSAYOS PENALES
La

 R
es

po
ns

ab
ili

da
d 

M
éd

ic
a 

en
 e

l O
rd

en
am

ie
nt

o 
Ju

rí
di

co
 P

en
al

 E
cu

at
or

ia
no vida del paciente y si esa misma creación o 

elevación de riesgo se han traducido en una 
consecuencia desfavorable (...)”.

La obligación del médico de 
informar al paciente

El tratadista Marco Antonio Terragna, al 
respecto indica, que es el de: “Informar y el 
derecho del paciente a autodeterminarse, 
estableciendo un equilibrio tal que ningu-
no haga prevalecer su voluntad sobre la del 
otro arbitrariamente; el médico tiene que 
esclarecer los temas que necesita conocer, 
en cada tramo del tratamiento y no solo al 
inicio, para que luego éste decida lo que le 
convenga que el médico haga con su salud. 
En el caso de que el paciente suficiente-
mente enterado y en condiciones de decidir 
libremente opte por no seguir las indica-
ciones del profesional, éste no incurrirá en 
responsabilidad por omisión, todo ello te-
niendo en cuenta el consentimiento del pa-
ciente que se extiende en cuanto a su validez 
y eficacia, hasta donde sea informado (...). 
El consentimiento debe ser requerido por 
el médico y prestado por el paciente, antes 
de que comience la actuación profesional. 
No es lo mismo la aquiescencia así dada, que 
la ratificación. Esta última no resulta eficaz, 
para cubrir la irregularidad legal que supone 
una intervención que no contó en su inicio 
con el acuerdo del enfermo (...)”.

¿Cuáles son las causas eximentes de 
responsabilidad médica?

Conforme se ha señalado, la actividad 
médica, es considerada como una obliga-
ción de medio, de tal manera que el médico 
se exonera de toda culpa, probando que ac-
tuó con la diligencia y cuidado que estaba a 
su alcance; y las únicas causas eximentes de 
responsabilidad, son: 

a) Fuerza mayor: hechos de la naturaleza 
(Art. 30 del Código Civil);

b) Caso Fortuito: hechos de los hombres 
que sean inevitables e imprevisibles 
(Art. 30 del Código Civil);

c) Culpa exclusiva de la víctima; esto es 
cuando la propia persona es la que causa el 
daño en su salud o el perjuicio como tal; y

d) Hecho de un tercero, esto es cuando una 
persona ajena a la relación médico-pa-
ciente, es quien ocasiona el daño.

Análisis sobre la violación del deber 
de cuidado

Como tengo manifestado, el deber 
objetivo de cuidado, es fundamental en 
esta clase de ilícitos; al respecto el tratadis-
ta argentino Eugenio Raúl Zafaroni, dice: 
“(...) la falta de cuidado exterior como 
un componente normativo que se asocia al 
elemento intelectual del deber de cuidado”. 
De esta manera el autor citado indica que 
el tipo culposo requiere una conducta que 
reúna lo siguiente:

a) Viole un deber de cuidado;

b) Cause un resultado lesivo de un bien ju-
rídico; y,

c) Que la violación del deber sea deter-
minante del resultado porque siempre 
los tipos culposos son abiertos, pues la 
fórmula individualizadora debe ser com-
pletada en la actividad juzgadora con 
una pauta o regla general a la que remi-
te; solo consta el resultado, lesivo en la 
norma (...)”.

En cuanto a la intervención quirúrgi-
ca, dicho autor indica: “Es la actividad que 
se practica con un fin terapéutico, surge 
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curativo no se logra, es decir si media un 
resultado negativo, tampoco habrá tipici-
dad penal siempre que haya actuado con-
forme a las reglas del arte médico, aunque 
no se obtenga un restablecimiento total de 
la salud, de la integridad física, pero si se 
obtiene su conservación o mejoría, puede 
considerarse que se trata de un resultado 
positivo, siempre que éste fuese lo que era 
dable esperar de las posibilidades brindadas 
por el conocimiento científico y los medios 
disponibles en la emergencia”.

Cuando la conducta es violatoria de estas 
reglas, dice el autor: “Resulta violado un de-
ber de cuidado y por ende su conducta será 
culposa de lesiones u homicidio, pero solo 
en caso de resultado negativo. Las reglas del 
arte médico se traducen en el adecuado e 
indicado procedimiento, diagnóstico y en 
la aplicación de los cuidados que sean del 
caso, (esto debe acreditarse con peritos), el 
procedimiento solo será adecuado a las re-
glas del arte médico cuando se ha tomado 
el máximo de precauciones o cuando ya no 
exista otro que permita neutralizar el peli-
gro de muerte u otro daño, siempre que el 
producido, no sea de otra naturaleza o más 
grave que el que se quería evitar (...)”.

Breve reseña histórica de la pena 
por responsabilidad médica

El Dr. Fernando Jaramillo Martínez, en 
su proyecto de tesis de maestría, presen-
tado en el Instituto de Postgrado de la Fa-
cultad de Jurisprudencia de la Universidad 
Central del Ecuador, conjuntamente con la 
Universidad Técnica del Norte, de la cual 
fui docente, señala: “El médico de las cam-
pañas militares griegas pagaba con su vida 
una mala práctica médica en el caso de una 

jerarquía superior de un general o en la 
cura de un auxiliar favorito. En la antigua 
Mesopotamia, los honorarios médicos eran 
regidos por la ley, así mismo las penalida-
des en caso que algún tratamiento causare 
la muerte o daños al paciente. Si una inter-
vención causaba, por ejemplo, la pérdida de 
un ojo, al médico se le cortaba las manos. 
En caso de muerte de un paciente noble, el 
médico también perdía su vida”.

En nuestro ordenamiento jurídico el 
Art. 76.6 de la Constitución de la Repúbli-
ca, establece el principio de proporcionali-
dad, al señalar: “La ley establecerá la debida 
proporcionalidad entre las infracciones y 
las sanciones penales, administrativas o de 
otras naturaleza” y como tengo manifestado 
el Art. 416 del Código Orgánico Integral 
señala la mala práctica profesional con la 
pena privativa de la libertad de tres a cinco 
años, pero quien aplica la pena en nuestro 
sistema penal es el juez o la jueza al mo-
mento de dictar sentencia condenatoria, 
teniendo en cuenta las circunstancias de la 
infracción y del acusado.

Conclusiones

Es menester señalar lo que dice la Dra. 
Consuelo Mercado de Roca, tratadista co-
lombiana, sobre la negligencia médica y 
ética en el ejercicio de la medicina de Boli-
via, quien señala lo siguiente: “La profesión 
médica, como ninguna otra es la que más 
está expuesta a sufrir accidentes derivados 
de las diversas patologías que afectan al ser 
humano y los medios de que dispone para 
enfrentarlas en la mayor parte de los casos, 
el médico debe estar capacitado para resol-
verlos cuando ello es posible o aliviarlas en 
caso que la dolencia sea irreversible, debien-
do prevenir al paciente o a su familia de esta 



88

ENSAYOS PENALES
La

 R
es

po
ns

ab
ili

da
d 

M
éd

ic
a 

en
 e

l O
rd

en
am

ie
nt

o 
Ju

rí
di

co
 P

en
al

 E
cu

at
or

ia
no contingencia. Hay que partir de la premisa 

de que la infalibilidad sólo es de Dios, y de su 
representante en la Tierra el Papá, en asuntos 
de dogmas del Cristianismo. Todos los demás 
seres humanos somos falibles, sin que signi-
fique que, por esta consideración, vamos a 
soslayar nuestra responsabilidad. El trabajo 
médico es arduo, generalmente no reconoci-
do cuando todo sale bien, pero si atrozmente 
juzgado en grupos profanos, si por desgracia 
el éxito no coronó el esfuerzo”.

En otros países como en los Estados 
Unidos de América, se suscriben seguros 
de responsabilidad civil por los médicos, 
con el objeto de cubrir determinados ries-
gos, por los daños que podrían causarse a 
los particulares en el ejercicio de esta noble 
profesión.

Termino este artículo señalando, que si 
bien la Asamblea Nacional, es la que dictó 
el Código Orgánico Integral Penal, son las 
juezas y jueces los que deben interpretar 
las normas de dicho Código para estable-
cer responsabilidades penales, en este caso 
sobre la responsabilidad médica que es un 
tema delicado, y que será resuelto a través 
de la jurisprudencia obligatoria que dicte 
la Corte Nacional de Justicia, a través de 
sentencias justas, conforme lo disponen 
los Arts. 184 y 185 de la CRE y el Código 

Orgánico de la Función Judicial, pues hay 
que insistir que en nuestro ordenamiento 
jurídico existe independencia de la Función 
Judicial respecto a otras funciones, de tal 
manera que las juezas y jueces son verda-
deros hacedores e intérpretes del derecho, 
pues dejaron de ser boca de la ley o jueces 
robot como lo señalaba Napoleón. 

Además vale la pena aclarar que el Asam-
bleísta Nacional ha manifestado de manera 
reiterada que para que exista el homicidio 
culposo por mala práctica profesional, ne-
cesariamente deben concurrir simultánea-
mente las tres condiciones señaladas en 
el Art. 146 del Código Orgánico Integral 
Penal, esto es que la muerte se produzca 
por acciones innecesarias, peligrosas e ile-
gítimas, de tal modo que si no se presentan 
estas tres circunstancias de manera con-
junta, no se prueba el homicidio culposo 
antes mencionado. Pero también hay que 
dejar constancia de que la prensa nacional 
ha manifestado de manera reiterada que son 
decenas de familia las que luchan contra la 
mala práctica médica y en algunas ciudades 
del país, los afectados buscan ayuda legal en 
fundaciones que trabajan este tema, y según 
las estadísticas de la Fiscalía entre el 2011 y 
2012 se registraron 54 casos de mala prác-
tica médica en el país.



89

#8 - Febrero 2014

El Derecho Disciplinario Laboral
o Derecho Penal Laboral

Dr. Víctor Fernández Álvarez
Juez de la Corte Provincial de Justicia del Guayas

“...la ley penal aparece como una medida que el estado adopta para proteger los 
derechos fundamentales y los bienes constitucionales” 

Dr. Carlos Bernal Pulido.

I. Relación del Derecho del Trabajo  
con el Derecho Penal.

El Derecho del Trabajo, mantiene una 
relación con todas las ciencias del 

conocimiento científico; y, en especial con 
las demás ramas del derecho. Sin querer 
destacar el privilegio de nuestra ciencia ju-
rídica, de que las demás ramas del derecho 
le estén desvinculadas. Por eje el Derecho 
Penal en lo referente al delito de perseguir 
a las asociaciones sindicales, a sus dirigentes 
sindicales; el delito que cometen los diri-
gentes sindicales que dilapidan o malversen 
los fondos de las organizaciones sindicales. 
Así mismo cuando el Juez de Trabajo ob-
serva en el proceso que se ha cometido un 
delito, o los hechos que se encuentran en el 
proceso laboral demuestran una acción de-
lictiva. Está en la obligación de ponerla en 
conocimiento de autoridad penal para que 
siga la investigación correspondiente.

II. Facultad Sancionadora.
En toda relación humana, debe existir 

disciplina y orden. En este sentido es que 
el empleador tiene facultades de dictar dis-
posiciones de obligatoriedad dentro de la 
empresa. Para el Ius-laboralista Gui-
llermo Cabanellas, en su obra Compen-
dio de  Derecho Laboral, tomo I, cuarta 
edición, Argentina 2002, en la pág. 456, 
dice: “La  facultad disciplinaria se define como 
la facultad patronal de sancionar los actos del 
trabajador que constituyen faltas en la presta-
ción de los servicios. Tales faltas pueden consistir 
en acciones u omisiones, perjudiciales para el ré-
gimen de producción, perturbadoras de la orga-
nización interna  o corrosivas de la disciplina 
de la empresa”. Para Ernesto Krotoschin, 
en su libro Tratado Práctico de Derecho del 
Trabajo, manifiesta que es “el poder que nace 
de lo que las partes hayan pactado en el contrato 
de  trabajo.”
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al Esta  facultad sancionadora en el ámbito  
del Derecho del Trabajo la encontramos, 
tanto para el empleador como para el tra-
bajador, que falta, trasgrede, incumple con 
la obligación laboral señalada en la ley codi-
ficada o no codificada.

Existen doctrinarios entre ellos Los pro-
fesores franceses: G.H. Camerl. Ynck y 
G. LYON-CAEN, en su obra Derecho del 
Trabajo, que nos hablan de un Derecho Re-
presivo. Señalando que todos los Códigos 
del Trabajo, finalizan con un capítulo que 
se refiere a las sanciones, y leyes no codi-
ficadas que sancionan al empleador. Así por 
ejemplo la negativa a entregar un certifica-
do de trabajo al término de su empleo, o 
el pago de una salario mínimo general, o 
emplear a un trabajador extranjero sin la 
correspondiente carta laboral. Lo mismo 
ocurre en el Ecuador nuestro Código del 
Trabajo en el título séptimo se refiere a las 
sanciones y multas que son impuestas por 
el Juez de Trabajo y por las Autoridades 
Administrativas laborales. Igualmente se 
señalan sanciones que van desde la simple 
amonestación verbal o escrita, multa eco-
nómica, suspensiones, destituciones, des-
pidos, etc. Que aparecen en los Estatutos 
de las Asociaciones de Trabajadores, en los 
Reglamentos Internos de las Empresas, en 
los Manuales de Funciones de las Empresas.

El Derecho Disciplinario Laboral 
facultad al empleador a sanciona al traba-
jador cuando su conducta sea por acción u 
omisión falta o incumple con las obligacio-
nes laborales determinadas en el contrato 
de trabajo o en la ley. Pero esta facultad san-
cionadora no es arbitraria, debe someterse 
a los principios de contemporaneidad 
(se debe considerar el transcurso lógico 
del tiempo y las circunstancias), propor-

cionalidad (la sanción debe ser coherente 
con la falta imputada), transitoriedad (la 
sanción no puede ser eterna, sino transito-
ria, pasajera), hay que respetar el princi-
pio NON BIS IN IDEM, no se puede san-
cionar dos veces por el mismo hecho. Esto 
nos lleva a determinar que debe haber un 
razonamiento lógico, prudente, al aplicar 
una sanción y de esta manera evitar la arbi-
trariedad irrazonable de la pena.

Esta facultad dual disciplinaria que tienen 
los trabajadores y empleadores, en la prácti-
ca se observa que para aplicar la sanción, se 
crea el denominado Comité Obrero-Pa-
tronal. Conformado por representante de 
los trabajadores y empleadores, vía Contra-
tación Colectiva de Trabajo, para mantener 
la paz laboral dentro de la empresa o nego-
cio, y de esta manera sancionar al infractor 
observando el debido proceso, el derecho a 
la legitima defensa. En consecuencia que la 
sanción disciplinaria este acorde con la in-
fracción cometida y tenga sustento legal la 
imposición, teniendo presente la incidencia 
que acarrea su aplicación.

III. Derecho Penal Laboral.

Nuestro legislador en su afán sanciona-
dor ha pasado del Derecho Disciplinario 
Laboral al  Derecho Penal Laboral, estable-
ciendo sanciones más enérgicas y ejempla-
res para evitar el abuso reiterado del em-
pleador: Así nuestra Constitución vigente en 
el artículo 327, establece que el fraude, la 
simulación, el incumplimiento de la obliga-
ción será penalizado y sancionado confor-
me a la ley.

La Ley de Amparo Laboral a la Mujer, R.O. 
124 del 6 de febrero de 1997, en el artículo 
1 señala el porcentaje mínimo de mujeres 
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centaje que será regulado por las Comisio-
nes Sectoriales. En concordancia con el ar-
tículo 5 de este mismo cuerpo de ley que se 
refiere a las sanciones por incumplimiento, 
el empleador, es sancionado con multa de 
20 a 100 salarios mínimos vitales y en caso 
de reincidencia, el Inspector del Trabajo 
dispondrá la clausura del negocio.

El Código Orgánico de la Niñez y de la  Ado-
lescencia, en su artículo 95, establece san-
ciones aplicables por violación a las dispo-
siciones referentes al trabajo, con multas 
económicas que van hasta los mil dólares y la 
clausura de la empresa.

Ley Orgánica de Discapacidades, R.O. 796 
de 25 de septiembre de 2012, en el artículo 
47 habla de la inclusión laboral, que los em-
pleadores públicos y privados que cuente 
con 25 trabajadores deben contratar el 4% 
de discapacitados; y, el artículo 51 mencio-
na la estabilidad laboral, en concordancia 
con el artículo 116 de la misma norma, que 
contempla las infracciones gravísimas, el 
impedimento del derecho de acceso y/o in-
cumplir el porcentaje de inclusión laboral, 
será  sancionado con 10 a 15 remuneraciones 
básicas unificadas y suspensión hasta 30 días de 
actividades a criterio de la autoridad competente.

El Código Penal en el capítulo: De los  de-
litos contra la libertad de trabajo asociación 
y petición. en el artículo 209, al referirse a 
la exigencia de servicios no impuestos por 
la ley, señala como pena de uno a seis me-
ses; y, en los artículos 210 y 211 al tipificar: 
La suspensión de trabajo por y para fines 
ilícitos; la coacción patronal para obligar a 
participar en boicot o sociedad obrera, es-
tablece prisión de un mes a un año. A esto se 
suma la Ley Reformatoria al Código Penal pu-

blicada en el R.O. 555, de 24 de marzo del 
2009, donde se sanciona al servidor público 
que niegue o retarde a una persona un trá-
mite o servicio, por odio o desprecio será 
sancionado con prisión de uno a tres años 
y queda el funcionario inhabilitado para el 
desempeño de cualquier cargo por el tiem-
po que dure la pena. Merece mencionarse 
el Reglamento para la concesión de rebajas de 
penas por sistema de méritos, en su artículo 9, 
habla del Proceso Laboral, que comprende 
las siguientes actividades: de formación, 
actividad laboral, productiva y ocupacio-
nal, en otras palabra se valora el trabajo de 
la persona sometida a una pena para la re-
inserción a la sociedad. Todo esto nos de-
muestra que nuestra legislación va camino 
a un Derecho Penal Laboral.

Ley del Seguro Social publicada en el 
R.O.S. 465 del 20 de noviembre del 2001, 
en su artículo 78 menciona: La sanción pe-
nal para el funcionario público o empleador 
privado que retenga los aportes patronales 
y personales y no los deposite en el IESS, en 
el plazo máximo de 90 días contados desde 
la retención, es sancionado con pena de pri-
sión de 3 a 5 años y con multa igual al duplo de 
los valores no depositados.

Sintexis o conclusión.

Parafraseando al maestro constituciona-
lista Carlos Bernal Pulido en su obra El 
Derecho de los Derechos, uno de los prin-
cipios fundamentales de toda democracia 
representativa es que los derechos funda-
mentales para la sociedad deben ser toma-
das por el legislador. Y que desde este punto 
de vista, toda ley penal aparece como una 
medida que el Estado adopta para proteger 
los Derechos Fundamentales y los bienes 
constitucionales. En cuanto a la  tipificación 
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nas le corresponde al legislador.

Por tal razón considero que el Derecho 
Penal Laboral se encuentra en la ley dicta-
da por el legislador; y, cuyas normas apa-
recen dispersa en el ordenamiento jurídico 
ecuatoriano. Lo conveniente seria es que 
se encuentren en un solo cuerpo legal. En 
cambio el Derecho Disciplinario Laboral 
lo encontramos vía convencional, median-
te el Reglamento Interno de Trabajo, los 
Manuales de Funciones, estatutos, etc. Que 
naturalmente responden a las necesidades, 
circunstancias de las partes que intervienen 
en esa relación laboral.

Actualmente nuestro legislador en el 
afán de que se cumpla con la norma sus-
tantiva laboral, establece sanciones más  
severas frente al incumplimiento de las 
obligaciones que surgen de la ley, de la con-
vención de las partes y del propio Contrato 
de Trabajo Individual o de su hermano ge-
melo el Contrato Colectivo de Trabajo.

El Derecho Disciplinario Laboral es una  me-
dida equitativa correctiva complementaria del 
Derecho Pernal Laboral, logrando la aplicación 
de la justicia sancionadora al caso concreto que 
se presenta. Es sin lugar a duda que el Derecho 
Disciplinario Laboral es la antesala del Derecho 

Penal laboral en lo referente a la aplicación de la 
pena correctiva.
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Coordinadora Jurídica Corte Nacional

La historia de las mujeres en el mundo 
entero ha sido incesante por alcanzar 

la igualdad de oportunidades, de trabajo, de 
salarios dignos, el derecho al voto y a ocupar 
cargos públicos, a la formación profesional 
y a la no discriminación laboral, reconoci-
miento especial a ser tratada con dignidad y 
ser protegida de forma especial, en estado 
de gestación. También esta lucha, sin lugar a 
dudas ha sido para que se reconociera que su 
trabajo, es doble: que empieza desde tem-
pranas horas y que no culmina sino cuando 
todos están descansando, y el que realiza 
fuera de su hogar, para aportar con su traba-
jo a la economía familiar.

En el Ecuador se han destacado muje-
res por el aporte que han hecho en todos 
los campos, así el literario, el político y el 
artístico, como: Manuela Sáenz, libertado-
ra; Manuela Cañizares y Manuela Espejo, 
próceres quiteñas; Dolores Veintimilla de 
Galindo, combatiente política; Dolores Ca-
cuango y Tránsito Amaguaña, liderezas indí-
genas activistas por la igualdad de derechos 
en el Ecuador; Nela Martínez, primera mu-
jer diputada cañareja, escritora y luchadora 
por la justicia social y el derecho de las mu-
jeres; Matilde Hidalgo de Procel, primera 
mujer universitaria y votante en la historia 
del Ecuador; Piedad Peñaherrera, quiteña 
investigadora, científica y antropóloga; Ali-

cia Yánez Cocios, Luz Argentina Chiriboga, 
Ana Cecilia Blum y Teresa Crespo de Sal-
vador, escritoras destacadas, Eugenia Del 
Pino, doctora en biología, figura en la lista 
como una de las científicas más destacadas 
de la región, sin duda muchas no están en 
esta mención, pero cada una, desde diferen-
tes espacios ha engrandecido la Patria.

La historia de las mujeres judiciales tam-
bién ha sido y es de perseverancia y lucha 
incesante por alcanzar la igualdad, com-
prendida ésta como la necesaria inclusión en 
paridad en las altas cortes, como magistra-
das, ministras o juezas. Lo normal o era que 
no existiera ninguna como parte de la Corte 
Suprema o la Corte Nacional y lo propio 
en las Cortes provinciales y judicaturas de 
primer nivel, o que no pasaran de dos, en 
una Corte como la suprema, integrada por 
treinta y un magistrados.

Así, en la Corte de 1997 dos mujeres 
ocuparían cargos de Magistradas, las docto-
ras Mariana Yépez y Mariana Argudo Chejín, 
antes ya lo fue la doctora Ruth Seni, y la pre-
sencia de las doctoras Pilar Sacoto y Ana Isa-
bel Abril, en la Corte del 2005, marcó, por 
la labor tesonera de ésta última, una nueva 
etapa para toda la función judicial porque, 
asimilando lo que la Unión Europea a través 
de acciones positivas había establecido, se 
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ia llevó a cabo el reconocimiento por parte del 
Tribunal en Pleno de la Corte Suprema de 
Justicia, de la paridad de género establecida 
en la Constitución de 1998, e incorporó por 
la moción presentada por ella, a las Cortes 
Superiores a un número mayor de mujeres, 
en su mayoría compañeras que habían de-
dicado toda su vida a la administración de 
justicia en su calidad de Secretarias o Jue-
zas de primer nivel, es decir habían hecho 
carrera judicial, esta moción propuesta por 
Abril Olivo resolvió e incluyó en las “Políti-
cas Generales para el Consejo Nacional de 
la Judicatura”, una que permitía establecer 
la participación paritaria de mujeres y hom-
bres en los puestos de decisión, fundando su 
propuesta en el Art. 102 de la Constitución 
de 1998 y el Art. 23, numeral 10 de la en-
tonces Ley Orgánica de la Función Judicial, 
y Tratados Internacionales que habían per-
manecido como letra muerta.

Se aprueba la llamada Sexta Política Ad-
ministrativa del Consejo de la Judicatura, 
que hizo efectiva la garantía de nombra-
miento del 20% de mujeres, política publi-
cada en el Registro Oficial No. 89, de 22 de 
mayo de 2007.

La puesta en práctica de esta política 
significó que fueran designadas 15 mujeres 
ministras en las Cortes Superiores del país, 
denominación que correspondía al 16,66% 
del total, sin embargo, dentro del rango de 
27 postulantes mujeres, representaba el 55, 
56%, mientras que de los participantes va-
rones ingresaron 77, en relación a los 250 
participantes, lo que constituyó el 29,45%, 
además cabe anotar que antes de la vigen-
cia de la 6ª. Política Administrativa, se había 
nombrado a 8 mujeres, lo que daba un total 
de 23 mujeres designadas por la Corte Su-
prema de aquel entonces.

Este logro fue sin duda de gran signifi-
cación, porque por fin las mujeres dejaron 
de ocupar cargos de menor jerarquía y co-

menzaron a ser visibilizadas no solo por el 
número mayor de ellas en las cortes del país, 
sino también por su solvencia, transparencia 
y profesionalismo en el cumplimiento de la-
bores, así se destacan compañeras judiciales 
Ministras como María de los Ángeles Mon-
talvo, Isabel Ulloa, Cristina Narváez, Pauli-
na Aguirre y Beatriz Suárez en Pichincha; en 
Manabí Griselda Vélez; en Ambato la Dra. 
Castillo; en Cuenca María Rosa Merchán 
y María del Carmen Espinoza; algunas de 
ellas, en la actualidad, son juezas y Conjue-
zas de la Corte Nacional.

Con la vigencia de la Constitución de la 
República, los cambios en todos los esta-
mentos del Estado se visibilizan, y uno de 
ellos, fue precisamente la puesta en prácti-
ca, en todos los concursos para las cortes y 
juzgados de justicia del país, de la paridad y 
alternabilidad en la designación de las jue-
zas y jueces, empezando por la Corte Na-
cional de Justicia, que en la actualidad tiene 
9 juezas nacionales, doctoras: Rocío Sal-
gado Carpio, Presidenta Subrogante, Ma-
ría Rosa Merchán Larrea, Paulina Aguirre 
Suárez, Ximena Vintimilla Moscoso, Lucy 
Blacio Pereira, Gladys Terán Sierra, María 
del Carmen Espinoza Valdivieso, Mariana 
Yumbay Yallico y Maritza Pérez Valencia, 7 
conjuezas, doctoras: Beatriz Suárez Armi-
jos, María Consuelo Heredia Yerovi, Danie-
lla Camacho Herold, Zulema Pachacama 
Nieto, Rosa Álvarez Ulloa, Janeth Santama-
ría Acurio y Julieta Magaly Soledispa Toro; 
y,  en las Cortes Provinciales y juzgados de 
todo el país, en la actualidad son más de 
600 juezas mujeres, lo que sin duda marca 
un hito histórico, digno de ser reconocido 
en Ecuador y en toda América. La mujer ha 
sido no solo visibilizada, sino que ahora es 
cuando el derecho a una igualdad real y ma-
terial es notorio, la denominación ha sido 
realizada bajo esta perspectiva de género, 
que marca un nuevo derrotero para la ad-
ministración de justicia.
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AUDIENCIAS REALIZADAS MENSUALMENTE
CUADRO COMPARATIVO
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Estadísticas de la Sala Penal

Del cuadro estadístico se podrá apreciar que han sido sorteados 2.057 juicios, en 68 sor-
teos en el año 2013 con lo que se constata el notable incremento con relación a los sorteos 
efectuados en años anteriores.

2.057 JUICIO SORTEADOS

En el 2013 se incrementó el número de audiencias realizadas.
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AUDIENCIAS CONVOCADAS 2013
TOTAL 1.935

ENERO

FEBRERO

MARZO

ABRIL

MAYO

JUNIO

JULIO

AGOSTO

SEPTIEMBRE

OCTUBRE

NOVIEMBRE

DICIEMBRE

10%
6% 7%

6%

7%

9%

8%

8%
7%

10%

12%

10%

En el año 2013 se convocaron a 1.935 audiencias, de las cuales se realizaron 1.119 au-
diencias, cuyo porcentaje mensual se lo puede apreciar en el siguiente cuadro:

AÑO 2012
El número de causas ingresadas en el año 2012, suman un total de 3.449 procesos, de 

ellos 1.924 (56%) correspondían a las que se encontraban pendientes de despacho de la 
Corte anterior; y, 1.525 (44%), ingresadas en la actual Corte Nacional.

TOTAL 3.449

Del total de causas ingresadas en el 
año 2012; se despacharon 1.608 que 
equivale al 47%. 

CAUSAS INGRESADAS 2011

RESORTEO

INGRESO

56%
 1.924 CAUSAS

 RESORTEO
PENDIENTES   

CORTE ANTERIOR      

44%
1.525 CAUSAS

INGRESO
CORTE

ACTUAL

CAUSAS RESUELTAS
Y POR DESPACHAR 2012

RESUELTAS

POR DESPACHAR

47%
1.608 CAUSAS

RESUELTAS

53%
1.841 CAUSAS

POR DESPACHAR
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l Del total de causas ingresadas en el 2012; el 65% (2.254) corresponden a los 
Recursos de Casación; el 23% (775) a Recursos de Revisión; el 12% (420) a otros 
trámites, lo que da un total de 3.449 procesos.

El total de las causas resueltas en el año 2012, corresponden: el 70% (1.123) a 
los Recursos de Casación; el 21% (336 causas) a los Recursos de Revisión; otras causas 
9% (149), dando como total 1.608 resueltas.

De las 1.123 causas resueltas en el 
2012, por Recurso de Casación, el 15% 
(164) se acepta el Recurso de Casación; 
el 30% (341) se lo rechazó y el 55% 
(619) se los declaró abandonados y de-
vueltos al Tribunal de instancia.

CASACIÓN

REVISIÓN

OTROS
Apelación, recusación
recurso de hecho,
indagación previa,
competencia
formulación de cargos

CAUSAS INGRESADAS:
CASACIÓN, REVISIÓN Y OTROS 2012

TOTAL = 3.499

12%

23%
65%

RECURSO DE CASACIÓN DE
2012

ACEPTA
CASACIÓN

RECHAZA
CASACIÓN

AUTOS

TOTAL = 1.123

15%
ACEPTA  
164        

30%
RECHAZA

341

55%
AUTOS

619

CAUSAS RESUELTAS 2012
CASACIÓN, REVISIÓN Y OTROS

CASACIÓN

REVISIÓN

OTROS

70%
21%

9%
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 De las 336 causas resueltas en el 
2012, mediante Recurso de Revisión, el 
4% (13) se acepta el recurso; el 30% 
(102) se lo rechaza y el 66% (221) se 
declara el abandono del mismo.

AÑO 2013:  
En el año 2013 ingresaron 1.946 causas, que sumadas a las 1.841 pendientes de ser 

despachadas del año anterior, totalizan la cantidad de 3.787, de las cuales el 41% (1.553) 
han sido resueltas y de ellas el 60% (2.259) corresponden al Recurso de Casación; el 
19% (740) Recurso de Revisión y el 21% (788) a otros que corresponden a apelación, 
recurso de hecho, etc.

 De las 2.259 causas ingresadas en el 
año 2013 por Recurso de Casación, se 
despacharon 984 procesos, de los cua-
les el 13% (130) se acepta el recurso de 
casación; el 36% (355) se lo rechazó y 
el 51% (499) se declaró el abadono y/o 
devolvió al Tribunal de Instancia.

RECURSO DE REVISIÓN
2012

ACEPTA
REVISIÓN

RECHAZA
REVISIÓN

AUTOS

66%
AUTOS

221

4%
ACEPTA

13
30%

RECHAZA
102

CAUSAS INGRESADAS DE
CASACIÓN, REVISIÓN y OTROS 2013

CASACIÓN

REVISIÓN

OTROS

19%
REVISIÓN

740

21%
OTROS

788 60%
CASACIÓN

2.259

RECURSO DE CASACIÓN
RESUELTOS 2013

ACEPTA
CASACIÓN

RECHAZA
CASACIÓN

AUTOS

36%
RECHAZA

352

51%
AUTOS

499

13%
ACEPTA
128      
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 De los 740 Recursos de Revisión que se presentaron en el 2013, se resolvie-
rón 302 procesos, de los cuales el 8% (23 causas) se aceptó el Recurso; el 31% (94) se lo 
rechazó y el 61% (185 causas) se dispuso el abandono y/o autos devolutivos.

Tipos de delitos de las causas ingresadas en la Sala Penal de la Corte Nacional de Justicia, 
en los años 2012 y 2013, proporcionados por la sección de Archivo de la Secretaría de la 
Sala Penal.

JUICIOS POR GRUPOS DE DELITO

DELITOS Juicios-2012 Juicios-2013

Delitos Contra la Seguridad del Estado 17 27

Delitos Contra las Garantías Constitucionales 2 6

Delitos Contra la Administración Pública 32 47

Delitos Contra la Fe Pública 38 40

Delitos Contra la Seguridad Pública 219 257

Delitos Contra las Personas 292 235

Delitos Contra la Honra 174 157

De los Delitos Sexuales -CP-Título VIII: 281 211

Delitos Contra la Propiedad 266 241

RECURSO DE REVISIÓN
RESUELTOS 2013

ACEPTA
REVISIÓN

RECHAZA
REVISIÓN

AUTOS

TOTAL = 302

31%
RECHAZA

94

61%
AUTOS

185

8%
ACEPTA

23    
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l AUDIENCIAS POR VIDEOCONFERENCIA

La Corte Nacional de Justicia en el año 2013 y lo que lleva del 2014, ha realizado 80 
videoconferencias en las ciudades de:

2013

2014

Nota: Información obtenida del Informe de Labores 2013, presentado por el Dr. Jorge Blum 
Carcelén, Presidente de la Sala Penal, Penal Militar, Penal Policial y Tránsito, a la culminación 
de su período.
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